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CAP 1 TUL O 1 

1 N T R O D U C C ION 

Inquietud de escribir sobre el tema: Mi inquietud por escribir sobre el 

-presente tema se originó al ver con que facilidad se tramitan, de conformidad a 

nuestras leyes, las ventas de inmuebles de incapaces; ya sea por parte de los 

padres, tutores, o curadores, quienes, muy excepcionalmente piden la autorización 

para poder hipotecarlos. 

La autorización solicitada, en la mayoría de loa casos. obtiene sen.tencia 

favorable, siendo la negativa muy excepcional. 

Se cimentó aún más, a raíz de que no existe, en nuestros tribunales, un mi­

nucioso control sobre el gasto o inversión del producto que se obtiene con la 

venta de los inmuebles referidos. En nuestro medio, hay que esperar la llegada 

del plazo que señala el Art. 433 inc. 50. C., es decir, en el que se debe de 

rendir cuenta al Juez; o que éste, si lo estima conveniente, pida se le "exhiba 

las cuentas de la adm·inistración", Art. 434 C., inc. 10. 

En el caso referido, lo preceptuado por el Art. 434 C., inc. lo •• debería 

de ser obligatorio dentro de un plazo prudencial, y así los tutores o curadores 

sabrían que el Juez, en este caso específico, está atento al destino que se le 

dé al producto obtenido con la venta de los bienes antes mencionados. 

Lamentablemente, en nuestra ley, no existe una disposición que obligue al 

Juez a ejercer un minucioso control sobre el producto obtenido con la venta in­

dicada, a fin de garantizar el bienestar economico de los incapaces. 

La venta por utilidad o necesidad de inmuebles de incapaces necesita ser 

comentada con una apreciación realrsta, a fin de que su tramite se adapte a las 

exigencias modernas, que tienden a proteger el bienestar económico de estos. 

Dentro de su comentario, no puede dejarse de analizar, en algunos aspectos, 

10 concerniente a la venta en pública subasta, ya que es el trámite que se sigue 

para vender los bienes de las personas antes referidas y, esencialmente, en lo 

relativo al valúo que se les da a los bienes para efectos de remate; porque, en 

la segunda mitad de este siglo, para nuestro País. es cuando más ha demostrado 

sus resultados negativos en el bienestar económico del pueblo, dado que las 
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ejecuciones han aumentado en forma alarmante, las cuales, como lógica conse­

cuencia, llevan invivito la subasta de los bienes del ejecutado. 

lm~ortancia del tema: ésta se fundamenta en que la legislación que regla­

menta la protección de los incapaces en nuestro País, no ha sido encarada con 

toda amplitud. El Estado se ha preocupado por la conducta delincuencial del 

incapaz, a tal grado que recientemente se promulgó el CÓdigo de Menores. 

Pero en lo referente a la protección del patrimonio de los incapaces, no 

reune las condiciones necesarias que tiendan a su conservación, a fin de garan­

tizar la supervivencia de ellos. Esto se debe a que existe una enorme libertad 

para que los padres, tutores o curadores, puedan pedir, con suma facilidad, la 

autorización para vender los bienes de su representado; pudiendo en un momento 

determinado darse una actuación de mala fe por parte de éstos. 

Importante es también por el hecho de que nuestro legislador sujetó, a los 

trámites de la subasta para el juicio ejecutivo, la venta de 108 inmuebles de 

los incapaces, sin hacer ninguna diferencia, tanto en el valúo como en la base 

del remate, lo cual como se demostrara en el capítulo correspondiente, genera 

una pérdida patrimonial que va en detrimento de BU bienestar economico. 

Sistematización del tema: Para su desarrollo se ha dividido en varios ca­

pítulos, con sus correspondientes apartados, así: 

Capítulo Primero: está constituido por la presente parte que se le ha llamado 

tt INTRODUCCION ", en la que se hace un bosquejo generalizado de todo el tema. 

Capítulo Segundo: en él se trata de hacer una breve exposición~istórica de la 

venta de inmuebles de incapaces. 

Capítulos )!_, 40. Y 5 •. : comprenden, en su ordeR, la exposición de la regula­

ción que informa a nuestro Código de Procedimientos vigente; lo relativo a la 

regulación propuesta en el Proyecto de Código Procesal Civil, antingentes ambas 

situaciones, a la venta de los inmuebles de incapaces; y el capítulo últimament e 

ci t ado que hace referencia a la forma en que otras legislaciones regulan el tema 

objeto de este trabajo. 

capítulo VI: éste hace referencia al valúo que se les da a los bienes, el cual· 

sirve de base para el remate; tanto en el juicio ejecutivo, en el que se permite 



dos tipos de valúo que son: el convencional. pactado por las partes en el 

instrumento pUblico correspondiente, Art. 606, inc. 40. Pr., y el Judicial o 

pericial, que es aquei ~ que se hace por peritos, previo mandato del Juez, Art. 

606. inc. 30. Pr.; así como se establece que el que sirve de base en la subasta 

de inmuebles de incapaces es el judicial, Art. 817 inc. lo. Pro 

Capítulo VII: comprende la exposición relativa a la venta en pública subasta, 

tanto en el juicio ejecutivo como en la venta de inmuebles de incapaces por ra­

zones de utilidad o necesidad. 

La venta en pública subasta de 108 bienes del deudor moroso, es una san­

ción o castigo por su falta de pago, en el plazo estipulado, de las obligacio­

nes contraídas, es forzosa. La venta de los inmuebles del. incapaz es voluntaria; 

motivada por razones de índole económica, que pueden afectar su supervivencia. 

Fundamentalmente se comenta el acto más importante de la Venta en Pública 

Subasta, el cual está constituido por las posturas que hacen los postores que 

han concurrido al acto de la subasta; como consecuencia de ésto se puede dar o 

una pérdida, que es la regla general, o una utilidad, que es la excepción; las 

situaciones referidas se pueden plantear tanto en el juicio ejecutivo como en 

la venta por utilidad o neeesidad de los inmuebles de incapaces. 

Al señalarse la base del remate se hace referencia a las posturas admisi­

bles, y al respecto dice el Art. 635, parte primera. Pr.: """NO SE ADMITlRAN 

POSTURAS POR MENOS DE LAS DOS TERCERAS PARTES DEL VALUO """, ésto, en el caso 

de ser pericial el valúo~ porque cuando es convencional el Art. 606 iuc. 40. Pro 

parte final, dice: n tlEL LIMITE DE LAS POSTURAS SERA SIEMPRE LAS DOS TERCERAS 

PARTES, COMO EN EL VALUO PERICIALu ti; ésto, en caso de ejecución. 

Al respecto hemos de hacernos la siguiente pregunta: es justo aplicar, en 

el caso de venta por razones de utilidad o necesidad, para efecto de subastar 

inmuebles de incapaces ---- el Art. 635, parte primera, Pr.?; creo, que en estas 

diligencias no se debe de aplicar lo preceptuado por dicho artículo, sino qu.e 

debe de estarse al texto del Art. 817 ine. lo., primera parte, Pr., ya que lo 

que interesa no es vender sus bienas por venderlos~ sino que lo que se busca es 

que les reporten un beneficio. 

Capitulo VIII: para demostrar los efectos negativos que la venta en pública 

subasta produce en nuestro medio socio-económico , se citan casos prácticos de 
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remates realizados en nuestros tribunales, tanto en juicios ejecutivos, como en 

diligencias de utilidad o necesidad para vender los bienes raíces de incapaces 

que al respecto se han promovido, y que han ocasionado perdidas patrimoniales 

demasiado grandes, tanto a los ejecutados como a los incapaces. A los primeros 

por el reclamo forzoso de obligaciones o saldos de estas, que muchas veces son 

irrisorias con relación al bien que los garantiza, se les subastan valiosas 

propiedades por las dos terceras partes del valúo; y a los segundos por sujetar 

la venta de sus bienes raíces a los trámites de la venta en pública subasta del 

Juicio Ejecutivo y rematarles, injustamente, los bienes indicados por las dos 

terceras partes del valúo, Art. 635 y 817 Ine. 10. Pro 

Iguales perjuicios económicos se les ocasiona a los coherederos, cuando se les 

subasta tt una especie tt que les pertenece y que 11 no tenga cómoda división o cuya 

división la haga desmerecer ti, Art. 931 y 933 Pro 

La forma en que está regulada la venta en pública subasta en nuestro País, 

ha venido alterando progresivamente la tenencia de la tierra en el agro, así como 

la tenencia de la propiedad habitaciona1 en las ciudades, y que a corto o largo 

plazo redundara en una mayor concentración de ambas en pocas manos, en mayor grado 

que el actual. 

Con el derecho de prenda general que tiene al acreedor sobre los bienes del 

deudor, lo que se materializa es un verdadero despojo de los bienes del segundo 

por parte del primero, y esto es contrario al bienestar económico del deudor, ya 

que como se deja expuesto antes, por irrisorios criditos son subastadas valiosas 

propiedades; de lo antes relacionado se puede concluir que el derecho de prenda 

general del acreedor está en contra del Art. 20. Cn. que dice: 

11 " ES OBLlGAClON DEL ESTADO ASEGURAR A LOS HABITANTES DE LA REPU-
BLICA EL GOCE DE LA LIBERTAD, LA SALUD, LA CULTURA, EL BIENESTAR 
ECONOMICO y LA JUSTICIA SOCIAL ti ". 

Los casos practicas que se citan comprenden subastas de bienes en caso de 

ejecución; y por razones de utilidad o necesidad de inmuebles de incapaces. 

Capítulo IX: En él se desarrollan las conclusiones y críticas que se estiman 

acordes al tema. 

Capítulo X: Siendo este el capítulo que comprende el cierre del tema, se plantean 

una serie de recomendaciones, las cuales, modestamente, considero son necesarias 

para una adecuación de nuestras leyes al principio de 11 JUSTICIA SOCIAL lit que el 
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constituyente de 1950 preceptuó en la Carta Magna de ese año, cuyos postulados han 

transformado nuestro sistema jurídico; postulados que el constituyente de 1962, al 

promulgar la Constitución de ese año no tuvo otra alternativa que aceptar, como 

base de sustentación de ésta, la mayoría de preceptos comprendidos en la primera, 

y que son importantes para garantizar el " BIENESTAR ECONOMICO It de los ciudadanos. 

dentro de los cuales tienen su sitio los incapaces. 

" 
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CAP 1 TUL O 11 

B R E V E R E L A C ION H 1 S T O R 1 C A 

En nuestro País la regulación para poder enajenar o gravar los bienes raíces 

de los incapaces aparece, por primera vez, en el Código Civil de mil ochocientos 

sesenta; y el procedimiento a seguir para obtener dicha autorización aparece, tam-

bien, por primera vez, en el Código de Procedimientos Civiles y de Instrucción 

Criminal del año de mil ochocientos sesenta y tres; siendo estos los primeros co-

digas que sistematizan la vida jurídica del País. 

La fuente del primero fue el Código Civil Chileno, y la del segundo la ley 

de Enjuiciamiento Civil de España. 

El t~rmino INCAPAZ es amplio y en él se encuentran comprendidas, tanto las 

personas naturales como las jurídicas, pudiendo clasificarse así: 

1) - El hijo de familia de edad, Art. 252 inc. 30. C. 

2) - El demente, Art. 363 C •• rel. con Art. 457 C. 

3) - El sordomudo, Art. 469 C., rel. con Art. 472 C. 

4) - Las Personas Jurídicas que no pueden disponer libremente de sus bienes, 

Art. 541 Y 542 C. 

La clasificación anterior se puede déscomponer así: 

1) - Hijo de familia menor de edad, Art. 252 inc. 30. C. 

Personas Naturales 2) - Dementes, Art. 363 C" rel. con Art. 457 C. 

3) - Sordomudos, Art. 459 C., re!. con Art. 472 C. 

1) - El Estado, 

Personas Jurídicas' 2) - Las Corporaciones Municipales. 
l!E"lf1emn:.-: L~ 

3) - Otras: Las iglesias, La Universidad Nacional. etc. 

En el número uno de las personas naturales quedan incluídas las personas 

comprendidas en los números dos y tres, cuando sean hijos de familia, esta situa-

ción nos motiva la siguiente clasificación del hijo de familia: 

1) - Hijo de familia con razón plena. 
1) - demente. 

2) Hijo de familia sin razón plena t 
2) - sordomudo. 
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Aun se puede establecer una clasificación más: 

1)- Hijos de familia' 
Art. 252 inc. 30.C. 

2)- Pupilos l 

a)-con razón plena. 
l)-de.mente • 

b)-sin .. plena a razon 
2)-sordomudo • 

a)-menores que no han obtenido habilitación de 
edad, Art. 362 C. 

"INCAPACES: Art. 367 C. b)-Dementes, Art. 363 C., rel. con 457 C. 
c)-Sordomudos, Art. 363 C. rel. con Arts. 469 

y 472 C. 
.tr\a. 1.)U a 

1.318 c.. 

3) - ~nas Jurídicas : ee~ecif~camente en Diligencias de Utilidad 
A 540 ' 1 C o NeceSldad. rt. lnc. o. . , 
rel. con Art. 542 C. 

Así como se han expuesto las clasificaciones anteriores, se da, a continua-

ci6n una clasificación de sus representantes legales, en la forma siguiente: 

REPRESENTANTES LEGALES; 

A) - De personas naturales: 

1) - Padre y madre: hijos de familia legítimos, Art. 252 C., primera parte; 
en éstos incluímos al hijo adoptivo, Art. 16 inc. 20. 
re1. con Art. 29 inc. 50. L. de A. 

2) La madre: hijos ilegítimos, Art. 252 inc. 10. final, C~ 

3) - El padre: cuando es hijo reconocido, solamente cuando haya muerto la 
madre, Art. 287 C. 

4) - Tutores: pupilos, menores que no han obtenido habilitación de edad, 
Art. 362 C. 

a) - con razón plena; 
b) - dementeR; 
e) - sordomudos 

5) - Curadores: pupilos: mayores de edad con defectos paico-fisicos: 

a) - dementes, Art. 457 C. 
b) - sordomudos, Art. 469 C. 

B) - De personas jurídicas: 

1) - Fiscal General de Hacienda: al Estado, Art. 213 ine. lo. Pr., rel. con 
Art. 6 No. 70. L.O. del M.P. 

2) - Sindico Municipal: a la Corporación Municipal respectiva, Art. 546 C. 
rel. con Art. 155 No. lo. L.R.M. 

3) - Fiscal General: a La Universidad de El Salvador, Art. 546 C., rel. con 
Art. 30 L.O. de La U. 

4) - Cura párroco o promotores fiscales: a las igle&ias. Art. 213 inc. 10. Pr., 
rel. con 546 C. 

El Código Civil Chileno fue la base del Proyecto de C6digo Civil Salvadoreño, 

habiéndosele introducido las modificaciones que la Comisión respectiva estimó opor-

tunas, y así el 23 de Agosto de 1859 fue declarado Ley de la República; publicándose 
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la primera Edición el año de 1860. 

Con respecto a la venta de los inmuebles pertenecientes al hijo de familia o 

al pupilo, nuestro legislador, al permitir la venta de 109 bienes indicados adoptó 

la mayoría de requisitos y exigencias preceptuadas en el Código Civil Chileno, y 

éste, muy poco se aparto del Proyecto que elaboró Don Andrés Bello. 

Lo que si dejó establecido el legislador chileno fue una diferencia entre 

enajenar o gravar los bienes raíces del hijo de familia, por parte de quien ejerce 

la patria potestad y lo que es enajenar o gravar los bienes raíces del pupilo por 

parte del tutor o curador. Al respecto, el Código Chileno no impuso el requisito 

de que cuando sea el padre o madre del incapaz el que solicite se le autorice a 

vender un bien raíz del hijo de familia, el concedérsele la autorización por el 

Juez, deba realizar la venta en publica subasta; este requisito 10 dejó estable-

cido únicamente cuando sea el tutor o curador el que haya sido facultado para efec-

tuar una venta similar. 

El legislador salvadoreño impuso, como requisito indispensable, que la venta 

de los bienes raíces, tant.o del hijo de familia, como 108 del pupilo, tiene que 

realizarse en pública subasta; no aceptó que la venta de los bienes raíces del 

primero se realizara en forma privada. 

Es imposible saber cuales fueron las razones que adujeron, tanto la Comisión 

que formuló el Proyecto del Código Civil~ para no aceptar la venta en forma privada 

de los bienes raíces del hijo de familia que comprende el Código Chileno, como las 

que se expusieron cuando se aprobó dicho Proyecto, que dió nacimiento al Código 

Civil de 1860, dado que se carece de los documentos históricos que contienen las 

discusiones que hubo al respecto. 

Al hacer referencia a la falta de los doc~entos históricos que informan sobre 

las razones que dió nuestro legislador a cada uno de los artículos del Código Civil, 

el Doctor Napoleón Rodríguez Ruíz dice: 

" tt Lastima grande es que no tengamos de él antecedentes suficientes 
como las actas de las se.siones de la Comisión que formuló el Proyecto 
y de la que lo revisó. Como tambien discusiones en las Cámaras para 
su aprobación las cuales discusiones, no existen porque dichas Cáma­
ras no examinaron, al menos oficialmente, el Proyecto, pués en virtud 
de la facultad conc.edida por la. ley del 4 de Febrero de 1858 ya cita­
da, fue el Poder Ejecutivo quien dió la fuerza de Ley al Código sin 
discusión de ninguna clase. Es indudable que los autores del Código 
deben haber hecho apuntamientos o notas sobre las obse~aciones a los 
artículos , pero desgraciadamente nada de eso se ha conservado, y hace 
!~empoJ si existieron como es seguro, que la polilla ~os habra consu-
mido en algún oscure y alborotado rincón de archivo particular u ofi-

o 1 "" (1) .8:.!L' 
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El Artículo 269 de nuestro Código Civil de 1860 decía: 

11 H No se podrán enajenar ni hipotecar en caso alguno los bienes 
raíces del hijo aun pertenecientes a su peculio profesional sin '. 
autorización del Juez con conocimiento de causa, y sin gue la 
venta se haga en pública subasta. "" (2) 

En el Proyecto de Don Andrés Bello, que posteriormente se convirtió en el 

Código Civil Chileno se lee: 

" 11 Art. 275. No se podrá enajenar ni hipotecar en caso alguno 
los bienes ralees del hijo, aun pertenecientes a su peculio profe­
sional o industrial, sin autorización del juez con conocimiento de 
causa. 

Ni podrá el padre hacer donaciones de ninguna parte de los bie­
nes del hijo, ni darlos en arrendamiento por largo tiempo, ni acep­
tar o repudiar una herencia deferida al hijo, sino en la forma i 
con las limitaciones impuestas á los tutores i curadores. " It (3) 

y el artículo 255 del Código Civil Chileno se lee: 

11 " No se podrán enajenar ni hipotecar en caso alguno los bienes 
raíces del hijo, aun pertenecientes a su peculio profesional, sin 
autoriZación del juez con conocimiento de causa. It " (4) 

Con el inciso segundo del Proyecto Bello se formuló el Artículo 256 del Código 

Chileno, y este artículo es el mismo que comprende nuestro Código con el número 268. 

La misma redacción del Art. 269 del Código de 1860 se mantuvo en las ediciones 

de 1880 Y 1893. artículos 255 y 302 r.espectivamente. En la Edición de 1903 el ar-

treulo es el 259. Pero por medio de la Ley del 22 de Octubre de 1903 se reformó el 

texto de la disposición ultimamente citada, en la forma siguiente: 

11 11 No se podrál1 enajenar ni hipotecar los bienes raíces del hijo 
que valgan más de doscientos pesos, aun pertenecientes á su peculio 
profesional, sin autorización del Juez, con conocimiento de causa, 
y sin que la venta se haga en pública subasta. 11 " 

La redacción anterior es la que se conserva bajo el Artículo nr~ero 269 en la 

Edición de 1904; pero ya en la Quinta Edición, hecha en 1911, aparece, la redacción 

mencionada, bajo el Artículo número 267, el cual se ha conservado en las siguientes 

ediciones, hasta la de 1967, excepto la reforma que se da en la Edición de 1947, al 

sustituir la palabra" pesos" por I! colones tI, y así tenemos que la redacción, tanto 

en la Edición de 1947 como en la de 1967 se lee: 

" " Art. 267. No se pOdrán enajenar ni hipoteca~ los bienes ralces 
del hijo que valgan más de doscientos colonesJ> aun pertenecien~e: a 
él su peculio profe.sional sin autorización del Jue.z., con conoc~m1.ento 

t .... b IIIt 
de causa v sin que la venta se haga en publ:1ca su asta. 

~ . 
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Tanto en el Código Civil Chileno, como en el nuestro de 1860 se mantiene la 

redacción del lnc. lo. del Art. 275 del Proyecto Bello; y nuestro legislador para 

diferenciar sólo le agregó la parte final, es decir, la que se lee: 

" " y sin que la venta se haga en pública subasta." " 

En la Edición de 1903 aparece suprimida la frase It en caso alguno ", por lo 

que el texto del Ar.t. 267 C. se conserva en su generalidad desde 1903, con la ex-

cepción de la sustituici,ón de la palabra" pesos ti por la de .. colones It que como 

ya s e dijo aparece en la Edición de 1947. 

Tal como podemos apreciar el texto del Art. 269 de nuestro Código de 1860, 

nuestro legislador conserva la tradición chilena de no señalar ningún limite de 

excepción, sea del valor que sea, para pedir la autorización al Juez para vender 

un bien raíz, fuese del valor que fuese. Pero, nuevamente, el legislador salva-

doreño 8e~arta. en 1903, de su fuente chilena, y fija como requisito para poder 

enajenar o gravar los bienes raíces del hijo que es necesaria la autorización del 

Juez cuando éstos valgan más de doscientos pesos, hoy decimos colones en vez de 

pesos. 

El haber impuesto nuestro legislador, que la venta de 108 bienes raíces del 

hijo debe efectuarse en pública subasta. como ya se expuso antes, es de un gran 

significado, dadas las consecuencias que produce en nuestro medio; y digo ésto, 

porque para los chilenos. tal como ya se expuso anteriormente, la venta de los 

bienes raíces del hijo se hace en forma privada, y ésto ya es una ventaja de gran 

trascendencia. dado que no produce la pérdida de un tercio sobre la suma a subas-

tarse que se da en nuestro País, de conformidad al tramite de vender en pública 

subasta que señala nuestra ley, la cual va en contra del bienestar econ6mico del 

hijo, tal como se demostrará en el capítulo correspondiente. 

Al comentar el Artículo 255 del Código Civil Chileno, dice Don Luis Claro 

Solar: 

11 " Para la enajenación o gravamen de los bienes raíces del hijo 
de familia, el padre necesita únicamente la autorización del juez 
con conocimiento de causa. Generalmente el juez no concederá su 
autorización, si no se le acredita que el acto es necesario o 
manifiestamente útil al hijo; pero al no exigir la ley que se prue­
be la utilidad o necesidad manifies ta, deja al juez mayor latitud 
de acción exigiéndole sólo el conocimiento de causa, es decir, de 
los hechos o de l oe propósitos que motiven la enajenación o grava-
men. 
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Al mismo tiempo, no exige la ley que la venta de los bienes 
raíces del hijo de familia se haga en pública subasta; y por tanto, 
el padre puede efectuarla privadamente. 

La pública subasta para vender los bienes raíces de los menores 
era exigida por la ley, aun tratándose de menores habilitados de 
edad, y si no la exige cuando se trata de bienes raíces de un hijo 
de familia, es porque confía en que el padre ha de mirar Eor el in­
terés del hijo con mayor eficacia y que en ningún caso ha de colu­
dirse para perjudicarlo. 11 .. (5) 

Don Luis F. Borja, a quien Don Luis Claro Solar cita mucho en su obra, expre-

5<1 su:; conceptos en torno a la venta en forma privada que se comprende en el Art. 

255 C.C . Ch. , en la forma siguiente: 

.. "b). La ley no determina las causas en que debe fundarse el 
juez para autorizar la enajenaci6n de los bienes raíces. Confiando 
el legislador en el inter6s que tiene el buen padre de familia por 
todo cuanto acañe a la suerte futura del hijo. confiere al juez un 
mero derecho de inspección para evitar que el padre proceda preci­
pitadamente. Cualquier causa razonable, como la educaci6n y esta­
blecimiento del hijo. la adquisición de otros bienes, etc., etc., 
faculta al juez para conceder al padre el permiso de enajenar los 
bienes del hijo. 

Tampoco impone al padre la obligación de venderlos en subasta. 
Tratándose de tutores y curadores¡ ella es necesaria para que la 
venta se efectGe al mayor precio que en la plaza pueda obtenerse, 
pues se despierta la competencia por medio de la publicidad. se 
evita la colusión entre el guardador y los compradores, y se aleja 
toda sospecha de infames especulaciones . con los bienes del pupilo. 
Todo lo cual no es de temerse cuando el padre de familia es quien 
procede á vender los bienes del hijo. 

Si se efectúa la venta sin permiso judicial, adolece de nuli­
dad relativa, porque el vicio consiste en la incapacidad del ven­
dedor. JI .1 (6) 

y el comentarísta Franklin Otero Espinosa, cita las siguientes sentencias: 

JI JI 9. En la enajenación de bienes raíces del hijo de familia que 
administra su padre, y que ~ste vende, no hay necesidad de subasta 
pública, bastando que la venta se haga con autorización judicial, 
por precio no inferior _al pericial. 

En esto difiere la enajenación de bienes raíces de menores, 
hecha por su curador. que necesita subasta y autorización judicial. 

S. 599, P. 383, G. 1881. .. It (7) 

If ti 12. En la enajenaci6n de bienes raíces del hijo bajo patria 
potestad, no es menester el remate público, bastando la autoriza­
ción judicial. 

S . 2485. P. 1380, G. 1883. It .. (8) 

De conformi.dad a los comentarios antes expuestos. cuyo valor doctrinario muy 

djficilmente puede ponerse en duda, aSl como las razones jurídicas en que se fundan, 



y que se remontan al Siglo pasado; s510 puedo decir, que es de lamentar que nues-

tro legislador no haya admitido la venta de los bienes raíces del hijo de familia 

en forma privada. La venta en mención debería de permitirse bajo un estricto con-

trol judicial, dado que en justicia. es la que reporta los mayores beneficios 

económicos al hijo de familia; ya que el padre, hemos de aceptar, siempre tratara 

de vender al mayor precio que pueda obtener y que favorezca al hijo. 

Lo interesante de una leyes que sea dada con una amplia proyección a las 

regulaciones futuras en que haya de aplicarse, y no sólo enmarcarla en lo presente. 

~uy valiosa es la cita que Don Alvaro Pérez Vives hace de las "palabras pro-

nunciadas" por BALLOT BEAUPRE. " con motivo de la celebración del centenario del 

Código de 'apoleón " y que se leen: 

" " No debemos deténernos en buscar obstinadamente cual fue hace 
cien años el pensamíen~o de los autores del código cuando redacta­
ban talo cual artículo; debemos preguntar cual sería ese mismo 
artículo si hoy fuese redactado por ellos. 11 (9) 

Cuando el Legislador Chileno trata lo relativo a la venta de los bienes raí-

ces del pupilo, entonces si la rodea de las mayores exigencias, siendo el requisito 

de la venta en pública subasta algo impLescindible. 

Establece diferencias específicas entre la administración que ejerce el padre 

y la que ejercen los tutores o curadores; el padre no tiene obligación de rendir 

fi anza, el tutor o curador deben rendir fianza; el padre no es obligade a hacer 

inventario solemne de los bienes del hijo; el tutor o el curador si tienen obliga-

ción de hacer inventario solemne de los bienes del pupilo; el padre goza del 

usuf rueto legal de los bienes del hijo f excepto en aquellos en que la ley se 10 ',-

prohibe; el tutor o el curador gozan de un porcentaje sobre los frutos líquidos 

que producen los bienes del pupilo. y dentro del texto legal se encuentran otras 

más. 

Al radre de familia que ejerce la patria potestad, pQr el hecho de ejercerla 

la ley le concede la administración de los bienes del hijo de familia, la que 

junto con la representación legal del hijo, y el usufructo de los bienes de éste, 

forman los derechos que integran la patria potestad. 

Las generalidades anteriores son aplicables a nuestro Código Civil; y en lo 

que a tlltores y curadores se refiere, los Artículos 413 y 414 establecen; 
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" It Art. 413. No será lícito al tutor o curador, sin previo decreto 
judicial, enajenar los bienes ralees del pupilo que valgan mas de 
doscientos colones, ni gravarlos con hipoteca o servidumbre, ni ena­
jenar o empeñar los muebles preciosos; ni podra el Juez autorizar 
esos ac~os sino por causas de utilidad o necesidad manifie~t~s. 
Exceptúase el caso de que la venta de los muebles preciosos corres­
ponda al giro ordinario de los negocios del pupilo. 

Se entiende por mueble$ preciosos aquellos cuyo valor excede 
de quinientos coloues. Ir .. 

ti II Art. 414. La ventH de cualquÍE:r parte de los bienE's del pupilo 
enumerados en el artículo precedente l se hará en pública subasta 
conforme en el Código de Procedimientos se prescribe ... " 

El texto de las disposiciones anteriores es en su idea general l el de los 

articulas 393 Y 394 del C6digo Civil Chileno, y ¡stas Gltimos se leen: 

.. " Art. 393. !':o será lícito al tutel" o curador, sin previo decreto 
judicial enajenar los bjenes raíces del pupilo, ni gravarlos con 
hipoteca. censo o servidumbre~ ni enajenar o empeñar los muebles 
preciosos o que teng~n valor de afección; ni podrá el juez autorizar 
esos actos, sino por causas de utilidad o necesidad manifiesta. " '\ 
(lO) 

.. 11 Art. 394. La venta de cualquiera parte de los bienes del pupilo 
enumerados en los artículos anteriores, se hará en pública subasta." ti 

(ll) 

Como podemos apreciar, se dan ciertas difer.encias en la redacción de los ar-

tículos del Código Salvadoreño y las del Chileno, pudiendo ~encionar: 

la.) - Nuestro legislador no tomó la idea del Código Chileno en lo referente a que t 

cuando se pida autorización para enajenar bienes raíces del pupilo, si es 

para vender, ésta debe realizarse en pública subasta, sea cual sea el valor 

del bien. sino que estableció que no se podrin enajenar los bienes rarees del pu-

pilo que valgan mas de doscientos colones. antes se decía pesos, sin autorización 

del Juez; es decir, señaló un valor mínimo. 

2a.) - En nuestro Código se estableció la excepción de que no es necesaria la au-

torización del Juez para vender los muebles preciosos que correspondan al 

giro ordinario de los negocios del pupilo. Tal sería el caso en que un 

pupilo ha heredado un negocio en el que se venden joyas y piedras preciosas. 

Pero cuando los muebles preciosos no forman parte del giro ordinario de 

los n.egocios del pupilo, si valen mas de quinientos colones. es necesario 

seguir los trámites correspondientes para venderlos en pública subasta. En 

10 que respecta a la venttl de los bienes del hijo de familia, la ley no lo 



16 

ha regulado, por lo que el padre puede venderlos sin autorización del Juez. 

3a.) - En nuestros tribunales, de conformidad a nuestra ley, para poder vender o 

hipotecar los bienes raíces del hijo de familia, como los del pupilo, es 

necesario que se pruebe la utilidad o necesidad manifiesta. Pero en Chile 

como se expuso antes, tanto Doctrina como Jurisprudencia, al comentar el 

Art. 255 e.C.Ch. se establece que no se debe de probar la necesidad o utí-

lidad manifiesta, cuando se refiere a bienes raíces del hijo de familia; 

no así cuando son bienes del pupilo, el tutor o curador deben probar la 

utilidad o necesidad manifiesta; el padre sólo prueba cualquier causa ra-

zonable, y la venta se hará 11 por precio no inferior al pericial 11 

~c E P C ION 

De conformidad al Decrete No. 588, publicado en el Diario Oficial No. 

98, Tomo 203 del lo. de Junio de 1964 se establece, que no es necesario 

obtener autorización judicial, cuando se hipotequen las viviendas que ad-

judica el Instituto de Vivienda Urbana y en las cuales haya intereses de 

incapaces; siempre y cuando el crédito s~a concedido por una Institución 

bancaria o de crédito, y se destine para pagarle al I.V.U., el valor o el 

saldo de la vivienda. 

A este respecto el Decreto mencionado dice: 

DECRETO No. 588 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPUBLICA DE EL SALVADOR 

CONS lD ERAN DO : 

l. - Que el problema de alojamiento para la clase trabajadora y para la 
clase media, hace indispensable intesificar el programa de construcción 
que tiene a su cargo el Instituto de Vivienda Urbana, no sólo a través 
de asignaciones presupuestarias, sino también mediante el uso del cré­
dito a largo plazo; 

11. - Que por tal razón es conveniente que el Instituto de Vivienda Urbana 
obtenga recursos adecuados de crédito para financiar sus programas de 
vivienda lM'ñ1 JI "drtih!I1, r~ para tal objeto . a los creditos que ofre­
cen los Bancos e Instituciones financieras. 

POR TANTO 

En uso de sus facultades constitucionales y oída la opinión de la Cort~ 
Suprema de Justicia. 

DECRETA 

Are. 1. - Se autoriza al Instituto de Vivienda Urbana para Gue negocie 
y obtenga líneas de crédito de la Banca e Instituciones Financieras. 
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Estas líneas de crédito se cancelarán principalmente, con el producto 

de las ventas de inmuebles que efectúe el Instituto. 

Art. 2. - Los recursos procedentes de estas líneas de crédito, serán 
empleados por dicha Institución en la edificación d~ viviendas urbanas, 
higiénicas, cómodas y económicas de acuerdo con su régimen presupuestal. 

Art. 3. - Se faculta al Banco Hipotecario del El Salvador para otorgar 
a los adjudicatarios de viviendas construidas por el Instituto de Vivienda 
Urbana, créditos a largo plazo, destinados a financiar la adquisición de 
tales viviendas. Dichos créditos seran garantizados con primera hipoteca, 
del solar y casa que se trate. 

Art. 4 ..... Cuando la adquisición de las viviendas se efectuare por me­
dio de créditos otorgados a los adjudicatarios del Instituto por la Banca 
o Instituciones de Crédito, los inmuebles no estaran sujetos al régimen 
del Bien de Familia. 

Tampoco estarán sujetos a dicho régimen, los inmuebles que se adquirie­
ron conforme a la Ley de Financiamiento del Instituto de Vivienda Urbana, 
emitida por Decreto Legislativo número ochocientos ochenta y cuatro de fe­
cha ocho de Diciembre de mil novecientos cincuenta y dos, publicada en el 
Diario Oficial número doscientos cuarenta y. uno. Tomo ciento cincuenta y 
siete de diecinueve del mismo mes y año. 

Al otorgamiento de las escrituras de venta deberán comparecer todos los 
adjudicatarios que tengan la capacidad legal necesaria; actuando en repre­
sentación de los menores de edad o incapaces, sus respectivos representan­
tes legales. 
Estos no necesitarán de autorización judicial para otorgar a nombre de sus 
representados, las hipotecas correspondientes que. en garantia de estos 
créditos, deban de gravar los inmuebles así adquiridos. 

Art. 5. - Se deroga todas la leyes y reglamentos en todo aquello que 
se opongan al presente Decreto, aSl como también los incisos tercero y 
cuarto del artículo cinco del Decreto Legislativo número ochocientos o­
chenta y cuatro, de ocho de Diciembre de mil novecientos cincuenta y dos, 
publicado en el Diario Oficial número doscientos cuarenta y uno. Tomo 
ciento cincuenta y siete, de fecha diecinueve del mismo mes y año. 

Art. 6. - El presente Decreto estrará en vigencia ocho días después de 
su publicación en el Diario Oficial. 

DADO EN SALON DE SESIONES DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA; PALACIO NACIONAL: 
San Salvador, a los veintiseis días del mes de mayo de mil novecientos 
sesenta y cuatro. 

Francisco José Guerrero 
Presidente 

Armando Salinas Medina 
Vice-Presidente 

Salvador Ramírez Siliézar 
Vice-Presidente 

Juan Elías Fermán h. 
Primer Secretario 

CASA PRESIDENCIAL: San Salvador, a los veintisiete días del mes de Mayo de 
mil novecientos sesenta y cuatro. 

PUBLIQUESE: 

Abelardo Torres 
Ministro de Económia 

Julio Adalbert.o Rivera 
Presidente de la República 

Alvaro Marino 
Ministro de Hacienda 
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Decir que en nuestro País, la utilidad o necesidad manifiesta estan probadas, 

en caso de pedir autorización para vender o hipotecar bienes raíces de incapaces, 

queda, en todo caso, a la apreciación muy subjetiva que haga el Juez, de confor­

midad a las pruebas que se le presenten; ya que es a él a quien ha de demostrar-

sele la necesidad o utilidad de vender o hipotecar 108 bienes raíces del incapaz. 

Habrá casos en que sea imperioso resolver favorablemente 10 pedido, tal sería 

cuando el Estado necesita adquirir un bien raíz del cual 80n propietarios personas 

incapaces, el Estado hace la oferta de compra a quien los represente, y éste, pre-

viendo una posible expropiación, solicita se le permita vender, en este caso ten-

dríamos una verdadera necesidad, y el Juez no puede pronunciar otra sentencia si 

no es la que autoriza realizar la venta. 

Tendríamos un caso de utilidad cuando al solicitar la venta de un bien raíz 

de un incapaz, se demuestre, que la operación le es beneficiosa, dado que el pro-

ducto que se obtendrá es superior al valor del bien, y que al invertir el producto 

de la venta, la inversión le reportara utilidades superiores a la renta que el 

bien produce. O se pidiere autorización para hipotecar el bien de un incapaz ~ con, 

el fin de comprar otro inmueble que produce una mayor renta que el que posee el 

incapaz. 

En este último caso, encontramos, que en nuestro País se ha dado la siguiente 

jurisprudencia: 

" " 410. - Si el motivo para hipotecar la única propiedad de una 
menor es la compra de otro inmueble, que lo mismo que el del menor 
produce muy escasa renta, no procede autorizar dicho gravamen." " (12) 

Como ya se dejó expuesto, en Chile, la necesidad o utilidad manifiesta úni-

camente tienen que probarla los tutores o curadores; es a estos a quienes la Ley 

Chilena rodea de muchas trabas legales, cuando quieren enajenar bienes raíces del 

pupilo; incluso les impone, cuando solicitan vender, que la venta debe hacerse en 

pública subasta. Con ésto, como dice el señor Borja: 

11 11 se evita la colusión entre el guardador y 108 compradores, y 
se aleja toda sospecha de infames especulaciones con 108 bienes del 
pupilo. Todo lo cual no es de temerse cuando el padre de familia 
es quien procede a vender los bienes del hijo. "" (ver cita No. 6) 

Al comentar el Art. 393 C.C.Ch., el cual se refiere, específicamente, a los 

tutores y curadores, dice Don Luis Claro Solar: 
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" " El Art. 393 consta de dos partes bien demarcadas. En la pri­
mera establece que no será lícito al tutor o curador, sin pre.io 
decreto judicial, enajenar o gravar los bienes del pupilo que in­
dica; en la segunda establece que el Juez no autorizará estos 
actos sino por causas de utilidad o necesidad manifiesta; la 
primera parte se refiere al tutor o curador; la segunda únicamente, 
al juez. La necesidad o utilidad gue sirve de causa a la enaje­
nación o gravamen. cae bajo la apreciacion del juez, quien debe 
exigir • .,1« acredite su existencia en forma inequívoca: si el 
juez encuentra que existe la .... ~,....z''''''. o curador en el 
momento en que expide su decreto y autoriza la enajenación o gra­
vamen, el tutor o curador puede validamente preaed.er a celebrar 
el acto, y el tercero que contrata con el tutor o curador o que 
compra en pública subasta el inmueble del pupilo cuya venta ha au­
torizado el juez, puede estar completamente seguro de que el con­
trato no puede adolecer de vicio que 10 anule. (pag. 352) 

El legislador confra en el juez en este como en los demás ca­
so~ en que lo llama a ¡arantir 109 intereses de los incapaces· 

Se uede decir que la necesidad o utilidad manifiesta del pu­
pilo es un requis~to o con 1cion que a ey eX1ge para la enaje­
nación o gravamen de sus bienes, en cuanto la ley no permite invo­
car 9tra causa y el juez debe exigir que se le justifique esta y 
no otra; pero si autoriza la enajenación o gravamen en vista de 
las pruebas que se han presentado y des pues de oir el dictamen del 
defensor de menores, según lo prescribe el Código de Procedimiento 
Civil, su resolución no puede menos de producir sus efectos. (pág.352 ) 

Borja se pone en el caso de colusión entre el guardador y el 
comprador para rendir pruebas falsas y engañar al juez; pero la 
cuestión cambiará entonces radicalmente, porque se trataría de un 
delito de que ese comprador no podrá beneficiarse. (pág. 353) 

2200. - El Codigo no expresa cuáles son les caos de utilidad o ne­
cesidad que pueden ser invocados. Se limita a decir que el juez 
no podrá autorizar estos acto. riYI]XIr .... de utilidad o necesidad 
manifiesta. La utilidad puede admitir gradaciones; pero la nece­
sidad no puede menos de ser única. Hay por eso, cierta impropiedad 
en la expresión empleada en este artículo y habría sido preferible 
decir como en el Art. 1754 a la inversa, necesidad o utilidad mani­
fiesta. La necesidad de la enajenación o gravamen lo hace impres­
cindible; la utilidad no lo impone sino por su conveniencia, cuando 
es manifiesta. (pág. 353) 

Es evidente que cuando no hay otro recurso para pagar las deu­
das exigibles ~ pupilo, que la venta de uno o más de sus predios, 
tal operación es útil al pupilo porque de otro modo se verá per­
seguido por sus acreedores, sus bienes raíces serán embargados y 
rematados en peores condiciones y podrá llegar hasta la insolvencia. 
Pero, independientemente de la necesidad, la venta puede ser de 
utilidad manifiesta para el pupilo por el precio que pueda obtener 
y por la ap1icacion que puede dar al dinero obtenido de resultados 
muy superiores a los que la explotación del mismo predio le producía. 
La apreciación de la utilidad es, sin embargo, más difícil y expuesta 
a errores y al entregarla al criterio del juez, la ley no puede menos 
de dar a éste libertad de apreciación. (pag~ 354) "" (13). 

~ conformidad a 10 antes expuesto hemos de aceptar, que el Legislador Chileno 

Eía más de los tutores o curadores que del padre, y por éso les exige tantos 

itos para que puedan ejercer su cargo; imponiéndoles, únicamente a ellos, la 

:ion de obtener la autorización del juez cuando quiera enajenar, en cualquier 



20 

forma, los bienes rarces del pupilo. 

En nuestro País la regulación anterior se alteró y se implantaron las mismas 

exigencias, tanto al padre, como a los tutores o curadores. cuando se quiera ven­

der o hipotecar los bienes raíces de los incapaces¡ no se hizo ninguna distinción, 

en este caso, entre lo que es administrar los bienes del hijo de familia y lo que 

es la administración de los bienes de los pupilos. Para el padre, la administra-

ción de los bienes del hijo es una obligación, dado que junto con el usufructo y 

la representaci6n forman los tres derechos que integran la patria potestad; mien-

tras que para los tutores o curadores administrar los bienes de un pupilo es un 

acto voluntario, puede o no puede aceptarlo. 

Al hacer referencia a la actuación del tutor, dice el Doctor Napoleón Rodrí-

guez Ruíz: 

" ti La operación más delicada que el tutor puede realizar con los 
bienes rarees o muebles preciosos pupilares es la venta. porque 
los bienes salen definitivamente del pa~io del pupilo o cambio 
de dinero en efectivo. Por ello la venta sólo se autoriza en cases 
muy extremos, cuando ella es inevitable y se trata de invertir el 
dinero -en algo que va a ser realmente provechoso al tutelado. Pero 
el guardador no tiene ningún organismo que vigile sus actos, y bien 
puede ser que el dinero producto de la venta no 10 invierta en el 
fin para el cual fue destinado. "" (14). 

El legislador nacional tomó como modelo para dar el C6digo de Procedimientos 

Civiles la Ley de Enjuiciamiento Civil de España del año 1.855, en gran medida, y 

al referirse a la enajenación o gravamen de bienes raíces de incapaces, sigui6, 

en parte a la Ley mencionada; pero se apartó en algunos aspectos, pudiendo mencio-

narse para el caso, los siguientes: 

1) - En lo que se refiere a la suma que sirve de base en la subasta, la Ley refe-

rida indicaba: 

ti ti Art. 1406. - En el remate no podrá hacerse baja ninguna del 
valor que los peritos hayan dado á lo que se trata de vender." It (15) 

2) - La misma Ley estableció un control del Juez sobre la s~ percibida, y al 

efecto decía: 

" " Art. 1409. - Hecha la venta, cuidará el Juez bajo su responsa­
bilidad de que se da al precio que se haya obtenido la aplicación 
indicada al solicitar la autorización para ella. 11 11 (16) 

Como podemos apreciar, por medio de la disposición primeramente citada, te-

nemos que la Ley referida, no permitía que al incapaz se le ocasionara una perdida 
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patrimonial, al señalar la base que serviría para el remate; y con la segunda 

disposición dejaba establecido un control sobre la suma obtenida con la subasta 

y la inversión que de él se hiciere, ésto era atribución directa del Juez. 

Don José de Vicente y Caravante, al comentar lo relativo a la venta de los 

bienes raíces del incapaz dice: 

" " La Ley 18, t5:t. 16, Parto 6 prescribe, que el juez no debe 
consentir que la casa que fue del padre ó del abuelo del huérfano 
y en- que nació éste, se enagene en ninguna manera, pudiéndolo es­
cusar. La nueva ley de Enjuiciamiento no dice nada sobre esto; 
pero no obstante, debera el juez para la venta de la finca, exa­
minar con mas detenimiento y rigor la causa que se alega, y exigir 
justificación mas amplia de ella. si es que no puede persuadir al 
solicitante que enagene otra cosa en su lugar. n " (17) 

Tal como podemos apreciar, ya en la Ley de Partidas se mostraba la preocupa-

ción con la venta de los bienes raíces del incapaz, y el tratadista citado reco-

mienda que el Juez examine con rigor y mucho detenimiento la prueba que se vierta 

y aun más, sugiere que el Juez pueda persuadir que vendan otra cosa. 

En la Ley de Enj~iciamiento Civil del 3 de Febrero de 1881, se conserva, en 

su generalidad, el texto de las disposiciones antes citadas, con ligeras varia-

ciones, bajo una nueva númeración de artículos, así: 

11 ti 2.018. - No r.0dra admitirse postura que no cubra el valúo dado 
a los bienes. .. , (18) 

11 " 2.023. - Hecha la venta, cuidara el Juez, bajo su responsabili­
dad, de que se dé al precio que se haya obtenido, la aplicación in­
dicada al solicitar la autorización. ti" (19) 

Pero nuestro Legislador, al referirse a la venta de bienes raíces de incapaces, 

en vez de seguir al legislador Español, en los puntos antes referidos, y que en 

realidad le reportan beneficios al incapaz, estableció, variando completamente a BU 

fuente, 10 siguiente: 

1) - De conformidad al Art. 820 de la Edición de 1863, 739 de la Edición de 1881, 

que son antecedentes del Art. 817 inc. lo. Pro del Código Vigente, y éste re-

lacionado con el Art. 635 Pr., estableció: que la venta en pública subasta 

se hara por las dos terceras partes del valúo dado al bien o bienes. De 

conformidad a lo expuesto, los incapaces sufren una perdida de un tercio 80-

bre el valúo, que equivale al 33.33%; esta pérdida no se daría si se hubiese 

tomado el artículo de la ley de Enjuiciamiento que establece que no se podran 

subastar 108 bienes por menos del valúo dado a 10s r-~e:ne~s~.~ ______________ ~ 

CENTRAL 
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2) - No estableció ningún control ' inmediato sobre el producto obtenido con la ven-

ta de los bienes del incapaz, y en ésto se puede decir que la fuente era y es 

muy rigorista, es decir, tanto en la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1855, 

como en la de 1881 se establece un control sobre el producto obtenido y este 

lo ejerce el Juez. 

En España, antes de las reformas introducidas por el Código Civil, no se po-

dían vender los bienes rarees del incapaz sin autorización del juez y la venta 

debía realizarse en publica subasta. 

El Código Civil Español al ser reformado se le introdujo que cuando fuese 

el tutor el que desea vender bienes raíces del incapaz, debe hacer la petición 

al consejo de familia, y es éste el que dá la autorización, al efecto dice el 

Art. 269: 

11 " Art. 269. - El tutor necesita autorización del consejo de fa­
mi,lia: 

50. Para enajenar o gravar bienes que constituyen el capital 
de los ~enores o incapaces. o hacer contratos o actos sujetos a 
inscripción. "" (20) 

En el caso de ser el padre o la madre los que quieran vender bienes raíces 

del hfJ. ,éstos deberán solicitarle al Juez les autorice realizar el acto; a 

este respecto el Código Civil preceptúa: 

11 11 Art. 164. - El padre o la madre en su caso, no podrán enajenar 
los bienes inmuebles del hijo en que les corresponda el usufructo 
o la administración. ni gravarlos. sino por causas justificadas de 
utilidad o necesidad, y previa la autorización del Juez del domi­
cilio con audiencia del Ministerio fiscal, salvas las disposiciones 
que. en cuanto a los efectos de la transmisión establece la Ley 
Hipotecaria. 11 ti (21) 

Al comentar el Art. 2.011 de la L. de E. C" dice Don José María Manresa y 

Navarro: 

11 ti con la nueva organización dada a la tutela ha confiado al con­
sejo de familia la vigilancia y la facultad de conceder dicha li­
cencia, que antes correspondía a la autoridad judicial, a la vez 
que obliga a los padres a obtener de ésta la autorización para ena­
jenar o gravar bienes de sus hijos no emancipados, y exige la mis­
ma autorización en otros casos. "tt (22) 

En nuestro Paú, la subasta de los bienes del hijo de familia y del pupilo 

es judicial. En España, la única subasta judicial de inmuebles de incapaces, es 
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aquella que se hace por indicación del consejo de familia; al respecto dice el 

Señor Manresa: 

" " no corresponde al Juez, sino al consejo de familia, conceder 
al tutor la autorización para vender los bienes del menor o inca­
pacitado, fijando el precio o acordando que se haga el avalúo, 
con las demás condiciones que el consejo estime convenientes; y 
si bien el C6digo Civil ordena para dicho caso en su Art. 272, 
que cuando ae trate de bienes inmuebles, o de alhajas o muebles 
cuyo valor exceda de 4.000 pesetas, la enajenación se hará en pú­
blica subasta, no previene que gst~ sea judicial, sino solamente 
que ~e haga con intervención del tutor o protutor. Por consi­
guiente. la subasta podra ser judicial o extrajudicial. a voluntad 
del consejo de familia. Así como éste tiene la facultad de reci­
bir la justificación de la necesidad o utilidad, que debe presen­
tar el tutor para darle la autorización (artículo 270 del Código), 
no puede negársele la de presidir la subasta pUblica, con inter­
vención del tutor o protutor, único requisito que exige la Ley, y 
de aprobarla, si bien con asistencia de un Notario para que dé fe 
del acto. Y si cree más conveniente que sea judicial la subasta~ 
podrá autorizar al tutor para que la solicite, con certificación 
del acu~~, el Juez de Primera Instancia por el proced1miento 
que se establece en los artículos 2.017 y siguientes, o por el 
~ en el título Xln de este libro, para las subastas volunta­
rias judiciales, que nos parece el mas adecuado al caso. " " (23) 

En España, tanto en la antigua Ley de Enjuiciamiento, 1855, como en la del 

3 de Febrero de 1881 ha existido un título bajo el nombre: rt De las Subastas 

Voluntarias Judiciales ", Arts. 2048 a 2055. 

La subasta en referencia consiste en que cualquier persona capaz que desee 

realizar una venta puede acudir al Juez para que lo autorice a realizarla, la Ley 

establece: 

tt ti 2.048. El que solicite la celebración de alguna subasta judi­
cial, debera acreditar, exhibiendo los documentos adecuados al ob­
jeto: lo. Que tiene capacidad legal para el contrato que se pro­
pone celebrar. 20. Que puede disponer de la cosa u objeto en la 
forma que intenta por medio de la subasta." (24) 

" 11 2.049. Con el escrito en que se pida la celebración de la 
subasta se presentará el pliego de condiciones con arreglo a los 
cuales haya de celebrarse. n" (25) 

Comentando la subasta voluntaria dice el Señor Manresa: 

11 tt Las subastas voluntarias judiciales, establecidas en beneficio 
de los particulares que crean que, con la intervención judicial y 
la publicidad que se les da, han de obtener mayores ventajas en sus 
intereses, aunque estaban admitidas en el procedimiento antiguo, 
sólo se regían por la práct i ca de 108 Tribunales, sin sujeción a 
reglas determinadas ni uniforme·s t por no existir disposición legal 
a que debieran acomodarse. La ley de Enjuiciamiento Civil de 1855 
llenó convenientemente este vacío, dándoles forma precisa y adecua­
da a su objeto, por medio de las disposiciones contenidas en el 



título 10 de su segunda parte. Y lo mismo ha hecho la ley actual 
aceptando el fondo dé aquellas disposiciones. pero modificando 
algunas de ellas para exponerlas con más claridad. "n (26) 

y al comentar el lnc. 20. del Art. 2.048. antes relacionado. dice: 

" " El que solicita la subasta para enajenar o gravar bienes inmue­
bles u otros derechos reales. tendr& que exhibir los títulos de 
propiedad y certificación del Registro de estar la finca inscrita 
a favor de ,aquél, y que se halla libre de cargas, o las que tenga, 
pues algunas de éstas, como el embargo, podrá ser impedimento para 
la eqajenación ... " (27) 

Las siguientes disposiciones establecen: 

""2.050. Acreditados los extremos indicados en el artículo 2.048, 
el Juez accederá al anuncio de la subasta, en la forma y bajo las 
condiciones que propusiere el que la haya solicitado; señalará día 
y hora para su celebración; mandará que se fijen edictos en los si­
tios de costumbre y en el pueblo en que radiquen . las fincas o haya 
de ejecutarse el contrato, y que se publiquen en los periódicos que 
hubiese designado el peticionario. 

En los edictos se expresará que el pliego de condiciones y los 
títulos de propiedad quedan de manifiesto en la Escribanía para 
instrucción de los que quieran interesarse en la subasta. 

2.051. Si se presentare alguna proposición admisible, por ser con­
forme a las condiciones fijadas en el pliego. la admitirá el Juez, 
como también las que después se hicieren mejorando la postura. 
Terminado el acto. adjudicará el remate al único o mejor postor, a 
no ser que el que solicite la subasta se hubiere reservado, expre­
sadamente el derecho de aprobar~a, en cuyo caso se le dará vista 
del expediente para que en el término de tercero día pida lo que le , 
interese. 

Igual comunicación se le dará en el caso de que por algún lici­
tador se hiciere la oferta de aceptar el remate mofidicando alguna 
de las condiciones. 

2.052. Aceptando el que promovió el expediente la proposición a 
que se refiere el segundo párrafo del artículo anterior, se dicta­
rá auto teniendo por celebrado el remate a favor del autor de la 
proposición y se mandará llevarla al efecto. 

En el caso de no admitirla, manifestara si aprueba el remate 
o quiere que se celebre nueva subasta bajo las mismas condiciones, 
o las que tenga 'por conveniente fijar, o si desiste de su propó­
sito. 

2.053. Cuando haya de celebrarse nueva subasta. se prevendrá en 
los anuncios que son forzosamente admisibles las posturas que se 
hagan, siempre que cubran el tipo mínimo que hubiere fijado el que 
la ha~ promovido. 

2.054. Si en este segundo remate ~o hubiere postor, el interesado 
quedara en libertad para hacer lo que crea más conveniente, sin 
que pueda accederse a tercera subasta hasta que transcurra un año, 
después del cual podra pedir que se ins truya nuevo expediente con 
el mismo objeto. 
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2.055. Las cuestiones que se susciten con ocasión de la subasta 
se sustanciaran por los trámites establecidos para los incidentes. 
(28) 

Al hacer referencia a la forma de elaborar los edictos a que se refiere el 

Artículo 2.050, nos dice el señor Manresa: 

11 11 Para los edictos, su publicación y diligencia o acta de remate 
podrán servir de modelo los formulados para el juicio ejecutivo en 
las paginas 739 y siguientes del Tomo V, con las variaciones que 
el caso requiere ... " (29) 

" " 

Importante es el trámite de la subasta voluntaria. pu's denota la preocupación 

del Legislador Español en regular aquellas situaciones en que una persona desea 

realizar una venta voluntaria de un objeto de su propiedad por medio del trámite de 

la pública subasta. a fin de obtener el mejor precio o traves del mayor nUmero de 

compradores. 
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e A P r TUL o 111 

R E G U L A C ION E N LA L E GIS L A C ION 

PROCESAL C 1 VIL SALVADORERA 

En nuestro Código de Procedimientos Civiles, el trámite para vender o hipo te-

car los bienes raíces de los incapaces está comprendido en el Capítulo IX, con el 

Tí t ulo de: 

.. " MODO DE PROCEDER EN LA AUTORIZACION DEL TUTOR O CURADOR, PADRE O MADRE, PARA 

LA VENTA DE LOS BIENES RAICES DEL PUPILO O DE LOS HIJOS, O PARA GRAVARLOS CON 

HIPOTECA O SERVIDUMBRE. ti It Artículos 816 a 820 Pro 

El antecedente histórico es el CAPITULO 27 del Código de Procedimientos Civi-

les y de Instrucción Criminal de 1.863, que se lee: 

U tf MODO DE PROCEDER EN LA AUTORIZACION DEL TUTOR Ó CURADOR, PADRE Ó MARIDO PARA 

LA VENTA DE LOS BIENES RArCES DEL PUPILO, HIJO Ó MUGER, Ó PARA GRAVARLOS CON HI-

POTEeA Ó SERVIDUMBRE. 11 11 Artículos 819 a 823. 

Del Código antes citado el Capítulo referido aparece en el Código de Proce-

dimi entos Civiles del año 1.881, bajo el Título 10 que se lee: 
, , 

11 11 MODO DE PROCEDER EN LA AUTORIZACION DEL TUTOR O CURADOR, PADRE, MADRE O MARIDO 

PARA LA VENTA DE LOS BIENES RAlCES DEL PUPILO, HIJOS Ó MUJER, Ó PARA GRAVARLOS CON 

HIPOTECA Ó SERVIDUMBRE ... " Articulos 738 a 743. 

De conformidad al Decreto publicado en el Diario Oficial número 20, Tomo 53 

del 27 de Agosto de 1902, el Título antes referido se reformé en la forma siguiente: 

" u MODO DE PROCEDER EN LA AUTORIZACION DEL tUTOR Ó CURADOR, PADRE Ó MADRE, PARA 

LA VENTA DE LOS BIENES RAICES DEL PUPILO Ó DE WS HIJOS, Ó PARA GRAVARLOS CON HI-

POTECA Ó SERVIDL'MBRE. " " 

Tal como podemos apreciar el Título e~ referencia mantiene la última redacción 

señalada. 

El articulado del Código de 1.863 se leía: 

11 11 Art. 819. - Cuando en virtuc de lo dispuesto en los artículos 
259. 405, 406 Y 1688 del Código Civil, el Tutor ó Curador, padre ó 
marido desee ser autorizado para la venta de los bienes raíces del 
pupilo, hijo, ó muger, ó para gravarlos con hipoteca o serJidumbre, 
se presentará ante el Juez de la. Instancia competente solicitando 
dicha autorización. ex.poniendo en el escrito las causas en que fun­
da la solicitud y ofreciendo justificación sobre ella.s. El Juez 
recibirá la prueba, dentro del término de ocho días, y producidas, 
concederá ó no la autori zación, según corresponda en justicia, no 
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debiendo admitir el dicho de testigos que no sean idóneos. 

Si en los inmuebles que se trata de vender tienen parte indi­
víduos mayores que no están bajo potestad o guarda de otro, se 
procederá de la manera que se dispone en el capítulo 17 de este 
t{tul •. . 

Art. 820. - Acordada la autorización, si esta fuere para vender, 
se procederá a la venta en pública subasta ante el mismo Juez, 
observando las disposiciones establecidas para la venta en el 
juicio ejecutivo, no pudiendo efectuarse esta por menos de las 
dos terceras partes del valúo de los bienes. 

La escritura de venta será otorgada por el guardador, padre 
ó marido, según el caso. Siendo la autorización para gravar los 
bienes con hipoteca ó servidumbre, el Juez dará al interesado 
certificación del decreto de autorización para el otorgamiento 
de la escritura correspondiente. 

Art. 821. - En el caso 20. del artículo 1693 del Código Civil, 
la muaer administradora de la sociedad conyugal no podrá proce­
der a la enajenaci6n de los bienes inmuebles del marido, ni gra­
varlos con hipoteca o servidumbre, sino conforme a las disposi­
ciones de este Capítulo. 

Art. 822. - Los tutores o curadores no podrán enajenar ni empe­
ñar los bienes muebles preciosos de sus pupilos, sino es con 
las formalidades prescritas en los artículos anteriores. Se en­
tienden por tales los muebles cuyo valor exceda de doscientos 
pesos. 

Art. 823. - Cuando la solicitud de que habla el artículo 819 se 
haga por el marido, no se decretará sin que conste previamente 
el consentimiento de la mu~er, ó se pida en aquella que se supla 
éste, en su caso. C. 1688 inciso 20. " " 

En el articulado del Código de 1.881. se preceptuaba: 

.. " Art. 738. - Cuando en virtud de lo~dispuesto en los artículos 
302, 463, y 1740 del Código Civil, el tutor ó curador, padre, 
madre ó marido desee ser autorizado para la venta de los bienes 
raíces del pupilo, hijo ó mujer, ó para gravar109 con hipoteca ó 
servidumbre, se presentará al Juez de la. Instancia competente 
solicitando dicha autorización, exponiendo en el escrito las cau­
sas en que funda la solicitud y ofreciendo justificaci6n sobre 
ellas. El Juez recibirá la prueba dentro del termino de ocho días 
y producida, concederá ó no la autorización según corresponda en 
justicia no debiendo de admitir el dicho de testigos que no sean 
idóneos. 

Si durante la tramitación de las diligencias hasta la venta 
se presentase alguna persona alegando dominio en el inmueble que 
se trata de vender, se suspenderá el procedimiento y se remitirá 
a las personas al juicio que corresponda. 

Art. 739. - Acordada la autorización, si esta fuere para vender, 
se procederá a la venta en pública subasta ante el mismo juez, 
observando las disposiciones establecidas para la venta en el 
juicio ejecutivo y previo el correspondiente avalúo de los bienes, 
hecho por peritos, no pudiendose efectuar la venta por menos de 
las dos terceras partes del justiprecio de los bienes. 

La escritura de venta sera otorgada por el guardador, padre, 
madre ó marido. según el caso. Siendo la autorización para gravar 
los bienes con hipoteca ó servidumbre, el juez dará al interesado 
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certificación del decreto de autorización para el otorgamiento de 
la escritura correspondiente. 

Art. 740. - En el caso del inciso 20. del artículo 1745 del Código 
Civil, la mujer administradora de la sociedad conyugal, no podrá 
proceder á la enajenación de los bienes inmuebles del marido, ni á 
gravarlo8 con hipoteca o servidumbre. sino es conforme a las dispo­
siciones de este capítulo. 

Art. 741. - Los tutores ó curadores no podranenajenar ni empeñar 
los bienes muebles preciosos de sus pupilos, sino es con las for­
malidades prescritas en los artículos anteriores. Se entiende por 
tales los muebles cuyo valor exceda de doscientos pesos. 

Art. ,]42. - Cuando la solicitud de que habla el 8-:tículo 738 se 
haga por el marido, no se decretará sin que conste previamente el 
consentimiento de la mujer, ó se pida en aquella que se supla ésta 
en su caso. C. 1740 inciso 20. 

Art. 743.- Cuando el valor de los bienes no exceda de quinientos 
pesos, conoce~án respectivamente los jueces de paz ó de la. Ins­
tancia en la forma verbal. ti " 

De conformidad a los Capítulos de los Códigos antes relacionados, y que co-

rresponden a los Códigos de Procedimientos Civiles de 1863 y 1S8l,en su orden, 

encontramos que hubo ciertos cambio8,tales como: 

1) - En el ordenamiento de la numeración de los artículos de 1863 va del 819 al 

823; en la de 1881 del nÚMero 741 al 746; en la Tercera Edición de 1893 les 

números van del 738 al 743; esta última numeración se mantiene en la Edición 

de 1902;pero en la de 1904 queda comprendida del nUmero 832 al 836; y en la 

de 1917 la nueva numeración es del 816 al 820, siendo esta última la que se 

ha mantenido en las Ediciones de 1926. 1947 Y la de 1967. 

2) - El inciso 20. del Art. 738 de la Edición de 1881 no lo compredía el Art. 819 

del Código de 1863; el inciso en referencia fue reformado y a la vez se le 

agregaron seis incisos más al artículo, según Decreto Legislativo publicado 

en el Diario Oficial No. 105, Tomo 40 del 5 de Mayo de 1896. 

3) - Por Decreto publicado en el Diario Oficial No. 163, Tomo 49 del 12 de Julio 

de 1900. página 1175, se reformo el Inc. 20. del Art. 739 en la primera 

parte decía: 

" 11 La escritura de venta sera otorgada por el guardador s padre, 
madre ó marido, según el caso. ti "; 

fue sustituido por el siguiente: 

ti .. La certificación del acta de remate y su apr.obación servirá de 
título al comprador cOtIla en el caso de venta forzada. 11 ", • 
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continuando el inciso sin variación. 

4) - De conformidad al Decreto publicado en el Diario Oficial No. 201, Tomo 53 

del 27 de Agosto de 1902. se reformaron: 

a) - El Epígrafe del Título del Capítulo 100. de la Edición de 1893 y que-

dó en la forma siguiente: 

" " Modo de proceder en al autorización del tutor ó curador, 
padre ó madre, para la venta de los bienes raíces del pupilo ó 
de los hijos, ó para gravarlos con hipoteca ó servidumbre. 11 tI; 

Se le sup'rimieron las partículas: 11 Ó marido It, 11 Ó mujer 11, Y se le 

agregó: It Ó de los SI. 

La misma redacción aparece en las ediciones de 1902 y 1904; no así en 

la de 1917, que se lee: 

11 " Modo de proceder en la autorización del tutor o curador, pa­
dre o madre, para la venta de los bienes raíces del pupilo o de 
los hijos o para gravarlos con hipoteca o servidumbre. 11 n; 

La diferencia consisti6 en que ya no aparece acentuada la partícula 

IIflOftll. ' 

La misma redacción aparece en las ediciones de 1902 y 1904; no así en 

la de 1917, que se lee: 

\t 11 

dre 
los 

Modo de proceder en la autorización del tutor o curador, pa­
o madre, para la venta de los bienes raíces del pupilo o de 
hijos o para garavarlos con hipoteca o servidumbre. It It; 

la diferencia consistió en que ya no aparece acentuada la partícula 

" " o " 11 

b) - El Art. 738, sufrió los siguientes cambios: 

Al inc. lo. se le suprimieron las partículas: 

" " ó marido " n, " " ó mujer n u , 11 " en el escrito ti ti , .. " del tér-

mino ti 1ft " " y producida, concederá ó no la autorización según corres-

ponda en justicia" "; 

Se le sustituyó: 

" " justificación sobre ellas 11 11 por tt " justificarlas If tI; 

y se le agregó: 

ti H El Juez recibirá la prueba dentro de ocho días y examinara las 
cuentas del guardador para conocer el estado de los negocios del pupilo, 
y cuando lo crea conveniente, practicará una inspección ocular en el 
inmueble que se trata de vender ó gravar. Con el mérito de las pruebas 
pronunciara sentencia, concediendo ó no la autorización, según correspon­
da en justicia, no debiendo admitir el dicho de testigos que no sean 
idóneos " tt 
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El inciso 40. se reformó así: 

tt If Si el opositor no presentare título, se continuaran las dili-, 
gencias hasta ordenar la venta de loe bienes, pero no se procederá 
al remate, si el solicitante no exhibe previamente los títulos que 
comprueben el derecho de su representado, ó una certificación del 
registro de ellos. ti n 

S) - El Art. 739 se reformé en la forma siguiente: 

al término If ti hecho por peritos lt n se le agreg5 ff n nombrados por el 

Juez 11 ti, Y quedó 11 !! hecho por peritos nombrados por el Juez 11 11 

6) - Al Art. 741 se le suprimió: 

" " se entiende por tales los muebles cuyo valor exceda de doscientos 
pesos .. 11 

1) - El Art. 742 se SUPRtMIO. 

8) - En la Edición de 1917 encontramos que en el Art. 820 la. palabra It verbal ti 

ha sido sustituida por It .. correspondiente" H; Y en el Edición de 1947 el 

término tf ti pesos ti ti se cambió por el de ti 11 colones 11 11 

La reforma más sustancial que se hizo al Capítulo qúe trata la venta de los 

bienes de los incapaces o su gravamen, fue la de 1902; después de estas ya no ha 

habido otras. 

Algo mas importante y que debemos tom.ar muy en cuenta, es que el .Legis1ador 

de 1883 introdujo reformas al Código de Procedimientos Civiles de 1881, en lo 

que respecta a la base para admitir posturas y en lo relativo a la suma para ad-

judicar bienes al ejecutante, de conformidad al siguiente decreto: 

El Presidente de la República de El Salvador, 

a sus habitantes, 

Sabed: que el Poder Legislativo ha decretado lo siguiente: 

La cámara de Senadores de la República del Salvador, 

Considerando: 

Que a consecuencia de las disposiciones establecidas en el Código de Proce­
dimientos Civiles vigente. para procederse sin previo valúo ni estipulación a la 
venta de bienes embargados en virtud de ejecución. se observa haber disminuido 
notablemente su valor con grave perjuicio de los propietarios en particular y de 
la riqueza pública en general y deseando r~OVer en lo posible, los obstáculos 
que se opongan á su creciente incremento. 

DECRETA: 

Artículo 1. - En las subastas y adjudicaciones de los bienes embargados por 
ejecución, servirá de base para el remate ó entrega respectivamente. el precio 
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que el acreedor y el deudor le hubiesen fijado de común acuerdo en estipulaciones 
anteriores al embargo, á no ser que dichos bienes hubiesen disminuido considera­
blemente de valor por desmejora posterior a estas. en cuyo caso y en el de que no 
existiesen tales estipulaciones respecto de precio, el acreedor y el deudor podrán 
determinarlo convencionalmente; pero si no 10 hicieren por falta de avenimiento, 
se procederá á valorarlos por peritos que nombraran ~as partes ó el Juez en rebeldía 
ó discordia según lo dispuesto en el artrculo 344 del citado Código. Dicho valúo 
deberá practicarse antes de la fijación de carteles para el remate, á fin de que 
és tos contengan el precio que se le W\)-a dado á los bienes t no debiendo admitirse 

-posturas á ellos en menos de la mitad de su valor. 

Artículo 2. - En el caso de no haber postor. se adjudicarán los bienes al 
acreedor por la tercera parte de su valúo. 

Se esceptúan de las disposiciones de esta ley, los contratos celebrados con 
anterioridad a su publicación. 

Artículo 3. - Estas disposiciones se tendrán como adicionales á las que re­
glamentan los procedimientos en el juicio ejecutivo, y se tomará en cuenta cuando 
se haga una nueva edición del expresado Código. 

Dado en el salón de sesiones de la cámara de Senadores. Palacio Nacional: 
San Salvador, Febrero veintidos de mil ochocientos ochenta y tres. 

A la Cámara de Diputados. 
Teodoro Moreno, Presidente 
P.J. Aguirre, Secretario 
Casimiro Lazo, Secretario 

Salón de sesiones de la Cámara de Diputados. Palacio Nacional: San Salvador, 
Febrero veintidos de mil ochocientos ochenta y tres. 

leen: 

Al Poder Ejecutivo. 
J.M. Vides, Presidente 
Juan Valle, Pro-secretario 
Salvador S. Araniva, Pro-secretario 

Palacio Nacional San Salvador, Marzo 8 de 1883. 

Por tanto: Ejecútese. 

RAFAEL ZALDIV AR 

El Ministerio de Justicia; 
Salvador Gallegos 

En la Edici5n del C. de Pro C. de 1893 tenemos que los Arts. 645 y 649 se 

" " Art. 645. - No se admitirá postura por menos de la mitad del 
valúo. Tampoco se admitirá la que no sea en dinero de contado 
sino es con consentimiento del acreedor. ft " 

Art. 649. - Si no hubiere postores, el ejecutante puede pedir 
se le den en pago los bienes embargados por la mitad del precio 
que sirva de base al remate. 

Phede pedir también que se le entreguen los bienes raíces que 
no hayan podido rematarse por falta de postores para hacerse pago 
con sus frutos ó arrendamientos, el principal, intereses y costas, 
si el deudor conviniere en ello. ti It 

Con la reforma introducida por me.io del Decreto antes mecionado al Código 

de Procedimientos Civiles de 1881 y que en la Edición del Código de 1893 sirvió 

para modificar el texto de algunos artículos, como el de 108 antes mencionados; 
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consecuentemente tenemos que aceptar que el legislador estableció una diferencia 

para admitir posturas en subastas~vftdas por ejecuciones y las que han de admi­

tirse en subastas por razones de utilidad o necesidad, aunque mantuvo el tramite 

del juicio ejecutivo para realizarla, no lleg6 al extremo de establecer, que 

~sta debería realizarse por la mitad del justiprecio de 108 bienes; sino que 

mantuvo el principio sustentado en el Art. 820, inca lo., parte final, del Código 

de 1863, de que la venta no podta efectuarse: 

11 por menos de las dos terceras partes del valúo de los bienes. "; 

El texto completo del lne. en referencia era: 

11 11 Acordada la autorización, si ésta fuere para vender, se pro­
cederá á la venta en pública subasta ante el mismo Juez, obser­
vando las disposiciones establecidas para la venta en el Juicio 
Ejecutivo, no pudiendo efectuarse esta por menos de las dos ter­
ceras partes del valGo de los bienes. " u; 

el inciso 20. no varió. 

En la Edición de -1881 aparece con el número 742, habiéndose1e intercalado 

después de " .. juicio ejecutivo 11 ", lo siguiente:" 11 y previo el correspoo-

diente valGo de los bienes, hecho por peritos" "; por lo que el texto del iuc. 

lo. quedó así: 

" " Acordada la autorización, si ésta fuere para vender, se pro­
cedera á la venta en publica subasta ante el mismo juez, obser­
vando 1a8 disposiciones establecidas para la venta en el juicio 
ejecutivo y previo el correspondiente avalúo de 108 bienes hecho 
por peritos, no pudiéndose efectuar la venta por .enos de las dos 
terceras partes del valGo de los bienes. ti "; 

el lnc. 20. continGa sin variación. 

El texto del inciso anterior pasó al Art. 739 de la Edición de 1893; pero 

de conformidad a la reforma de 1902 ya antes relacionada, se agregó, después de 

ti " hecho por peritos " tt, el término de 11 i. nombrados por el Juez " ", por 10 

que el inciso en referencia quedó en la forma siguiente: 

It 11 Acordada la autorización, si éste fuere para vender, se pro­
cederá á la venta en pública subasta ante el mismo Juez, obser­
vando las disposiciones establecidas para la venta en el juicio 
ejecutivo y previo el correspondiente avalGo de>los bienes, hecho 
por peritos nombrados por el Juez, no pudiéndose efectuar la 
venta por menos de las dos terceras partes del justiprecio de los 
bienes. If .. 



34 
Este mis~D número de Articulo se tomó en la Edición de 1902; pero ya en la de 

1904 aparece con el número 833 y con el mismo texto. En la Edición de 1917 apa-

rece con el número 817, texto y nGmero que se ha mantenido en las ediciones de 

1926, 1947 Y la de 1967. 

Fue tan dañino para el deudor la introducción del principio de que en caso 

de remate " ti no se admitirá postura por m§.nos de la mitad del valúo " " , 

lo fue también la reforma que se le hizo al Art. 649 al establecerse que: 

como 

" ti Si no hubiere postores el ejecutante pude pedir que se le 
den en pago los bienes embargados por la mitad del precio que 
sirva de base al remate. .. ti 

Si fue dañino para los ejecutados la reforma en referencia, cómo no hubiese 

sido de perjudicial para los incapaces~ si el legislador al seguir el trámite 

del juicio ejecutivo, para vender los bienes de estos, hubiese establecido que 

los bienes de los incapaces se deberían de vender por la mitad del justiprecio. 

Fue ,quizá, movido por tanta injusticia cometida con los ejecutados, al su-

bastarles sus bienes por la mitad del valúo, que muchos de los representantes 

del pueblo en la Asamblea Legislativa del año de 1900 apoyaron el Proyecto de 

reforma de los Arta. 645 y 649 del C. de Pr., no sin tener la consiguiente oposi-

ción de otros; el Proyecto en mención lo encontramos en el D. O. 146, Tomo 48 del 

22 de Junio de 1900, y a la letra dice: 

If If El R. Montoya leyó el dictamen favorable de la Comisión de 
Legislación, reca!do en el Proyecto de reformaaal C. de Pro C., 
elevando ala. 2 wn:erda partes del valúo el precio de venta o adju­
dicación ea loa re tea judici lee,4 Yir~ud de ejecuci6n. 

El primer secretario manifestó: que ya que en la presente 
Legislatura se habiaudictado todas las disposiciones que se han 
juzgado oportunas en favor de los acreedores para expeditarles, 
las ejecuciones que entablen y con especialidad las relativas a 
que los valúos sean justos y equitativos, toda vez que ya queda 
establecido, que en caso de inconformidad de las partes, acerca 
del nombramiento de peritos, sean los jueces quienes 108 nombren. 
evitándose así el que como hasta ahora se ha venido observando, 
los valúos sean desproporcionados, porque los peritos, más que 
jueces imparciales casi han venido á constituirse y hasta cierto 
punto muy notorio en defensores de la parte que los ha nombrado, 
lo cual consultados los principios de una verdadera equidad; creé 
ser de todo punto debido y arreglado á los principios del derecho 
y de la justicia que los creedores puedan apropiarse los bienes 
de sus deudores por las dos terceras partes de su valor real y 
positivo, y no absolutamente por la mitad de este, lo cual lo con­
ceptúa hasta inicuo en la actual situación,penosa y agobiada para 
la generalidad de los deudores, y máxime si se atiende á que la 
propiedad raíz se encuentra en extremo depreciada-por el monopolio 
de la plata; en fuerza del cual ha venido á darse á este metal un 
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valor muy superior al intrínseco que realmente tiene. Después 
de un largo debate en el que tomó parte la mayoría de los señores 
R.R.fue aprobado el dictamen del proyecto de reforma a que se re­
fiere. Consi naron su voto en sentido ne ativo los R.R. Soriano, 
Castro (Baltazar), Salegio, y Gonzalez Antonio) y aprobaron con 
el suyo los R.R. Monroy, Villegas, Orellana, Castro (J. de Jesús), 
Molina, Góchez, Castillo MOra, Araujo, Bonilla, Espinc,Gal~ezt 
Berrera, Escoto, Boquín. Calderón, Rivas y Arauz. A moción del 
R. Orellana, se advierte que aunque no estuvieron presentes los 
R.R. López y Guevara Cruz, suscribieron la solicitud y dictamen 
favorable discutido lo mismo que el R. Revelo (Manuel). El pro­
yecto de Decreto dice: 

" La Asamblea Nacioná. Legislativa de la República de El 
Salvador en sesión extraordinaria: 

CONSIDERANDO: 

Que dictadas a favor de los acreedores todas las disposiciones 
que se han juzgado oportunas para expeditar y hacer efectivas las 
ejecuciones contra sus deudores, y con especialidad, las que se re­
fieren á asegurar la justicia y equidad en los valúas, una vez que 
se ha establecido que en caso de inconformidad de las partes en el 
nombramiento de peritos, sean los jueces los que los designen : que 
en tal sentido, ya no es conforme a los principios inconcusos del 
derecho y de la justicia. el que los acreedores puedan tomar los 
bienes de 8US deudores por solo la mitad de su justo y equitativo 
precio, porque resultaría que dichos acreedores sería real y po­
sitivamente beneficiados con la mitad más de su crédito, máxime, 
si se atiende a la situación económica de la actualidad, en que la 
propiedad raíz esta en extremo depreciada, á consecuencia de la 
falta de medio circulante en proporción a las negociaciones regu­
lares consiguientes á un estado normal, y por el monopolio existen­
te de la moneda de plata, en virtud del cual se da á este metal un 
valor superior al intrínseco que positivamente tiene, y que en 
virtud de todos aquellos enatecentes y consideraciones el Legisla­
dor está en el imperioso deber de aplicar las excepciones cientí­
ficas de los respectivos principios económicos generales, no au­
mentando las calamidades de que han sido víctima los deudores, en 
razón de una eríais de que no pueden ser responsables, y que se ha 
acentuado por er.rores económicos. 

Por tanto, en uso de facultades constitucionales, 
D E e R E T A. 

Art. lo. - El Art.645 Pro se reforma en estos términos: H " No se 
admitira posturas por menos de las dos terceras partes del valúo" If 

(sigue el Art. sin ninguna variación). 

Art. 20. - El Artícul.o 649 del mismo Pro se reforma así: " ., si no 
hubiere postores el ejecutante puede pedir en pago los bienes 
embargados por las dos terceras partes del valúo que sirva de base 
al remate It " (continúa el Arto sin otra variación). 

Dado en el salón de sesiones etc. 
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El Art. 816 inciso lo. Pr., establece: 

" .. Cuando en virtud de lo dispuesto en los artículos 267, 413 Y 
414 del Código Civil, el tutor o curador, padre o madre, desee 
ser autorizado para la venta de los bienes raíces del pupilo, o 
para gravarlos con hipoteca o servidumbre, se presentara al Juez 
de Primera Instancia competente, solicitando la autorización. 
exponiendo las causas en que se funda la solicitud y ofreciendo 
justificarlas. El Juez recibira la prueba dentro de ocho días y 
examinara las cuentas del guardador para conocer el estado de los 
negocios del pupilo, y cuando lo crea conveniente, practicara una 
inspección ocular en el inmueble que se trata de vender o gravar. 
Con el mérito de las pruebas pronunciara sentencia, concediendo o 
no lá autorización según corresponda en justicia, no debiendo ad­
mitir el dicho de testigos que no sean idóneos. 11 It 

Los Artículos del CÓdigo Civil citados en el inciso relacionado preceptúan: 

" " Art. 267. - No se podrán enajenar ni hipotecar los bienes 
raíces del hijo que valgan MaS de doscientos colones. aun perte­
necientes a 5U peculio profesional, sin autorización del Jue'z, con 
conocimiento de causa, y sin que la venta se haga en pública su­
basta. 11 " 

11 .. Art. 413. - No sera lícito al tutor o curador, sin previo de­
creto judicial,~.hD b~ ~ del pupilo que valgan más de 
doscientos colones, ni gravarlos con hipoteca o servidumbre, ni 
enajenar o empeñar los muebles preciosos; ni podrá el Juez autori­
zar esos actos sino por causas de utilidad o necesidad manifiestas. 
ExceptÚ8se el caso de que la venta de los muebles preciosos corres­
ponda al giro ordinario de los negocios del pupilo. 

Se entienden por muebles preciosos aquellos cuyo valor excede 
de quinientos colones. tt f! 

11 " Art. 414. - La venta de c.ualquier parte de los bienes del pupi­
lo enumerados en el artículo precedente, se hara en pública subasta 
conforme en el Código de Procedimientos se prescribe. " tI 

De conformidad al texto de las disposiciones anteriores tenemos las siguien-

tes si tuaciones: 

la.) - El Art. 267 C. se refiere. exclusivamente, a la venta, hipoteca, o consti­

tución de servidumbre de los bienes del hijo de familia, y al respecto te-

nemos: 

a) - Venta, hipoteca, o constitución de servidumbre de los bienes 
raíces del hijo por parte de los padres legítimos, esto es, 
el padre y la madre deben presentar conjuntamente la petición; 
ya que de conformidad al Art. 252 C., relacionado con el Art. 
259 C. la patria potestad la ejercen de consuno. Antes de la 
reforma a dichos artículos solo el padre podía seguir las di­
ligencias, dado que sólo el ejercía la patria potestad. 
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b) - Venta, o gravamen de los bienes raíces del hijo por parte del 
representante legal que ejerza la administración, cuando hayan 
convenido" por medio ce instrumento público quien de ellos 
debe ejercerla n, Art. 259 inc. lo. C. 

c) - Venta o gravamen de los bienes raíces del hijo realizada por 
parte de un curador especial, cuando por falta de acuerdo de 
los padres y des pues de haberlos reconvenido el Juez compe­
tente, a instancia de uno de ellos, se Ve obligado, en defen­
S8 de los intereses del hijo a nombrar un curador especial 
Art. 259 inc. 20. C. rel. con el Art. 139 Pr.; el caso creo, 
sería para vender o hipotecar los bienes que forman el pecu­
lio profesional del incapaz. 

ch) - Venta o gravamen de los bienes raíces del hijo adoptivo, por 
parte del adoptante, ya sean los adquiridos con ~u peculio y 
que forman el peculio profesional, Art. 255 C., o los que 
haya heredado de sus padres legítimos, cuando estos hubieren 
fallecido, Art. 16 ine. 20. y 29 inc. final L. de A. 

d) - Venta o gravamen de bienes inmuebles del hijo ilegítimo por 
parte de la madre, Art. 287 C. 

e) - Venta o grcvo~~n de los bienes raíces del hijo natural por 
parte del padre. cuando ejerza la patria potestad, Art. 252 
ine. 20. C. 

2a.) - Venta o gravamen de bienes raíces de una mujer casada, menor de dieciocho 

~~os, quien es representada por su marido, Art. 370 C., relacionado con 

Art. 69 C. y 17 Pro 

38.) - Los Arta. 413 y 414 C. se refieren a la venta o gravamen de los bienes raí-

ces del pupilo, solicitada, ya sea por el tutor o curador, señalándonos el 

Art. 414 que: "la venta de cualquier parte de los bienes del pupilo se 

hará en pública subasta. 11 

Las disposiciones anteriores se relacionan con los Arts. 362, 363 Y 

367 C. 

4a.) - Venta o gravamen de los bienes r'aíces de las Personas Jurídicas que no 

pueden disponer libr~~ente de sus bienes, cuando específicamente se haga 

por razones de utlidad o necesidad, dentro de las cuales se encuentran: 

el Estado, las Corporaciones Municipales y todas aquellas que no tengan 

comprendido en sus leyes o estatutos constitutivos la facultad de dispo-

ner libremente de sus bienes, Arts. 52 inc. rel. con 540 a 559 C. 

En todas las situaciones planteadas queda cv.1prQndiuc. la venta de derechos 

heredi arios de incapaces. 

El escrito en que consta la solicitud por medio de la cual se pide la auto-
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rización. debe ser presentada al .. Juez de Primera Instancia competente ". y éste 

es, de conformidad al Art. 35 Pro relacionado con el Art. 44 Pr., entre el " del 

domicilio del solicitante ti y 11 el de la situación de los bienes " el que prae-

ro previene la jurisdicción "; es decir. el que primero notifica a las partes. 

El Art. 3S Pr., se lee: 

ft 11 El Juez del domicilio del demandado es competente para conocer 
en toda clase de acciones, ya sean reales o personales. 

En materia en que la acción sea real, tambien es competente el 
Juez del lugar en que se halle situado el objeto litigioso. ti " 

y el Art. 44 establece: 

It " De dos Jueces competentes, conocerá el que primero prevenga. 
La jurisdicción se previene por la citación o emplazamiento para 
contestar la demanda. ti JI 

A este respecto, nuestro Tribunal Supremo ha resuelto la situación anterior, 

a páginas 315 de la Revista Judicial del año 1947, en la forma siguiente: 

ti " Para autorizar la venta de bienes de menores o incapaces son 
competentes el Juz del domicilio del solicitante o el de la si­
tuación de los bienes; y debe conocer el que primero previene la 
jurisdicción. " " 

De conformidad a la Doctrina anterior, se puede decir que el Juez Competente, 

en el caso de la venta, o de gravar con hipoteca o servidumbre los bienes raíces 

de un incapaz sería aquel que resuelve la solicitud planteada, aceptandola o de-

negandola y ser notificada su resolución a los interesados. 

El solicitante en su escrito debe exponer 11 las causas en que funda la 901i-

citud y ofreciendo justificarlas .. , Art. 816 ine. lo. Pr.; laa causas en referen-

cia son, de conformidad al Art. 413 C., cuando la solicitud la hace el tutor o 

curador 11 la utilidad o necesidad manifiestas ", y cuando es el padre o la madre, 

o ambos, el Art. 267 C. establece que debe hacerse la venta 11 con conocimiento de 

causas ", y la base de este conocimiento de causa de conformidad a nuestra ley 

son" la utilidad o necesidad manifiestas ti. 

Admitida la solicitud, en el mismo auto el Jue% ordena se dé aviso al Pro-

curador General de Pobres, Arts. 95, letra" e 11 y 93 de la L.O. del M.P.; orde-

nando tambien. se agreguen los documentos con que se prueba la calidad del peti-

cionario, éstos son: 
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lo.) - Si la petición la hacen los representantes legales tienen que presentar: 

certificacion de 1~ partida de matrimonio, certificación de partidas de 

nacimiento del hijo, si el padre o la madre han fallecido debe adjuntarse 

la certificación de la partida de defunsion; as! también han de presentar­

se los documentos con que se pruebe la propiedad del bien, y en caso de 

haber fallecido uno de los padres y~~ heredado los incapaces bienes de 

éste.deben presentar la certificación de la declaratoria de herederos. 

20.) - Si es el apoderado,debe presentar el poder con que justifica la calidad 

con que actúa, así como las certificaciones de las partidas de nacimiento 

de los incapaces y demás atestados necesarios. 

30.) - Si~ndo el tutor o el curador deber~n probar su calidad con la certifica­

ción del auto de discernimiento del cargo, Art. 393 inc. 20. C., así como 

certificación de partidas de nacimiento de los incapaces, certificación 

de la declaratoria de herederos de éstos y demas documentos con los que se 

pruebe la propiedad del incapaz o incapaceslsobre el bien a venderse o 

gravarse con hipoteca o servidumbre. 

Los documentos con base en los cuales se justifican la calidad de los incapa­

ces y la propiedad de éstos sobre el bien o bienes se agregan despues del período 

de prueba. 

Al presentar su escrito en las diligencias el Agente Auxiliar del Procurador 

de Pobres en el cual pide se le tenga por parte, se le resuelve favorablemente. 

Este auto es notificado y pasados tres dras después de la última notificación, a 

petición del solici tante _ ~ el prueba por ocho días, termino que empieza a co­

rrer después de la última notificación; dentro de este término la parte interesa­

da presenta el cuestionario p::tra que se le examinen los testigos que presentara, 

pidiendo se le señale día y hora. para su examen, resuelto favorablemente el escri­

to se notifica a las partes. 

El día señalado para el examen de testigos y al estar presentes éstos se le­

vante un acta en la que constan las declaraciones, haciéndose constar que estas 

fueron tomas separados uno del otro. Dos es el mínimo de testigos que admite la 

leYt si son contestes hacen plena ?rueba, .re. 321 Pro 



40 

La ley ordena que se deben examinar ¡as cuentas de la administración del 

guardador. a fin de conocer cual es el escado de los negocios del pupilo; este 

requisito es de aplicación para los tutores y curadores. 

El Art. 816 ioc. 10. antes relacionado establece, también, que el Juez prac­

ticará inspección en el imnueble que se trata de vender o gravar) " cuando lo 

crea conveniente lit esta inspección debería de ser obligatoria y no potestativa, 

dado que de conformidad a ella el Juez obtiene una mejor información respecto al 

bien, la cual tiene un gran contenido al momento de fallar, dado que le permite 

apreciar la conveniencia de vender o no el bien. 

Debe pronunciarse un auto por el que se ordena la agregación de los documen­

tos presentados con el escrito que contiene la solicitud. La agregación se orde­

na con cita de parte contr~ia. Los documentos agregados coaqiaten generalmente 

en certificaciones de las partidas de nacimientos t de matr~onio y de defunsión, 

certificación literal del Registro de la Propiedad en la que conste que el inmue­

ble ha sido inscrito por traspaso a favor de los incapaces y todos aquellos otlJOS 

CIIn'" gM.~ justifique la petición. 

Llenados los requisitos anteriores el Juez pronuncia sentencia, autorizando 

o negando la petición. La sentencia pronunciada sea favorable o desfavorable se 

notifica a la8 partes para que hagan uso de 108 recursos que la Ley les franquea. 

Pasados tres días después de la últíma notificación, si no se apelase, debe pedirse 

que se declare ejecutoriada por ' la parte interesada. 

En el mismo escrito en que se pide que se declare ejecutoriada la sentencia 

y se puede pedir que se pida el inforone respectivo al Registrador de la Propiedad. 

Declarada ejecutoriada la sentencia queda firme. En el mismo auto que de­

clara ejecutoriada la sentencia el Juez ordena que los bienes se vendan de confor­

midad al trámite del juicio ejecutivo, ordenando también que se valúen los bienes 

por peritos y que se pida el informe al Registro de la Propiedad, tal como lo in­

dica el Art. 645 lnc. 30. Pr.; así como también que se publique el edicto corres­

pondiente en el Diario Oficial. 

El informe del Registro se puede pedir a instancia de parte o de oficio. 

Del edicto antes referido se fija una copia en el inmueble objeto de la venta y 

otra se agrega al juicio. El edicto respectivo se publica por tres veces en el 

Diario Oficial, Art. 606 inc. lo. Pr.~ tambien se pone una copia del edicto en 

el tablero del tribunal. 
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Se hace el nombramiento de peritos, a quienes se les juramenta, después de 

haber aceptado el cargOt para que valúen el bien objeto de la subasta, entregán­

doseles los autos para que desempeñen su cometido y rindan su informe; los peritos 

son dos y son nombrados por el Juez de· oficio. Art. 606 inc. 30. Pro relacionado 

con Art. 347 inc. lo. Pro 

Transcurridos quince días después de la última publicación, y agregado el 

ejemplar del Diario Oficial en que conste la tercera publicación; asi como el dic­

tamen de los peritos y el informe del Registro, a petición .~8e señalará el 

día y la hora en que ha de verificarse el remate; ordenando a la vez se fijen 

nuevos carteles en que conste: el día y hora en que ha de realizarse el remate; 

el nombre de las personas a quienes pertenece y las características del inmueble; 

la base del remate, la cual esta formada por el valúo del bien; así como el lí­

mite de las posturas admisibles. Arts. 607, 817 inc. 20. rel. con 635 Pro Una 

copia del cartel se fija en el tablero del Juzgado, la otra en el inmueble y el 

original ~n el proceso. En los autos debe quedar constancia que se fijó el car­

tel en el bien objeto de la subasta. 

El día y hora señalados para verificar la subasta, se da cumplimiento a 10 

preceptuado por el Art. 634 Pr.; se dan los pregones correspondientes, los cuales 

consisten en hacer del conocimiento del público, por intermedio del pregonero. la 

venta que ha de realizarse, y las posturas admisibles; ésto se hace leyendo el 

cartel correspondiente, no admitiendo posturas por menos de las dos terceras par­

tes del valúo del bien. 

La venta se hace a la hora señalada en el mejor postor. y éste es, la persona 

que ofrece la mayor suma por el bien, Art. 636 Pro 

Concluído el acto de la subasta, se cierra el acta que se ha levantado, en 

la que constan todos los incidentes habidos, haciendose constar la mejor postura 

que se hizo. El acta es firmada por el Juez, el comprador, si supiere,y el 

Secretario. Si el comprador no supiere firmar,firmará otra persona a su ruego, 

?ero deja estampada en el acta las huellas 'igitales de sus dedos pulgares, Art. 

637 Pr.; excepto si actúa por medio de apoderado. 

Pasados tres días de verificac.o el rr't" r, tc pedirá el comprador o su apoderado 

l~ aprobación de éste, haciendo entrega al tribunal del dinero ofrecido; lo que 

también puede hacer por medio de Cheque Ccrtificido o por Cheque de Gerencia de 

uno de los bancos del sistema, ~mitido éste a favor del Juez respectivo. Arts. 
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642, 643, rel. con 817 ine. lo. Pro 

El comprador puede hacer la entrega del dinero al Tribunal, antes del cierre 

del acta de remate, al haber sido aceptada su oferta como la mejor; haciéndose 

constar en el acta la entrega que se ha hecho de la suma en que se subastS el 

bien. 

Algo muy importante de hacer notar es que muchas veces, en el escrito en que 

se pide la ~pcbbación del remate, se hace constar que la persona que pidió se 

verificara la subasta ha recibido a su entera satisfacción la suma ofrecida por 

el postor, dado que éste le ha entregado el dinero correspondiente. Esta cir-

cunstancia se la hacen constar al Juez en el escrito en que se pide se apruebe 

el remate, dado que ya se tuvo por oblada la suma ofrecida en la subasta. 

La práctica antes indicada no debería de permitirse, dado que puede propi-

ciar actuaciones de mala fe; y en el caso de la venta de inmuebles de incapaces 

puede permitir el fraude de los intereses de éstos. Debería ser obligatorio, en 

todo caso, que la entrega de la suma ofrecida en la subasta se haga al Tribunal, 

y que sea éste, quien haga la entrega del dinero, previo recibo otorgado por el 

interesado; en el caso de los incapaces por el representante legal, tutor o cu-

rador, agregándose el recibo referido él los autos. 

En el mismo auto en que el Juez aprueba el remate en el mejor postor, ordena 

tambi~n se pague el impuesto de alcabala de confo~idad al Art. lo. de la Ley de 

Alcabala, incluyéndose en este impuesto el que señala el Art. lo. letra" c " del 

Decreto Número 38 del 24 de Abril de 1939, publicado en el D.O. No. 103 T. 126 

del 15 de Mayo del mismo año~ rel. con Art. 643 Pro 

El impuesto de alcabala es el 1% sobre el valor real del inmueble, Art. lo. 

Ley Impuesto de Alcabala; pero de confo~idad al Art. lo. letra ti c " del Decreto 

antes relacionado se tiene que pagar, también, un medio por ciento sobre el valor 

del bien raíz; en caso de ser subasta se dirá que se paga el 1% más el medio por 

ciento por la suma ofrecida por el mejor postor. 

Pagados los impuestos antes referidos, el comprador deberá presentar al Juz-

gado el recibo y la copia de ~ste en que consta el pago del impuesto tal como 

ordena en el Art. 643 Pr.; el original se agrega al proceso y sólo entonces se le 

entregará la certificación del acta de remate para que le sirva de título de pro-

piedad y posesión. Art. 817 inc. 20. relacionado con el Art. 643 y 644 Pr., -* as lo 

COlDO también con los Arts. 50. Ley de Impuesto de Alcabala y lo. letra" c .. del 
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Decreto No. 38 antes relacionado. 

En todas las épocas de nuestra vida jurídica, inclusive la presente, la su­

basta ha resultado demasiado gravosa, siendo los perjudicados los siguientes: 

10.) - Los deudores morosos en caso de ejecución, 1J~ que la baja de un tercio 

que se hace al valúo dado a los bienes para efectos de subasta, con la 

intención de hacer que concurra el mayor número de postores,se convierte 

en una ventaja para el ejecutante, puesto que en caso de adjudicación ese 

tercio se le convierte en una ganancia. 

20.) - Los eohe raderos en caso que hay. qz.e 'iJi'l'lÚr1e8 wtI,... que les pertenezca y 

"que no tenga cómoda división" "o cuya división la haga desmerecer", de 

conformidad a las diligencias que sigue el partidor ,cuando le es imposible 

partirla o adjudicársela a uno de los coherederos~ Art. 931 y 933 Pro 

30.} - Los incapaces al venderles sus bienes en pública subasta por razones de 

utilidad o necesidad manifiestas. 

40.) - El Estado, porque deja de percibir fuertes cantidades de impuestos sobre 

la tercera parte que pierden las personas enumeradas en los números an­

teriores. de lo cual el único beneficiado es el postor, o el acreedor en 

caso de ejecución. 

La situación antes comentada está en contra de la economía nacional. tanto 

para las personas por la pérdida patrimonial que se lea ocasiona, como para el 

Estado por la pérdida de impuestos que no percibe. 



45 

En el proyecto de Código Procesal Civil se regula la venta de inmuebles 

J¿ incapaces, Art. 991 a 993, encontrandose algunas variantes. aunque en su 

g~n8 ralidad se mantienen los requisitos que exige el actual Código de Proce­

dimientos Civiles, Art. 816 a 820; las diferencias ~ás esenciales son: 

.1) - En el Art. 991 del P.C.Pr.C. se exige que con la demanda se presente toda 

la documentanción necesaria que obre en poder del representante legal del 

incapaz, cuando pida por razones de utilidad o necesidad la venta o grava­

men de inmuebles del referido incapaz; así como justificar las razones que 

se aleguen; adjuntando también un estado de las cuentas de los bienes que 

admi nis tra. 

El Código de Procedimientos vigentes en el Art. 816, permite que los docu­

me ntos se presenten después y que únicamente se ofrezca justificar las 

razones de la solicitud. 

b)- En el P.C .Pr.C., Art. 992, se establece que se debe correr traslado al 

Procurador General de Pobres o a su Agente, de la demanda interpuesta. 

En esto hay una diferencia muy grande con el vigente C. de Pro C., el cual 

eti complementado con el Art. 95 de la L.O. del M.P. que ordena se dé 

"AVISO" al funcionario antes referido, pero este aviso es omitido muchas 

veces por los tribunales, o si lo dan, en algunas diligencias lo hacen en 

tiempo inopor tuno. 

Pero el traslado que ordena el Proyecto, Art. 992, muy dificilmente se 

omi tirá por los tribunales, dadas las responsabilidades que le acarreara 

al funcionario culpable , ya que su omisión forzosamente producira una nu­

lidad. 

c) - Otra diferencia fundamental que existe entre el P.C.Pr.C. y el C. de Pro 

c. es que: en el pr imero la inspecc ión y ~ di! los tnmuelJJ.tIs dtil tncapaz es 

" ABSOLUTA.'iENTE NECESARIA", tal es la parte final del Art. 992, cuando 

leemos : "SIENDO LA INSPECCION y EL AVALUO DE LOS BIENES ABSOLUTAMENTE 

~ECESARIA "; pero en el segundo encontramos que de conformidad al Art. 

816 inc. 10 . se deja al arbitrio del juez practicar o no la inspección 

del inmueble , tal es la parte correspondiente de dicho inciso cuando se 

lee : ti y cuando lo crea conveniente, practicara una inspección ocular en 

el inmueble que se trata de vende r o gravar" " 

J)- El P. de C. Pro e., Art. 992, y el C. de Pro C., Art. 817 ine. lo. regulan 
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que la venta se debe hacer de conformidad al tramite del juicio ejecutivo, 

es decir, debe ser en pública subasta; pero previo a ésta se valúen los 

bienes por peritos. 

En el Código vigente se ordena que se señale la base del remate, y manda 

que se admitan las posturas de conformidad al Art. 635 por las dos terceras 

partes de la base; la base es el valúo dado por los peritos, pero sobre 

éste se aplica una disminución de un tercio, equivalente al 33.33%, lo cual, 

logicamente es una perdida patrimonial para el incapaz. En el proyecto, no 

se da la pérdida antes referida porque el Art. 864 establece que: "No se 

admitirán posturas por menos del valor que haya servido de base para el re-

mate. Tampoco se admitirá la que no sea en dinero de contado, si no es 

con el consentimiento del acreedor. También no se admitirá y será rechazada , 

la que haga persona que no fuere conocida y arraigada a juicio del Juez, 

salvo que el acreedor consienta en ella, o se presente dinero en el acto o 

cheque certificado o se afiance la entrega con persona abonada " .. y si 

nos preguntamos que cuál es el valor que sirve de base, la respuesta la ob­

tenemos en el Art. 862 que establece, cuando se mandan a fijar nuevos car­

teles, en el caso del juicio ejecutivo, que: It ESTOS CONTENDRAN ADEMAS DE 

LO ORDENADO EN EL ART. 857, el lugar, día y hora del remate, COMO EL VALUO 

QUE HA DE SERVIR DE BASE ". 

Hemos de tomar muy en cuenta que los peritos, en la mayoría de los casos, 

en su dictamen, no expresan el valor real del bien, sino que sobre este apli­

can una depre~i~n, a su arbitrio, y esto ya es una perdida, la cual de 

conformidad al Código de Procedimientos vigente aumenta al aplicar el Art. 

635; no así en el P.C.Pr.C. en el que únicamente tenemos una pérdida y es 

la que se da con el dictamen pericial, pero ya en la subasta no existe nin­

guna disminución que venga a aumentar la perdida de los incapaces. 

De conformidad a lo expuesto, considero que la regulación propuesta en el 

P. de C. Pro C., para vender los inmuebles de incapaces, es más ventajosa para estos 

que en la forma como se regula en el Código de Procedimientos vigente. 

Anexo a este Capítulo se incluyen las disposiciones pertinentes del P. de 

C. Pro C. que s e refieren a la venta de inmuebles de incapaces. 



CAPITULO IV.-

REGULACION SEGUN EL PROYECTO DE CODlGO PROCESAL CIVIL.­

"SECCICN TERCERA." 

"DEL PROCESO PARA AUTORIZAR LA VENTA O GRAVA.t.fEN DE BIENES RAleES 

DE INCAPACES." 

"COMPETENCIA, DEMANDA Y REQUISITOS" 
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Art. 991.- Cuando en virtud de lo dispuesto en el Código Civil, el representante 

legal de un incapaz desee ser autorizado para la venta de los bienes raíces o 

muebles preciosos del hijo de familia o del pupilo, o para gravarlos con hipoteca 

o servidumbre o celebrar cualquier otro acto señalado por la ley, se presentara al 

juez de primera instancia del lugar donde se ejerce la administración, pidiendo la 

autorización y exponiendo las causas que constituyen la utilidad y la necesidad de 

la operación y ofreciendo justificarlas. Acompañara a su demanda todos los instru­

mentos necesarios que obren en su poder, así como un estado de las cuentas de los 

negocios del pupilo, en su caso. 

"TRAMITE. SENTENCIA Y MODO DE CUMPLIRLA". 

Art. 992.- El juez correra traslado de la demanda al Procurador General de Pobres 

e a su Agente; y siguiendo los trámites del proceso sumario autorizara o no la ope­

ración conforme al mérito de las pruebas, siendo la inspección y el avalúo de los 

bienes absolutamente necesarios. 

Si la autorización es para vender se seguiran de ahí en adelante todos los 

tramites de la venta en pública subasta del proceso ejecutivo, ap1icandose todas 

las disposiciones pertinentes. 

Si la autorización es para gravar los bienes con hipoteca O servidumbre o ce­

lebrar cualquier otro acto legal, el juez dara al interesado certificación de la 

sentencia ejecutoriada para el otorgamiento de la escritura correspondiente. 

"PERSONAS JURIDICAS INCAPACES". 

Art. 993.- Se aplicaran las reglas de los artículos precedentes cuando se trate de 

vender bienes de fundaciones o corporaciones, del Estado y demás ~ntes de Derecho 

Público, salvo las excepciones legales." 
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CAP 1 TUL O V 

R E G U L A C ION E N E L D E R E C R O COMPARADO 

Importante para todo el ordenamiento jurídico de un país es la información que 

puede obtener de las legislaciones extranjeras, a fin de que en un momento determi-

nado, al iniciar una reforma legal, se puedan consultar y tomar de ellas aquellas 

disposiciones que denoten un avance jurídico que beneficie la organización jurídica 

in terna, sin contrariar las disposiciones constitucionales, y así poder dar leyes 

acordes a las realidades existentes, con una amplia proyección al futuro. 

Don Guillermo Cabanellas, a página 637 del Tomo 1, de su Diccionario de Derecho 

Usual nos da el siguiente concepto de Derecho Comparado: 

11 " Rama de la ciencia general del Derecho, que tiene por objeto, el 
examen sistemático del Derecho positivo vigente en los diversos países , ; 
,a con carácter general o en alguna de sus instituciones, para esta­
blecer analogía y diferencias. It ti 

,El tratadista RENE DAVID, en su Tratado de Derecho Civil y Comparado, al hacer 

re~erencia a la importancia de estudiar el Derecho extranjero, nos dice, a pagina 65 

de la referida obra, lo siguiente: 

" tt Es muy deseable que en la misma ciencia jurídica adquieran con­
ciencia al estudiar los Derechos extranjeros de la relatividad de 
las ideas y concepciones admitidas en 108 diversos países. No es 
inevitable que las profundas diferencias que existen en el modo de 
razonar y de exponer los grandes sistemas jurídicos sean un obstáculo 
a que los pueblos comprendan el hecho de que con frecuencia persiguen 
un mismo ideal, aunque sea por caminos distintos. " " 

y fundamentando mas la importancia del estudio del Derecho extranjero, para mejorar 

las Instituciones del Derecho de cada país, nos dice a página 79 de la obra antes 

citada el tratadísta David: 

" .. Entre los diversos motivos de interés que presenta la comparación 
de los Derechos o sistemas jurídicos entre sí, uno de los principales 
es que nos hace conocer mejor nuestro propio Derecho nacional. " " 

Para el desarrollo del presente capítulo se han consultado los cód'g08~~4 
. 

Rica, Guatemala, Honduras; así como la Ley de Enjuiciamiento Civil de España; y a 

decir verdad, en el caso de la venta por utilidad o necesidad de 108 bienes de los 

incapaces, están regulando en forma más justa el trámite referido. Produciendose, 

como lógica consecuencia, mayores beneficios para los incapaces, que los que obtienen 

con el trámite que señala nuestro Código de Procedimientos Civiles . 
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Hay, en estos ordenamientos, la intervención de un funcionario público,quien 

tiene atribuciones equivalentes a las del Procurador General de Pobres que está 

comprendido en nuestras ley~_ Pero mientras en nuestro medio legal unicamente se 

ordena que se le dé ti aviso "; en las ley_consultadas comprende: Costa Rica, 

,hay que ti darle audiencia tt; España t u debe oirse ft, t' Y debe darse la evacuación 

de la audiencia tI; Guatemala, exige" la intervención "; y Honduras, debe 11 darse 

audiencia u; se ve el interés que priva en dichos cuerpos legales de que el fun-

clona río correspondiente tenga una intervención directa en el tramite de la venta 

dé 108 bienes de los incapaces, y no el simple avíso a que alude nuestra ley, el 

que en muchos casos es omitido por los tribunales. 

Encontramos también que en las legislaciones mencionadas se admite la venta 

judicial y la extrajudicial; así como en la venta en pú,b1ica subasta se regula el 

límite de las posturas. aceptando únicamente aquellas que cubran el valúo dado a 

los bienes, y todo ésto, necesariamente, implica un beneficio para los incapaces. 

el que se traduce en obtener una mayor cantidad de dinero con la venta de sus 

bienes~ ya sea extrajudicialmente, como en subasta pública. 

En nuestro País. de conformidad al texto del Art. 267 C., no es permitida la 

venta extrajudicialmente de loa bienes de los hijos de familia. 

Nuestro legislador se apartó de su fuente chilena,ya que en la legislación 

citada se admite la venta de los bienes del hijo de familia en forma extrajudicial 

cuando la solicita el padre, no así cuando la piden 108 tut.ores, curadores, quienes 

sólo pueden vender en subasta pÚblica; pero en nuestro País para ambos caso~ ' se 

exige que la venta debe ser en pUblica subasta. 

El Art. 255 C. C. Ch. se lee: 

"UN dI! o se po ran enajenar ni hipotecar en caso alguno los bienes raíces 
del hijo, aun pertenecientes a su peculio profesional, sin autorización 
del Juez con conocimiento de causa. " " 

Al comentar dicha disposición dice Don Luis Claro Solar a pag. 338 del T. 111. 

Personas,de su Tratado "Explicaciones de Derecho Civil Chileno1lo siguiente~ 

.. u Para la enajenación o gravamen de los bienes raíces del hijo de fami­
lia, el padre necesita únicamente la autorización del juez con conocimien­
to de causa_ Generalmente el juez no concederá su autorizaci6n si no se 
le acredita que el acto es necesario o manifiestamente útil al hijo; pero 
al no exigir la ley que se pr~ la utilidad o necesidad manifiesta, deja 
al juez mayor latitud de acción exigiendole sólo el conocimiento de causa, 
es decir. de los hechos o de los prppósitos que motivan la enajenacion o 
gravamen. 
Al mismo tiempo, no exige la ley gue la venta de los bienes raíces del 
hijo de familia se haga en pública subasta; y por 10 tanto, el padre puede 
efectuarla privadsmente. " 11 
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Ventajas que los códigos de Costa Rica. España, Guatemala y Honduras establecen 

a favor del incapaz o incapaces al vender sus bienes: 

la.) - lntervención de un funcionario pUblico: 

COSTA RICA 

Art. 783 C. de Pro C. 

It Recibida la prueba, se dará audiencia por tres dí.as al Ministerio 
público y al Representante del Patronato Nacional de la Infancia o . 
de la Junta Proviacialcorrespondiente, y, sin más tramite, dictara 
el Juez auto de autorización o de denegación del permiso solicitado. 
Este auto será apelable en ambos efectos. tt 

ESPARA 

Art. 2.014 L. de E. C • 

.. Hecha la jusU.ficación y evacuada la audiencia del Promotor fiscal, 
el Juez, sin más trámites, dictara auto otorgando~negando la auto-
rización para la venta. 

Este auto será apelable en ambos efectos. " 

GUATEMALA 

Art. 422 C. Pr: C. y M. 

fI El Juez, con intervención del Ministerio Público y del protutor, 
en su caso, mandara recabar la prueba propuesta y practicará de 
oficio cuantas diligencias est~e convenientes. 

En caso de que fuere necesaria la tasación de bienes, será practicada 
por un experto de nombramiento del juez. n 

HONDURAS 

Art. 1046 inc. lo. y 20. C. de Pro 

" Cuando deba obtenerse autorización judicial para enajenar o gravar 
los bienes inmuebles de los incapaces, los derechos anexos a dichos 
bienes, o para darlos en arrendamiento, se expresarán las causas o 
razones que exijan o legitimen estas medidas, acompañando los docu­
mentos necesarios u ofreciendo información sumaria para acreditarlas. 

En todo caso se dará audiencia al Fiscal. 11 

Lo antes expuesto contrasta con el trámite que se sigue en nuestro raía, en 

el cual a veces, no se cumple con lo que establece el Art. 95 de la Ley Orgánica 

del Ministerio Público. 

2a.) - LA VENTA PUEDE REALIZARSE EXTRAJUDICI..ALMENTE: 

COSTA RICA 

Art. 787 C. de Pro C. 
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" Si la venta se pidiere por el padre o madre que ejerza la patria 
potestad, se observara lo dicho antes, con excepción de gue la venta 
pueda hacerse extrajudicialmente. ti 

ESPASA 

Art. 2.015 inc. 20. L. de E. C. 

tt ExceptUase de esta regla las ventas hechas por el padre o por la 
madre con patria potestad. Estos podrán realizarla sin otro requi­
sito que el de haber obtenido previamente la autorización judicial, 
con audiencia del Promotor fiscal y de las personas designadas en 
el artículo 205 de la Ley H.ipotecaria. It 

GUATEMALA 

Art. 423 inc. 20. C. Pro C. y M. 

ti Tratándose de la venta de bienes, el juez ,Podrá disponer que se ha­
ga en pública. subasta. fijando, los términos de la misma. It 

H O N D U R A S 

Art. 1046 inca 30. y 40. C. de Pro 

u Si se conciediee8i:!la autorización, fijara el Juez un plazo para que 
se haga uso de ella. n 

.. En caso de no fijar plazo alguno, se entender a caducada la autori­
zación en el termino de seis meses. " 

3a. ) - ApMISION DE POSTURAS EN CASO DE VENTA EN PUBLICA SUBASTA 

COSTA RICA 

Art. 185 C. de Pro C. 

" No será admisible. postura que no cubra el valúo. 11 

ESPARA 

Art. 2.018 L. de E. C. 

I! No podrá admitirse postura que no cubra el valúo dado a los bienes. " 

GUATEMALA 

Art. 423 ine. 20. C. Pro C. y M. 

11 Tratándose de la venta de bienes, el juez podrá disponer que se 
haga en pública subasta, fijando los terminos de la misma. ti 

4a. ) - fON'rRO.L POR PARTE DEL JUEZ DEL PRODUCTO OBTENIDO CON LA VENTA DE LOS BIENES 

DEL INCAPAZ 

COSTA RICA 

Art. 788 C. de Pro C. 
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ti El precio del remate se depositará en la cuenta corriente de! 
Juzgado mientras no se le dé la aplicación respectiva. Para cons­
tatar el provecho de la inversion el Juez podrá ordenar la prueba 
que creyere mas eficaz. ti 

E S P A fl A 

Art. 2.023 L. de E. C. 

11 Hecha la venta. cuidará el Juez, bajo 8U responsabilidad, de que 
se dé al precio que se haya obtenido~ la aplicación indicada al 
solicitar la autorización. JI 

GUATEMALA 

Art. 423 inca final C. Pro C. y M. 

u La declaratoria de utilidad y necesidad la hará el juez siempre 
bajo la responsabilidad de todos los que hubieren intervenido en las 
diligencias. pt 

HONDURAS 

Art. 1047 C. de Pro 

" Cuando la enajenación se haya verificado para cubrir con su pro­
ducto algún objeto determinado, el juez señalará al guardador el 
plazo dentro del cual deberá acreditar que el producto de la enaje­
nación se ha invertido en su objeto. " 

ABREVIATURAS EMPLEADAS: 

COSTA RICA 

C. de Pro C. Código de Procedimientos Civiles 

ES PARA 

L. de E. C. Ley de Enjuiciamiento Civil 

GUATEMALA 

C. Pro C. y H. : Código Procesal Civil y Mercantil 

HONDURAS 

C. de Pro CÓdigo de Procedimientos 
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La fijación del valúo de los bienes coreo límite de las posturas en la subaa-

ta que establecen las legislaciones antes relacionadas. tanto para vender los 

bienes de los incapaces, por razones de utilidad o necesidad, como en la veDta de 

bienes de 108 deudores morosos, en caso de ejecución, reporta mayores beneficios 

económicos para unos u otros; beneficios que no obtienen con la venta en pGblica 

subasta que está comprendida en nuestro Código de Procedimientos Civiles. porque 

el límite de posturas es muy bajo. 

Pero los beneficios antes referidos se lograrán en nuestro País, si un día 

es aprobado el Proyecto de Código Procesal Civil, en el que se establece, como 

l!mite de posturas, el valúo dado a 109 bienes, tal como 10 leemos en las siguien-

tes disposiciones. 

Art. 864 P.C.P.C. ti No se admitirá postura por menoa del valor gue haya servido 
de base para el remate. Tampoco se admitirá la que no sea en 
dinero de contado, sí no es con el consentimiento del acree~or. 
También no se admitirá y será rechazada, la que haga persona 
que no fuere conocida y arraigada a juicio del Juez, salvo · que 
el acreedor consienta en ella, o se presente dinero en el acto 
o cheque certificado o se afiance la entrega con persona abonada ." 

Art. 862 p.e.p.c. ti El juez, con vista del informe del Registrador, del valúo, 
de que los carteles fueron fijados con la anticipación debida, 
que han transcurrido quince días después de la última publicación 
del cartel en el Diario Oficial y que la-sentencia de remate esta 
ejecutoriada, a solicitud de parte o de oficio, señalará día y 
hora para el remate de los bienes, con las citas de ley, y manda­
rá fijar nuevos carteles. Estos contendrán además de lo ordenado 
en el Art. 857, el lugar y día y hora del remate, como el valúo 
que ha de servir de base. Los carteles han de fijarse con ocho 
d!as de antelación, por lo menos, a la fecha señalada para el re­
mate. Todo pena de nulidad . 

Para cada nuevo señalamiento de remate será necesario fijar 
nuevos carteles. " 

Para los incapaces sera beneficioso este procedimiento porque, tal como está 

expuesto en el Caprtulo anterior, la venta de sus bienes se hará de conformidad a 

la subasta del Juicio Ejecutivo. 

Pero en lo que más se denota la preocupación de los legisladores que decretaron 

los Códigos consultados, fuera del marcado interés porque el incapaz o incapaces 

obtengan beneficios económicos con la venta de sus bienes, es en el control directo 

que ejerce el Juez sobre el producto obtenido con la venta, no dejándole al tutor o 

curador las amplias libertades para invertir los fondos referidos; no así en nuestra 

ley que les permite una gran libertad. 

De los códigos consultados se ha extraído el texto del Capítulo que trata sobre 

la venta de los bienes de los incapaces y se ha formado un apéndice anexo a este 

capítulo; haciendo mención especial de las veotajas que- obtienen los incapaces al 

vender 8US bienes de conformidad a dichas legislaciones. ---- -~ 
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tt fI AR.'I'ICULO 781.- Las autorizaciones a que se refieren 106 artículos 
133 y 206 del C6digo Civil. deben solicitarse por quien tenga la debida 
representación del menor. 

ARTICULO 182.- Para acreditar la necesidad y utilidad se recibirán p~e­
ba pericial y las más que se rinda o que el Juez creyere conveniente. 

El~ perito & peritos serán nombrados a propuesta del Patronato Nacio­
nal de la Infancia y si éste no qULs1ere o no pudiere hacer la designación, 
la hará - el Juez procurando que recaiga en persona de honorabilidad y sin 
nexos con el solicitante. 

ARTICULO 783.- Recibida la prueba, se dará audiencia por tres días al 
Ministerio Público y al Representante del Patronato Nacional de la Infan­
cia o de la Junta Provincial correspondiente, y, sin mas trámite. dictará 
el Juez auto de autorización o de denegación del permiso solicitado. Este 
auto sera apelable en ambos efectos. 

ARIlCULO 784.- Dada la autorización se procederá al avalúo de los bienes 
del contrato por el mismo o los mismos peritos que hubieren dictaminado 
sobre necesidad y utilidad~ En cuanto al procedimiento de la subasta se 
ijEAtS a lo dicho en el título del juicio ejecutivo. 

Los honorarios del perito o de los peritos se fijarán conforme a la 
tarifa que establece el artículo 11, inciso 6.. de la Ley No. 10 del 23 
de Diciembre de 1937. Para el efecto del pago de honorarios. el dictamen 
sobre utilidad y necesidad y el ava.lúo se tendrán como un solo dictamen. 

(Así reformado por la Ley No. 1089 de 3 de Septiembre de 1947). 

ARTICULO 785.- No sera admisible postura gue no cubra el avalúo. 

ARTICULO 786.- Si no hubiere postor~ podrá pedirse después en cualquier 
tiempo, que se saquen de nuevo los bienes a remate y pasado un año desde 
el día señalado para la primera v~z podrá pedirse nuevo avalGo de peritos. 

ARTICULO 787.- Si la venta se pidiere por el padre o madre que §jerzs la 
patria potestad, se observara 10 dicho antes. con excepción de que la venta 
pueda hacerse extrajudicialmente. 

ARTICULO 788.- El precio del remate se. depositará en la cuenta corriente 
del Juzgado mientras no se le dé la aplicación respectiva. Para constatar 
el provecho de la inversión el .Juez podrá ordenar la prueba que c.reyere 
más efica.z. 

ARTICULO 789.- La autorización para celebrar compromiso o transacción so­
bre bienes del menor se pedirá por quien lo represente legalmente. 

En el escrito se expresara el motivo y el ohjeto del compromiso o 
transa.cción. 
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Se exhibirá también con el escrito los documentos y antecedentes 
necesarios para formar juicio exacto. 

ARTICULO 790.- Si sobre el derecho en que deba venir el compromiso o 
transacción hubiere pleito pendientes el escrito se presentara en los 
mi8lllOs autos. 

ARTlaJLO 791.- Si para la necesidad y utilidad del compromiso o tran­
sacción fuere conveniente la justificación de algún hecho o la practica 
de alguna diligencia, las acordara el Juez. 

ARTICULO 792.- Practicado todo esto. se correrá audiencia por tres dias 
comunes al representante del Patronato Nacional de la Infancia o de la 
Junta Provincial correspondiente y al Ministerio Público para que emitan 
9U dicatamen. 

ARTICULO 793.- Evacuada la audiencia, resolverá el Juez si se concede o 
no la autorización solicitada. 

Este auto será apelable en ambos efectos. 

ARTICULO 794.- Para hipotecar bienes del menor, tomar dinero prestado 
en su nombre, proceder a la división de bienes, aceptar o repudiar he­
rencias, se observaran las disposiciones anteriores en lo que fueren 
aplicables. 

ARTICULO 795.- Del mismo modo, son aplicables las disposiciones de 
este Título con respecto a los bienes de los que se hallen en curatela, 
excepto las referencias a intervención del Patronato Nacional de la In­
fancia. 

ARTICULO 796.- Al autorizar cualquier acto o contrato que afecte bienes 
de menores o incapacitados, deberá el Juez decretar todas las medidas 
que juzgae necesarias para garantía de los interesados. Cuando se auto­
rice la venta de bienes para adquirir otros, el Juez intervendrá en el 
otorgamiento de los documentos respectivos y en el recibo y pago de los 
precios correspondielltes e investigara la situación legal. gravámenes y 
demás circunstancias de los bienes que vayan a adquirir o a recibir en 
garantía los menores o incapacitados. 

BIBLIOTECA CENT~~=_I 
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ESPARA 

ti LEY DE ENJUICIAHIENTO CIVIL" 

" TI! U L O XI " 

" DE LA ENAJ~~ACION DE BIENES DE MENORES E INCAPACES Y TRANSACCION 

ACERCA DE SUS DERECHOS 11 

" .. 2.011. Será necesaria licencia judicial para enajenar o gravar los 
bienes de menores o incapaces que correspondan a las clases siguientes: 
lo. Inmuebles. 20. Efectos pÚblicos y valores de toda especie. sean 
al portador o nominativos. 30. Derechos de todas clases. 40. Alhajas, 
muebles y objetos preciosos que puedan conservarse sin menoscabo. 

2.012. Para decretar la venta será necesario: lo. Que la pida el padre 
o, en su caso, la madre del hijo no emancipado. Si éste fuere mayor de 
doce y catorce años, respectivamente, según su sexo, firmara también la 
petición. 20. Que a falta de padre, lo pida el tutor del menor, el cu­
rador del emancipado, o el menor asistido de Su curador. 30. Que se 
exprese el motivo de la enajenación o el objeto a que deba aplicarse la 
suma que se obtenga. 40. Que se justifique la necesidad outtilidad de 
laenajeción. 50. Que se oiga sobre ello al Promotor fiscal. 

2.013. Cuando la justificación a que se refiere el número cuarto del 
artículo anterior haya de hacerse por medio de testigos, deberán ser tres, 
por lo menos, dando fe el actuario de conocerlos. Si no los conociere, 
exigirá la presentación de dos testigos de conocimiento. 

Esta justificación se practicara con citación del Promotor fiscal. 

2.014. Hecha la justificación y evacuada la audiencia del Promotor fis­
cal, el Juez, sin más trámites, dictará auto otorgandDo negaDdola auto­
rización para la venta. 

Este auto será apelable en ambos efectos. 

2.015. La autorización se concederá en todo caso bajo la condición de 
haberse de ejecutar la venta en pública subasta, y previo avalúo si se 
tratare de bienes comprendidos en alguno de 108 números primero, tercero 
o cuarto del artículo 2.011. 

Exceptúase de esta regla las ventas hechas por el padre o por la ma­
dre con patria potestad. Estos podrán realizarla sin otro requisito que 
el de haber obtenido previamente la autorización judicial, con audiencia 
del Promotor fiscal y de las personas designadas en el artículo 205 de 
la Ley Hipotecaria. 

v. arto 164 CC. 

2.016. El Juez hará siempre el nombramiento de peritos para el avalúo, 
los cuales no podrán ser recusados. Tampoco podrá serlo el tercero, si 
hubiere h~bido necesidad de nombrarlo por haber discordado los dos pri­
meros. 

2.017. Hecho el avalúo, mandará al Juez que se anuncie la subasta por 
el termino de t.reinta días, designan4le1 día, hora y local en que haya 
de celebrarse t y que se fijen. edictos en los sitios de costumbre, in­
sertándolos además, si lo estima conveniente, en algún periódico oficial. 

2.018. ~DRA ADMITIRSE: POSTIlRA QUE NO CUBRA EL VALOR DADO A LOS BIENES. 

2.019. No hebiendo postura admisible, el tutor o curador podrá hacer 
cualquiera de las pretensiones siguientes: la. Que se le tenga por apar-
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tado y se sobresea en el expediente. 2a. que se le autorice para la 
ytlnta extrajudicial por el precio y las condiciones que sirvieron para 
la subasta. 38. Que se anuncie segunda subasta con la rebaja de un 
20 por 100 en el precio. 

En el caso de que opte por la segunda pretensión, si dentro del 
año de verificada la primera subasta no pudiere realizar la venta ex­
trajudicial, podrá pedir que se anuncie otra con la rebaja indicada. 

2.020. La segunda subasta se celebrara con las mismas solemnidades 
que la primera. 

Si tampoco hubiere postor, podrá el Juez autorizar al tutor o cu­
rador para la venta extrajudicial por el precio de dicha segunda su­
basta. 

2.021. Cuando la v¿nta se solicite para el pago de deudas u otra 
necesidad, podrá celebrarse~ a petición del tutor o curador, tercera 
subasta, con rebaja de otro 20 por 100 sobre el tipo señalado en la 
segunda. 

Si tampoco resultare postura admisible, podrá autorizarse al re­
presentante del menor para realizar extrajudicialmente la enajenación 
por el precio señalado para la tercera subasta. 

2.022. Los valorea expresados en el número segundo del artículo 2.011, 
se enajenarán siempre por medio de Agente o Corredor de Bolsa que nom­
bre el Juez y al precio de la cotización oficial. 

2.023. J;h~cha la vene.a. cui dará c.l Juez" bajo su responsabilidad, de 
que se dé al · precio que se haya obtenido, la aplicación indicada al 
solicitar la 8utorizaci5n. 

2.024. El precio se entregará, mientras se da la aplicación correspon­
diente, al tutor o curador si estuvieren relevados de fianza. o si las 
que tengan prestadas son suficientes para responder de él. 

En otro caso, se depositarán en el establecimiento público en que 
deban constituirse los depósitos judiciales. 

2.025. La autorización para transiguir sobre los derechos de los me­
nores o incapacitados, se pedira por las mismas personas que la venta 
de bienes. 

En el escrito en que se pida. se expresarán el motivo y objeto de 
l a transacción. las dudas y dificultades del negocio, y las razones 
que la aconsejen como útil y conveniente, y se acompañará el documento 
en que se hubieren formulado las bases de la transacción. 

Se exhibirán también con el escrito los documentos y antecedentes 
necesarios para poder formular juicio exacto sobre el negocio. 

2.026 . Si sobre el derecho transigible hahiere pleito pendiente. el 
escri to se pregent ar~ en los mismos autos. 

2.02 ' . Si para demos trar la necesidad de la transacción fuera necesa­
rio f) conveniente l a justificación de algún hecho o la practica de al­
guna dilige.ncia, las acordara el Juez, y s e lleva"ran a efecto con cita­
ción del Promotor fi scal. 

2.028 , Hecho lo pre~enido en los a rtícul os anteriores, pasaran las 
diligtncias al Promot or fiscal para que exponga lo que tenga por con­
veni en te. 
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2.029. Devueltas por el Promotor fiscal. el Juez dictará auto conce­
diendo o negando la autorización para la transacción, según lo estime 
conveniente a los intereses del menor o incapacitado. 

Si la concede, aproDará o modificará las bases presentadas, man­
dando Gue se dé testimonio,. con los insertos necesarios,. al tutor o 
curador para el uso correspondiente. 

Estos autos seran apelables en ambos efectos. 

2.030. Para hipotecar o gravar bienes inmuebles o para extinción de 
derechos reales que pertenezcan a menores o incapacitados. se obser­
varan las mismas formal.id.ades establecidas para la ... ·enta, con exclu­
sión de la subasta. tt n 
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ti CODlGO PROC!S~ CIVIL y MERCANTIL ti 

" LIBRO CU~ ti 

.. PROCESOS ESPECIALES ff 

T 1 TUL O 1 

JURISDICCION VOLUNTARIA 

CAPITULO TI 

ASUNTOS RELATIVOS A ~~ PERSONA Y A LA FAMILIA 
., p " l ' .. 

S E C ~ 1 ,..,O.....-N_-..:;;T, E,R e E ti 

mcnort!~ incapaces y ausente~. 

.D 1 S e _E B. N 1 M.. 1 E N T o D E CARGOS 

If 11 ARTICULO 418. Todo tutor, protutor o guardador. deberá solicitar 
del Juez de Pritñera Instancia el discernimiento del ca.rgo; y el Juez, 
antes de confirmarlo o discernirlo. podrá seguir. de oficio, informa­
ción respecto a la moralidad y aptitud del nombrado. Con el resultado 
de la informaci6n, el Juez confirmará o no el nombramiento y discerni­
rá el cargo, pr4vio inventario y avalúo de los bienes, as! como al 
otorgamiento de las garantiss correspondientes. confo~ al C6digo 
Civil. tf 

EXCUSA.f5!i IMPEDIHENroS. y REM~ 
i •• 

ARTICULO 419. Las excusas o i=pedimentos para ejercer los cargos de 
tutor, protutor o guardador t deben prese.ntarse dentro de quince días, 
contados desde la fecha de la notificación del nombramiento. Sin ~ 
bargo, ser' admisibles en cualquier tiempo los que sobrevinieren du­
rante el ejercicio de dichos cargos. Mientras no est' aceptada la 
excusa y discernido el cargo a otra persona. no podrá separarse del 
ejercicio del cargo el que haya propuesto la excusa o impedimento. 

La r~oción del tutor, protutor o guardador. ser' tramitada en 
forma de incidente. con intervención del Ministerio .úblico. 

DISPOSICIONES Y GRAVAMEN DB BIENES - - ~,~~--~--= 

ARtICULO 420. Para enajenar o gravar bienes de menores, incapaces, o 
ausentes, el que 108 tenga bajo su adminietraci6n deber~ obtener licen­
cia judicial, probando plenamente que hay necesidad urgente o que resul­
ta manifiesta utilidad del acto que se pretende verificar, en favor de 
su representado. 

Hay utilidad y necesidad en los contratos sobre bienes de menores, 
incapaces o ausentes: 

10. Cuando los productos de los bienes raices no alcanzan para 
satisfacer créditos legítimos o pars ll~nar necesidades pre­
cisss de alí.tnentaci6n del menor o incapaz; 

20. Cuando para conse.rvar 10$ bienes y sus productos, no se puede 
encontrar otro medio que el de gravarlos; y 



30. Cuando ue proporciona la redenci5n de un gravamen w~yor por 
otro menor. 

SOLICITUº, 

ARXlCULO 421. El 801icit~nte manifestara, ante el Juez respectivo: 

lo. El tItulo con que administra los bienas, el cual deberá acom­
pañ8r; 

20. Los motivos que le ($bHgan a solicitar la licencia; 

30. Los medios <le prueba para ac.re¿itar la. utilidad y necesidad 
del contrato u obligación. 

40. Las bases del contrato respeetivo; y 

50. Los bienes que administra\, con designación de los que se pro­
pone enajenar o gravar. 

ARTICULO 422. El Juez, con intervención del Ministerio Público y de.1 
protutor, en su caso, mandará recabar la prueba propuesta y practicara 
de oficio cuantas diligencias estime convenientes. 

En caso de que fuere u.eceg,ar'ia la tss8cilln de bienes. sera prac­
tica,da por un experto de nombramiento del Juez. 

ARTICULO 423. Recabada la prueba y ordo el. Ministerio PtThlico, el 
Juez .i~t&rá auto que deb(!rá contener: 

lo. Si son o no fundad~s las oposiciones que se hubieren planteado; 

20. La declaratoria de utilidad y ne.cesidad. en su C8.S0; 

30. La autorización para proceder a la venta o gravamen de los bienes; 
fijando las bases de la operación; 1 

40. El nombramiento de notario y la determinación de los pasajes 
conducentes del é~~ediente~ que deban incluirse en la escritura, 
en la quecotnparecera también el Juez. 

Tratándose de la venta de bienes, el Juez podra disponer que se haga 
en pública subasta, fijando los t~rminos de la misma. 

La deelaratoria de utilidad y necesidad la har~ el Juez siempre bajo 
la responsabilidad de todos los que hubieren intervenido en las diligencias. 

ARTICULO 424. Para otros casos en que se necesite la autorización judicial 
se observarán lae prescripciones de esta secci6n, en lo que fueren aplica­
bles. n tt 



ti CODlGO DE P~CE~l1!!.~ ti 

" L1BR 9 .. !! 
DE LOS ACTOS JUDICIALES NO CONr~CIOSOS 

DE LA A1J'fORlZAc:.;'~N JUDl~ PARA. EN!yENAA, G!ll\.V'Alta O D~ EN 

~DAtnEN!o POR L.,\!qQ .. }'lEM?O BIENES DE INCAPACES. " 

ff tt Art. 1046~ Cuando deba obtenerse autorización jud.icis.l para enaje­
nar " grsV'8.r los bienes irunuf,bles de los itlcapac.es ~ 108 derechos anexos 
a dichos bieru.Hi J o para dar.'los en sr1:cn.d.amiento, se expresaran las cau­
sas o razones que exijan (1 legitime.n estas medidas" acompañando loe do­
cumentos necQsa:tl:o$ u ofrnciendo inforw!lción sumaria paI'é:l acreditarlas. 

En todo caso S(~ dara audiencia al Fiscal. 

Si se concediere la aut.orlzación, fijarli e.l Juez un. plaz.o para que 
se haga uso de el.la. 

En caso de nG' fijar p18,~(} alguno, se entenderá ca.ducada la autori­
aaci5n en él t~nnino de ~uüa Ql:eses. 

Art. 1047. Cuando la enajenación se h~y8 verificado para cubrir con su 
prod~cto algún objeto dete~minado~ el Juez señalará al guardador el pla%o 
dentro del cual deber' acreditar que. el producto de la enajenac:i5n se ha 
invertido en su objeto. n I? 
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~ A P 1 1 t lJ L O _ V ,l. 

~ALUO DE LOS BIENEI_PARA EFECTOS 

10) - !..JL.. e 1 .:1_ u .! ci P no E j e e u t :l..Y.....2. 

a) - ~ O. D. ! e n e, i!J n a 1~ 

b) - P e r i e i a ~. 

20) - E n 1 a Ven t a p ~~~ U t ~ ~ id. d ~ 

N e e e s ida d. _ loe J - - , 
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El valúo de los bienes inmubles que sirve de base para efectos de subasta, no 

ha sido tratado con criterio realista, ésto se debe a que en ningún momento ha co­

brado importancia. en el aspecto legal, y c~tamente en el Derecho Civil y Pro­

cesal Civil el concepto de la PLUSVALIA. Mientras estas ramas del Derecho la han 

~ratado muy conservadoramente, sin hacer muchobincapíé en ella, encontramos qae 

para las ciencias socio-económicas y en el Derecho Mercantil si tiene ~ fundamen­

tal importancia. 

La época que vivimos plantea una exigencia inmediata a nuestros legisladores, 

a fin de que reorienten lo referente al valúo que se da a los inmuebles en una 

forma más justa. y que responda al interés económico de acreedores y deudores; dado 

que de ésto depende la subsistencia de un fuerte sector del pueblo. 

El Estado para proporcionar a los ciudadanos mejores formas de vida. de acuerdo 

a las exigencias modernas, siempre incurre e incurrirá en fuertes empréstitos, los 

cuales se destinan en una forma planificada a obras de infraestructura, dentro de 

las cuales encontramos, como ejemplos: la construcción o mejora de carreteras y 

caminos, a fin de int~Yar al desarrollo socio-económico las áreas urbanas. sub­

urbanas y rurales; tendido de líneas conductoras de energía el¡ctrica; ampliaci5n 

o mejora en el transporte por ferrocarril; construcción de puertos y aeropuertos 

modernos. Para atender 10 relativo a la salud del pueblo construye hospitales, lo­

cales o regionales, puesto y unidades de salud. La superación cultural del pueblo 

la atiende con la construcción de escuelas, para atender la educación primaria; 

institutos especializados o técnicos, para la educación media; man,tenimiento y fi­

nanciamiento de la educación superior o univeTsitaria. Esta última es atendida, 

ya sea con una sola Universidad o varias y con Centros Regionales, que ésta o éstas 

crea o crean, para atender en todos sus aspectos la formación de la clase profe­

sional, de la cual ningún país en el Mundo puede prescindir, por grande o pequeño 

que sea, ya se encuentre clasificado como desarrollado o subdesarrollado. 

Todo lo antes expuesto conduce al cumplimiento de los fines del Estado, estos 

fines en parte consisten en: dar y reformar leyes que busquen el progreso socio­

económico , y así obtener mejores condiciones de vida para el pueblo. Los fines 

del Estado los encotramos cuando leemos los artículos de nuestra Constitución, que 

específ icamente hacen referencia a: la cultura, la salud, el bienestar económico, 

la jus ticía socíal, la familia, el ciudadano, los derechos individuales, vivienda, 

derechos de los trabajadores, protección de los hijos, fomento y desarrollo de la 
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pequeña propiedad rural, el comercio y la pequeña industria. 

El progreso social y mejores condiciones de vida de los ciudadanos de un país, 

depende, en gran medida, de la promulgación de leyes que respondan a las exigencias 

sociales, políticas y económicas que 108 diversos períodos de progreso o crisis 

.plantean en la vida interna de los países; así como de la revisión de las leyes 

existentes, a fin de actualizarlas y adaptarlas a la dinámica de las exigencias 

moderuas. Se incluyen, también ,todas . las obras de infraestructura que el Estado 

realiza, y esto aplicado a la propiedad privada iumobiliaria da por resultado una 

plusvalía de ésta, es decir, un aumento en su valor real o en su valor comercial. 

Pero es lamentable que a todo ésto, no se le de la máxima importancia cuando se 

recurre a valorar un inmueble que se ofrece en garantía de un préstamo, desde el 

punto de vista Civil, o desde el aspecto Mercantil, esto último cuando se hace 

referencia al ti PRESTAMO MERCANTIL u, Artículo 1142 C. Cm.; digo que no se le da 

importancia, porque el acreedor, sea persona natural, o de las personas jurídicas 

que explotan el crédito institucionalizado, o PRESTAMO MERCANTIL como le llama el 

c. Cm. en el Art. 1142, únicamente toma en cuenta la garantía que recibe como res-

paldo al crédito que concede o a la obligación que reclama. sin importarle el valor 

del bien inmueble en relación con la cuantía del préstamo otorgado. 

Por considerar de mucha importancia lo referente a la garantía y valúo de las 

¡arantías inmobiliarias que se hace en el Voltimen Il del " eREDITO AGRICOLA EN EL 

SALVADOR 11 Y que tiene aplicación, con ciertas variantes. en todo préstamo, inclu-

yendo aquellos en que se graven inmuebles de incapaces, se hacen las siguientes 

citas: 

1 a.) - .. Garantías reales inmobiliarias ": 

En los préstamos de mediano y largo plazo las instituciones de crédito inva­
riablemente exigen una garantía hipotecaria, y la obligación recae sobre los 
bienes inmuebles ofrecidos en garantía y no en la persona del deudor. El 
valor de los inmuebles. tasados en forma muy conservadora por los peritos de 
las instituciones de cr€dito,. dete~ina el~ite de la cuantía de los presta­
mos a concederse, el cual varía desde el 50 hasta el 60 por ciento como máximo. 
Esta rigidez en la proporción de la suma prestada limi~a muchas veces la satis­
facción de las necesidades legítimas del crédito de los agricultores, por lo 
que 'stos se ven precisados a recurrir a otras fuentes de financiamiento para 
colmar la diferencia no cubierta. 

Algunos bancos comerciales, sin embargo, siguiendo m€todos en extremo conser­
vadores, exigen ~bs hipotecarias aún para créditos de corto plazo des­
tinados a operaciones corrientes de la produccign agícola. Tales exigencias, 
como ya se ha mencionado, sglo son para aquellos agricultores de menor capa­
cidad económica, o sea los que no forman parte del grupo selecto de clientes, ti 

pgs. 445 y 447. 
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2a.) - 11 El crédito agríCOla a largo plazo solamente ha sido atendido por las 

instituciones mixtas y estatales, y en poca forma por los prestamistas 
particulares. La garantía hipotecaria invariablemente acompaña esta forma 
de financiamiento, para lo cual se efectúa avalGos en forma muy conserva­
dora. concediéndose en préstamo sólo un porcentaje del valor tasado, el 
cual. en la mayor parte de veces, resulta insuficiente para llevar a cabo 
un adecuado plan de inversiones. El financiamiento a largo plazo propor­
cionado por las instituciones de crédito ha sido tan limitado que,4el vo­
lUmen total de crédito agropecuario que se ha concedido en 108 últimos años, 
sólo el 3% se ha otorgado a largo plazo. Los prestamistas particulares 
si¡uen el sistema de otorgar crédito a un año prorrogable en forma sucesiva; 
dichas prórrogas se prometen en forma verbal, por lo que a veces no se cum­
plen y a ello se debe la frecuencia de situaciones de despojo de propiedades 
dadas en garantía, lo que agrava la tenencia de la tierra en el pds. " 11 

pg. 451. 

3a.) - .. ~n El Salvador, el crédito a largo plazo es atendido principalmente por 
las instituciones de crédito mixtas o estatales y por los prestamistas par­
ticulares. .... pago 435. 

4a.) - " Desafortunadamente en el país no se cuenta con estadísticas ni datos con­
cretos sobre las operaciones de crédito que se efectuan a travea de los 
prestamistas particulares, ni tampoco se han tomado medidas efectivas para 
contrarrestar sus efectos. " 11 pago 436. 
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VALUO DE LOS BIENES PARA EFECTOS DE SUBASTA 

a) - En el Juicio Ejecutivo: 

1) - VALVO CONVENCIONAL 

Nuestro Código de Procedimientos Civiles lo comprende en el Art. 606 lnc. 40., 

que se lee: 

ti .. Las partes contratantes pueden estipular el precio que sirva de 
base · a la subasta pública de determinados bienes en caso de ejecuC10nj 
pero deberán hacerlo en escritura pública, en la que además conste que 
el Notario hizo saber al deudor los efectos consiguientes a la falta 
de cumplimiento de su obligación. En tal caso, y para la venta pública 
no habrá necesidad de valúo; pero los edictos correspondientes conten­
drán el precio de la base estipulada, y el 1rmite de las posturas sera 
siempre las dos terceras partes, como en el valíÍo pericial. 11 .. 

Este valúo, al que nuestra ley le llama convencional, con toda la pureza legal, 

en la práctica se ha Yiciado su finalidad jurídica, llegándose a extremos impositivos 

y gravosos en su manejo; produciendo un perjuicio demasiado oneroso en el bienestar 

económico del deudor. 

Es impositivo, porque no se cumple el postulado legal de la libertad de contra-

ción, y no se cumple, a decir verdad, dado que la única voluntad que priva, en todo 

contrato, es la del acreedor, él impone las condiciones, las que al final llegan a 

ser verdaderas cláusulas de adhesión para el deudor. 

El deudor, especificamente, en el caso de comprometer un inmueble, con el fin 

de obtener un crédito, acepta en todas sus partes, la apreciación que hacen los 

peritos que han de valuar o justipreciar el inmueble que ofrece en garantía, y éstos 

son nombrados por el acreedor. Al ser nombrados por el acreedor es imposible que 

los peritos emitan un dictamen imparcial, es decir, un verdadero justiprecio del 

bien, que garantice tanto al acreedor como al deudor. 

En la forma como se maneja el valGo convencional, se puede decir, que esta en 

contra del Principio de Igualdad, contenido en el Art. 150 Cn.; digo que dicho va­

l Go está en contra del principio referido, porque la parte acreedora obtiene todas 

las ventajas sin sacrificar, dentro del contrato, ningún derecho o recurso, no así 

el deudor que acepta todas las condiciones, inclusive renunciar por anticipado los 

derechos y recursos que le otorga la ley. 

Aunque digamos que la parte deudora acepta todas las cláusulas de un contrato, 

de conformidad al Principio de la Libertad de Contratación, comprendido en el Art . 

174 Cn.; o que el valúo convencional es aceptado por el deudor de conformidad al 
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principio de Libre Disponibilidad de los Bienes, comprendido en el Art. 173 Cn., 

cuando leemos: " tt 

conforme a la ley. 

Toda persona tiene derecho a disponer libremente de sus bienes 

11 11 , la realidad es que son verdaderas cláusulas de adhesión, 

las cuales el deudor no tiene otra alternativa, ante la necesidad de utilizar un 
r 

crédito, que aceptarlas; y en esta situación se pueden encontrar los incapaces 

cuando sus guardadores les hipotecan sus bienes. 

La situación en que se coloca a todo deudor choca con las ~s elementales 

normas de justicia ·social, dada la desventaja en que se encuentra, ya que es la 

parte más débil en la relación crediticia. 

Se han cometido tantos abusos con la libre contratación, que se ha llegado al 

extremo en que la práctica ha impuesto las clausulas más onerosas al deudor; lle-

gando a los extremos de imponer la renuncia anticipada de derechos y recursos que 

la ley le franquea, fundamentando esta situación en el Art. 20. del C. de Pro C., 

que dice, en la parte que comprende esta renuncia: 

" " Las partes pueden renunciar los procedimientos establecidos a su fa-

vor, en lo civil, de una manera expresa; tácitamente sólo podrán hacerlo 

en los casos determinados por la ley. tt " 

La renuncia anticipada de derechos y recursos en materia procesal, coloca al 

deudor en franca desventaja con el acreedor; esta renuncia está en contra del Prin-

cipio de rngualdad que comprende nuestra Constitución en su Artículo 150. 

La renuncia referida, estimo, esta en contra, también, del Principio de 19ual-

dad en materia procesal, ya que el acreedor o ejecutante hace uso de todos los re-

cursos que le ptlr1llttc la ley, dado que de su parte no existe ninguna renuncia 

anticipada de derechos o recursos; de lo ex·puesto se concluye que: cualquier vicio 

o error que se dé en el desarrollo del proceso lo puede enmendar, haciendo uso de 

los recursos correspondientes. Pero el deUdor o ejecutado no puede aprovechar los 

vicios o errores que se p1"1!!SIe'1lt~~ en el proceso, a raíz de que anticipadamente ha 

renunciado los derechos y recursos que le permitirían tener ·las mismas oportunida-

des procesales. 

Haciendo referencia al principio relacionado dice don Eduardo Couture, en su 

obra ti Fundamentos de Derechos Procesal Civil ", páginas 183 y 184, lo siguieate; 
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" El principio de igualdad domina el proceso civil. 

Este principio es, a su vez, una manifestación particular del prin­
cipio de igualdad de los indivíduos ante la ley. Su fórmula se reune en 
el precepto ya mencionado AUDLATUR ALTERA PARS (aigase a la otra parte). 

Oir a la otra parte es la expresión de lo que se denomina bilatera­
lidad de la audiencia (26) en las doctrinas alemana y angloamericana. 

Este principio consiate en que, salvo situaciones excepcionales es­
tablecidas en la ley, toda petición o pretensión formulada por una de 
las partes en el proceso, debe ser comunicada a la parte contraria para 
que pueda esta prestar a ella su consentimiento o formular su oposición. 
Conforme ~ este principio, el juez no procede de plano sino en aquellas 
situaciones en que la ley 10 autoriza expresamente. 

tes: 
Las aplicaciones más importantea de este principio son las siguien-

g) - ambas partes tienen iausles posibilidades de presentar sus 
exposiciones de conclusión o alegatos y de impugnar mediante 
recursos las resoluciones que les sean adversas. 

Como se advierte por esta enumeración, el principio de igualdad 
surge de una repetición obstinada y constante, advertida a lo largo de 
todo el proceso de las soluciones de equiparación. " " 

Algo más,al gravar un inmueble se incluye otra cláusula en el contrato que 

dice: 11 en el valúo referido quedan comprendidas todas las construcciones o mejo-

ras, presentes o futuras. n. Esta nueva inversión presente o futura en el inmue-

ble gravadotP"''''~hIi1* .......... , una variación muy considerable en el valor 

real del inmueble. 

Tenemos el caso de las lotificaciones urbanas o las situadas en las diversas 

playas y en las que se venden lotes a plazo, cuyo costo, a veces, va de t8,OOO.OO 

a t23,000.00, más o menos, sin construcción, y en los cuales sus propietarios cons-

truyen cualquier tipo de casa, o mejoras a la existente; como consecuencia de dicha 

construcción su valor se duplica o triplica, pero el valúo convencional del bien 

permanece estático. 

Haciendo referencia a la garantía inmobiliaria y al valúo convencional se ca-

menta en el Volumen 11 del " ti CREDITO AGRICOLA EN EL SALVADOR" ", pagina 445, lo 

siguiente: 

11 11 En los préstamos de mediano y largo plazo las instituciones de crédito 
invariablemente exigen una garantía hipotecaria, y la obligaci6n recae 
sobre los bienes inmuebles ofrecidos en garantía y no en la persona del 
deudor. El valor de los inmuebles, tasados en forma muy conservadora por 
los peritos de las instituciones de crédito. determina el l{mite de la 
cuantía de los prestamos a concederse. el cual varía desde el 50 hasta el 
60 por ciento como máximo. Esta rigidez de la proporción de la suma 
prestada limita muchas veces la satisfacción de las necesidades legítimas 
del crédito de los agricultores, por lo que estos se ven precisados a re-

currir a otras fuentes de financiamiento para colmar la diferencia no 

cubiert.a " " 11I~~,~.Lr~~.TE_ ' __ ,:!'; ,- ~ 1 



Como ejemplo de lo~desventajoso que es el valúo convencional tenemos, para el 

caso, el siguiente: 

Una persona compra un solar en San Salvador, su valor es de t8,OOO.OO, 
los cuales paga al contado; posteriormente lo grava con primera hipo­
teca al prestar t4,OOO.OO, con los que concluye la construcción de una 
casa situada en dicho solar por un valor de t20,OOO.OOj esto significa 
que el valor real del inmueble es de t28,OOO.OO. Pero sobre este pesa 
el gravamen hipotecario referido y en el contrato de mutuo con garantía 
hipotecaria que ha firmado existe la clausula que dice: que valúa el 
bien hipotecado en la suma mutuada, incluyendo las construcciones pre­
sentes o futuras; esto quiere decir que el valúo de dicha casa para 
efectos de subasta es de t4.000.00; y en caso de remate las posturas 
admisibles serían las dos terceras partes de la suma mutuada, es decir. 
t2,666.67, no obstante tener el inmueble un valor real de VEINTIOCHO 
MIL COLONES. 

Al margen favorable que le reporta al acreedor el valúo convencional del bien~ 

hemos de agregar el que le reporta la renuncia anticipada de derechos y recursos 

que hace el deudor; así tenemos que para el acreedor significa doble ventaja, una 

desde el aspecto econOmico, esto es el val úo convencional en la suma mutuada del 

inmueble gravado, y la otra desde el punto de vista procesal con la renuncia anti -

cipada que hace el deudor de derechos y recursos que en determinado momento podría 

hacer valer, pero que a causa de la renuncia no estropea el desarrollo del proceso 

haciendo uso de las oportunidades que la ley le franquea. 

Ha sido como consecuencia del abuso que se ha dado al manejo de la liberalidad 

que plantea el Art. 20. parte 2a. C. Pro C. que en el Proyecto de Código Procesal 

Civil se prohibe expresamente la renuncia antici pada de los derechos y recursos t al 

se lee en el texto del Art. 70. que dice: 

" ' ''Es prohibida la renuncia anti~ipada del derecho de acudir a los tri ­
bunales. aaí como del ejercicio de los actos y cargas procesales. salvo 
los casos especiales en gue la ley permita esta última renuncia. 

Asimismo se prohibe la renuncia de aquellos actos procesales que han 
sido establecidos para la protección de la ley o de las instituciones 
básicas del Estado! 

Lo anterior no obsta para que los litigios civiles y mercantiles, 
determinados por la ley, puedan resolverse por conciliación, transacción, 
o arbitramento " " 

Así como la prohibición que se comp r ende en el Proyecto citad_, se debería de 

prohibir, en la Ley de Catastro, que se valúen convencionalmente los inmuebles por 

un valor menor que el que se ~~ l!l'1]s ficha ca tastral 'por parte de la Direcc ión 

Gener al de Cont ribuciones Directas, de conformidad a ) 10 que se preceptúa en los 

artículos 20 Y 21 de la ley citada. 
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Esta sería la mejor forma con que el Estado podría ~ a las partes coa-

currentes en una obligación crediticia, es decir, al acreedor y al deudor, porque 

como se ha demostrado el último esta en~rt. desventaja. 

En nuestro sistema legal, la no admisibilidad de la apelación está compren-

dida en varias leyes especiales, y se expresa asi: 

ti 11 No ae admitirá apelación del decreto de embargo, sentencia de rema­
te, ni dem6s providencias dictadas en el juicio ti 11 

La clausula antes referida la encontramos en las siguientes leyes especia-

les: 

1 - Ley del Crédito Rural y sus Reformas, Art. 107 númera1 3. 

2 - Ley y Estatutos del Banco Hipotecario, tt 120 ti 30. 

3 - Ley de Creación del ti INSAFI ti, ti 82 ti 30. 

4 - Ley de la Financiera Nacional de la 

Vivienda y de las Asociaciones de 

Ahorro y Préstamo Art. 105 letra tic" 

5 - Ley del Banco de Fomento Agropecuario, 

( antes Administración de Bienestar 

Campesino ), Art. 65 numeral 30. 

6 - Ley del Fondo Social para la Vivien-

da, Art. 63 letra "c" 

7 - Ley de Creación del Instituto Salva-

doreño de Transformación Agraria, 

ti ISTA ti Art. 83 letra ''h '' 

8 - Ley de Instituciones de Crédito y 

Organismos Auxiliares, Art. 242 numeral 1. 

En las dos últimas leyes relacionadas se dan lijeras variaciones a la clau-

sula antes relacionáda, así: 

a)- Ley del Instituto Salvadoreño de Transformación Agraria: 

Art. 83 letra ti h ", se lee: 

" It El recurso de apelación se concede únicamente para la resolución 
que deniega el embargo y la sentencia definitiva que declara sin lugar 
la ejecución ti " 

b)- Ley de Instituciones de Crédito y Organismos Auxiliares: 

Art. 242 NUmero 1, establece: 
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" " No se admitirá apelación del decreto de embargo, sentencia de 
remate ni demás providencias apelables dictadas en el juicio, cuando 
así se hubiere pactado. 11 " 

Todas las leyes primeras, excepto la última, han sido dictadas por el Estado 

cuando ha creado las correspondientes instituciones autónomas o semi-autónomas, 

que participan o han participado en el desarrollo socio-económico nacional. Por 

la calidad de las instituciones referidas pueda que el Estado ha negado el derecho 

de apelar en los juicios ejecutivos que ellas promueven; llevando la medida a tal 

extremo que en la Ley Orgánica del Instituto de Colonización Rural, derogada por 

la ley del 11 I.S.T.A. 11 sólo se permitían los recursos de casación y el de res-

ponsabilidad , tal era el texto de la letra" ñ " del Art. 115 que se leía: 

" " Las resoluciones que se pronuncien y las sentencias definitivas 
no admitirán más recursos que los de casación, cuando procediere 
de acuerdo con la ley respectiva, y el de responsabilidad. " .. 

Algo muy importante y que se debe de tomar muy en cuenta, es que en ninguna 

de las leyes mencionadas se encuentra una clausula que mencione que se permite, en 

forma anticipada la renuncia del derecho de apelar, tal y como la práctica, en una 

(arma viciada lo emplea, basándose en los artículos 20., parte 2a., y 986 no. 20., 

Pro Porque a decir verdad, los derechos que las leyes conceden a los individuos 

pueden no ejercerse en tiempo, pero nunca renunciarse anticipadamente, dado que 

éstos son de orden público y el único que puede impedir su ejercicio es el Estado. 

La situación anterior lleva, forzosamente a plantear la siguiente interrogante: 

en caso de gravarse con hipoteca los bienes raíces de un incapaz, es lícito al pa-

dre, tutor o curador, aceptar la c15usula de la renuncia anticipada del derecho de 

apelar del decreto de embargo, sentencia de remate y demás providencias dictadas 

en el juicio ejecutivo que se promueva contra sus representados?, hasta esto creo, 

no podría llegarse en la aplicación del Art. 2, .segunda parte y 986 No. 20., ambos 

Pr.; porque en ningGn momento pueden los representantes de los incapaces, hijo de 

fam ilia o pupilo, renunciar los derechos que las leyes les conceden a sus repre-

sentados, ya que éstos son muy personalísimos, a este respecto dice el Art. 12 C.: 

ti " Podrán renunciarse los derechos conferidos por las leyes, con 
tal que sólo miren el interés individual del renunciante, y que no 
este prohibida su renuncia. " tI 

No debe permitirse la renuncia anticipada de los recursos, porque el derecho 
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de hacer uso de un recurso, dentro de un proceso, es una situación de la que no 

se tiene absolutamente ninguna certeza de que se va a producir. 

Para el caso, cuando se adquiere una cantidad de título de mutuo, la relación 

que se establece es de que el contrato se cump1ira, sin intervención de terceras 

fersonas; a tal grado que se señalan plazos y condiciones para su cumplimiento, y 

la estructura del contrato gira alrededor del cumplimiento voluntario de las obli-

gaciones. 

Que el primer supuesto es el cumplimiento voluntario y en defecto de éste 

nace la posibilidad de que se pueda exigir su cumplimiento en forma obligatoria; 

si ésto es así: cómo es posible que sin materializarse la exigencia forzosa de 

la obligación se esté renunciando a algo que no es derecho, ni espectativa de 

derechot, pues la espectativa supone un margen de posibilidad de que nazca. 

Se debe partir del supuesto que todos los deudores son insclventes. para 

que la clausula tenga sentido?, no hay que olvidar que los contratos deben cum-

plirse de buena fe, tallo establece el Art. 1.417 C. que se lee: 

11 " Los contratos deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente 
obligan no sólo a lo que en ellos se expresa, sino a todas las 
cosas que emanan preeisamente de la naturaleza de la obligación, o 
que por la ley o la costumbre pertenecen a ella. " " 

El cumplimiento de buena fe de las obligaciones es la filosofía que informa a 

nuestra legislación civil, y éste es un legado dclCristianísmo que superó el ex-

tremo del rigor formal de los romanos, para quienes el cumplimiento de las ob1i-

gaciones era un asunto eminentemente técnico, de "estricto juris ". 

El Cristianísmo varió estos conceptos romanísticos, con la concepción de que 

es la ética y no la técnica el punto fundamental de todo problema jurídico; de tal 

manera que un convenio. aun desprovisto de fuerza. obliga en el fuero de la con-

ciencia, y por éso todo contrato debe cumplirse de buena fe y no " STRICTO JURIS ti 

Con las disposiciones que imponen a uno de los contratantes la renuncia 

anticipada de sus derechos, volvemos a etapas ya superadas por la humanidad, hace 

ya varios siglos. 
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2)- V A L U O P E R 1 C 1 A L 

Este valúo se puede decir que en nuestra leyes una excepción, en casos de 

subasta provenientes de ejecuciones por falta de pago de una obligación crediti­

cia; o por falta de pago de un préstamo mercantil, Art. 1142 C. Cm., dado que en 

la mayoría de estas subastas opera el llamado valúo convencional de los bienes, al 

que ya antes se ha hecho referencia. 

La razón de por qué este valúo se da excepcionalmente se debe a que, en muy 

pocos casos de subasta en juicios ejecutivos, el justiprecio de un bien queda al 

alcance del Juez, quien de conformidad al Art. 606 inc. 30. Pr., y previa petición 

del ejecutante, hace el nombramiento de los peritos, en vista que no se fijó pre­

viamente el valúo, y dado que al hacerles la prevención que se ordena en el inciso 

y artlculo antes relacionado no hacen ninguna manifestación. 

El nombramiento lo hace el Juez de conformidad al Art. 347 Pr., llenándose 

los requisitos que señala el Art. 351 Pr., y su cometido 10 cumplen de conformidad 

a 10 preceptuado por el Art. 356 Pro relacionado con los Arts. 359, 349, Y 360 del 

mismo Código. A estos peritos se les puede dar el calificativo de peritos va1ua­

dores, porque su dictamen se refiere, unicamente, al valor o justiprecio que ellos 

dan al bien o bienes objeto de subasta, y no a otro tipo de consideraciones refe­

rentes al bien o bienes. 

Valúo pericial es ordenado por el Juez en los casos que comprenden subastas 

de inmuebles provenientes de cumplimientos de sentencias, de conformidad al Art. 

443 Pr., tales como: laborales, Art. 422 C.T.; de inquilinato, Art. 49 L.l.; in­

demnización por daños provenientes de accidentes de tránsito, Art. 56 L.Pr.E. s. 

A.T.; indemnización por daños y perjuicios, Art. 961 Pr.; pago de cuota alimenticia 

de menores, Arts. 820-A relacionado con 820-D, ambos del Código de Procedimientos 

y con 233 inc. 20. C.C.; pago de cuota de alimentos de conformidad al Art. 1141 C., 

para mencionar algunos ejemplos. 

También hay nomb~amiento de peritos por parte del Juez .en el caso de ejecu­

ciones seguidas de conformidad al Art. 36 ley del Seguro Social, y en la situación 

que se plantea de conformidad al Art. 272 del C. Pro Pn.; y en todos aquellos otros 

casos que lo permitan las leyes. 

El valúo de bienes ordenado por el Juez debería de ser el que únicamente per­

mitiera nuestra ley, en caso de llegarse a la subasta, en vista de que en nuestro 
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País, en la actualidad, no existe una tabla de valores de inmuebles que sirva de 

base para efectos de valúos periciales, y mientras no exista la tabla referida se 

continuara dando en una forma arbitraria. 

Mientras no se regule en una forma oficial lo relativo al valúo que se debe 

dar a los bienes inmuebles para efectos de subasta, en nuestro País se continuara 

dando el trafico patrimonial de inmuebles por sumas que a veces son irrisorias y 

que en la mayoría de los casos no cubren las cantidades reclamadas, a las que hay 

que agregar las costas procesales, no obstante ser el valor real de los inmuebles 

muy superior al valúo dado o a la suma debida. Y esto querr~os o no, es una rea­

lidad que afecta la tenencia de la tierra en el agro, así como la tenencia habi­

tacional en las areas rurales, sub-urbanas y urbanas. 

La situación referida, a corto o largo plazo, hara sentir sus efectos en el 

medio social de nuestro País, dado que anualmente aumenta el número de personas 

que pierden todo su haber como consecuencia de ventas en publica subasta, y que al 

fina l estan creando nuevos problemas socio-políticos al Estado. 

BIBLIOTECA CENTRAL 
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D E S A R ROL L O DEL CAP 1 TUL O VI 

2) - DEL VALUO DE LOS BIENES PARA EFECTOS DE SUBASTA EN EL JUICIO 

SUMARIO DE UTILIDAD O NECESIDAD. 

El texto del Inc. lo. del Art. 817 del C. Pro C. dice: 

n ACORDADA LA AUTORIZACION, SI ESTA FUERE PARA VENDER, SE PROCEDERA 
A LA VENTA EN PUBLICA SUBASTA ANTE EL MISMO JUEZ t OBSERVANDO LAS 
DISPOSICIONES ESTABLECIDAS PARA LA VENtA EN EL JUICIO EJECUTIVO Y 
PREV.IO EL CORRESPONDIENTE AVALUO DE LOS BIENES, HECHO POR PE.RITOS 
NOMBRADOS POR EL JUEZ, NO PUDIENDO EFECTUARSE LA VENTA POR HENOS 
DE LAS DOS TERCERAS PARTES DEL JUSTIPRECIO DE LOS BIENES. " 

En este Inciso es en el que existe una injusticia en contra de los menores; 

es en esta 11 VENTA EN PUBLICA SUBASTA n en la que se ocasiona un verdadero derroche 

del patrimonio de los incapaces, sea de la cuantía que sea. 

Sujetar un patrimonio libre de obligaciones a los mismos requisitos a que esta 

sometido un patrimonio afecto de gravamen o gravámenes no es justo, la venta en 

pública subasta por razones de utilidad o necesidad de los bienes de un incapaz o 

incapaces es distinta ·de la subasta pUblica de 108 bienes de un deudor moroso, ya 

que para éste es el extremo al que ha de llegar indefectiblemente por su falta de 

cumplimiento a las clausulas de un contrato. 

Conceder la autorización para vender los bienes de un incapaz o incapaces es 

algo que debió ser tratado con más detenimiento por nuestro legislador, cuando 

tomaron como modelo la forma en que la regula la LEY DE ENJUICIAMIENTO CIVIL DE 

ESpANA. Este procedimiento debería sujetarse a estrictas y rigurosas medidas para 

que el juez pudiera concederla, no porque no se pudiera dar uns gran ~acilidadt 

sino para prever cualquier falta de escrúpulo por parte de los representantes lega-

les o tutores de los incapaces; ya que como esta actualmente ha permitido que muchos 

incapaces queden como indigentes y en mas lamentable situación económica que en la 

que se encontraban antes de la venta de los' bienes. 

Es lamentable que se permita tanta libertad para vender 108 bienes de los irr 

capaces, fuera de que al aplicar las regla.8 procesales que rigen para el juicio 

ejecutivo se da una verdadera depreciación 1&gal de 'stos; dado que, a veces los 

bienes vendidos sobrepasan el valúo dado. tal como se demostrara con los casos que 

se citarán. 

Hay un derroche del capital de los incapaces, porque se les asimila. sin serlo, 

a los deudores morosos; vender sus bienes por las 11 DOS TERCERAS PARTES DEL JUSTI-
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PRECIO DE LOS BIENES ti tal como dice el Inc. 10. del Art. 811 C. Pro C., o como 

mas claramente lo dice el Art. 635 en la primera parte del mismo Código, cuando 

preceptúa: n NO SE AmfITIRA POSroRA POR MENOS DE LAS DOS TERCERAS PARTES DEL 

VALUO ti denota el derroche referido. Como podemos ver, al vender los bienes de 

los incapaces en la forma citada no se les garantiza su tr BIENESTAR ECONOMICO ". 

según el Art. 20. de la Constitución, dado que hay una pérdida que afecta el va­

lor real de los bienes. 

Subastar los bienes de los incapaces de donformidad al Art. 635 primera 

parte del C. Pro C. es perjudicar su " BIENESTAR ECONOMICO tt y garantizar este 

" BIENESTAR ECONOMICO tt fue la finalidad del legislador de '1950, cuando imbuido 

del deseo de dar a nuestro País una Constitución que permitiera un verdadero 

desarrollo social, introdujo como una de las obligaciones del Estado la de 11 ASE­

GURAR A LOS HABITANTES DE LA REPUBLlCA EL BIENESTAR ECONOMICO y LA JUSTICIA 

SOCIAL ", esta previsión estableció una verdadera evolución en las leyes de la 

República. Y el legislador de 1962 no tuvo otra alternativa que aceptar, como 

una granítica base, el texto de la Constitución de 1950, aunque modificó los ar­

tículos que no satisfacían las finalidades políticas del Gobierno defacto. 

Pero en la Constitución vigente priva, en gran medida, el texto de la Cons­

titución de 1950 y 11 asegurar a los habitantes de la República el goce de la 

libertad, la salud. la cultura. el bienestar económico y la justicia social JI, 

como fines del Estado y obligaciones de éste fueron motivos de honda preocupación 

y por ésto los encontramos en nuestra Ley Primaria; tanto en la de 1950 como en 

la de 1962 se legisla en forma maS amplia que como lo hizo el legislador de 1886, 

cuando proveyó la recordada Constitución de tipo liberal a nuestro País y la cual 

todavía añoran muchos conocedores del Derecho en nuestra Patria. 

Al hecho de vender los inmuebles de los incapacez, en subasta pública, por 

un valor inferior al valúo, no podemos llamarle" GOCE DEL BIENESTAR ECONOMICO ", 

dado que la pérdida de un tercio del valúo al realizar el remate, lo que real­

mente ocasiona es un perjuicio patrimonial al "bienestar económico" de éstos; y 

la pérdida todavía es mayor, si tomamos en cuenta que el valor real de los inmue­

bles siempre es superior al valúo, Art. 635 Pro 

En el Capítulo 1 formul~ la siguiente pregunta: Será justo aplicar en el 

caso de la " VENTA POR UTILIDAD O NECESIDAD DE LOS BIENES DE LOS INCAPACES It 
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el Art. 635, primera parte, del C. de Pro C. cuando dice " NO SE ADMITIRA 

POSTURAS POR MENOS DE LAS DOS TERCERAS PARTES DEL VALUO "r. Parcialmente contest~ 

esta pregunta, pero reservé para este Capítulo su desarrollo pormenorizado, y 

dije: que en la forma como está regulado el valúo de los bienes para efectos de 

la VENTA EN PUBLICA SUBASTA, en los diversos casos en que se aplica, se cometen 

muchas injusticias, pero se cumple el Derecho. Este cumplimiento del Derecho 

queda plasmado cuando leemos el Art. 23 del C. C. en su Inc. lo., cuyo texto se 

lee: 

" LO FAVORABLE U ODIOSO DE UNA DISPOSICION NO SE TOMARA EN CUENTA PARA AMPLIAR 

O RESTRINGIR SU INTERPBETACION ". 

Agregué ademas: aunque se mantenga para el Juicio Ejecutivo, debe revisarse 

y actualizarse el Art. 635 del C. Pro C. en la primera parte, ya no digamos para 

aplicarlo en el caso de la ti VENTA POR UTILIDAD O NECESIDAD DE LOS BIENES DE LOS 

INCAPACES tt No sólo debe reformarse la parte primera de la disposición citada, 

sino que para ambos casos debe reorientarse su aplicación, a fin de que se cumpla 

lo que establece el Art. 20. Cn. cuando dice: 11 ES OBLIGACION DEL ESTADO ASEGURAR 

A LOS HABITANTES DE LA REPUBLICA EL GOCE DE LA LIBERTAD, LA SALUD, LA CULTURA, EL 

BIENESTAR ECONOMICO y LA JUSTICIA SOCIAL ... 

Es con base en el artículo constitucional citado que creo, firaemente. que 

en el caso específico de la venta de inmuebles de incapaces, no se está garanti­

zando su " BIENESTAR EOONOMICO "t dado que al señalar la base del remate de dichos 

bienes, en la fonna que indica el Art. 635 inc. lo. C. Pro C. se produce una pér­

dida patrimonial a los incapaces. La pérdida referida puede evitarse si nuestros 

tribunales, en vez de aplicar el Art. 635 C. Pro C. aplicaran el Art. 817 inc. lo. 

del mismo Código, es decir, no debe permitirse ninguna disminución sobre el valúo 

dado a 106 bienes de 108 incapaces. En la parte final del inc. 10. del Art. 817 

C. Pro C. leemos: ti" no pudiendo efectuarse la venta por menos de las dos ter­

ceras partes del justiprecio de los bienes " " 

De lo que nos indica la parte final del inciso primero ' de la disposición 

antes citada se deduce que el Juez puede ordenar la venta por una suma igual al 

valúo de los bienes del incapaz, pero núnca por menos de las dos terceras partes 

del valúo. 

Para evitar la incongruencia entre las dos disposiciones antes citadas, nues­

tro legislador debió de haber incluido, al dar nuestro Código de Procedimientos 
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Civiles el Artrculo 2.018 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de España que dice: 

ti 2.018. No podrá admitirse postura que no cubra el valor dado a 108 bienes ti ", 

Cuando bacereferencia a la venta de bienes de incapaces. Al existir en nuestro 

Códilo .P, ..... 1tritN CIof1.u W'UJ ~ígual a la relacionada se evitaría, en gran 

medida. la perdida patrimonial que sufren los incapaces, al venderse sus bienes 

por una suma menor que el valúo dado a sus bienes; y digo que debió incluirse una 

disposición igual, porque fue con base en la Ley de Enjuiciamiento Civil de Espa­

ña que se dió nuest'ro Código l.. Pr ••• ,Umtn.u. CtvU ••• 

El Art. 817 inciso lo. C. Pro C. utiliza la expresión ti JUSTIPRECIO tt Y el . 

Art. 635 inciso lo. del mismo Código usa " VALUO ", pero es timo que ambos términos 

representan el justo valor de un bien. Referente al concepto de JUSTIPRECIO dice 

el señor Escriche: "" ES EL VALOR DE UNA COSA. O LA ESTIMACION HECHA POR PERITOS 

NOMBRADOS POR LAS PARTES O DE OFICIO POR EL JUEZ EN CASO DE CONTECTACION O DISPU­

TA SOBRE EL VERDADERO PRECIO " ", en su Diccionario Razonado de legislación y 

Jurisprudencia, página número 1;133. 

De conformidad al Art. 817 inc. lo. C. Pro C. el n JUSTIPRECIO" de los bie­

nes del incapaz debe representar aquella suma que le produzca un beneficio econó­

mico y no aquel~a que le ocasione una perdida. Al Juez lo que le debe de intere­

sar es tener un valúo pericial que refleje la apreciación más justa de los bienes 

del incapaz que han de venderse en pública subasta. 

Es en el valúo que se da a los bienes del incapaz para efectos de subasta, 

sobre el que debería existir una preocupación. en extremo rigurosa. por parte de 

la Procuraduría General de Pobres a través de loe Agentes Auxiliares del Procura­

dor General. quienes deberían aprovechar, en garantía de los intereses de los in­

capaces, todos los recursos que les franquean nuestras leyes, procurando que se 

llegue a la subasta, únicamente, cuando se haya demostrado la imperiosa necesidad 

de vender los bienes del incapaz, teniendo sumo cuidado que el valúo de los bienes 

represente una ventaja económica para el incapaz; y que en el desarrollo del tra­

mite procesal de las diligencias se cumpla con las exigencias que indican el Art. 

93 y 95 letra "e" de la L. o. M. P. en relación con el Art. 100 numeral lo. de la 

Cn. 

El incapaz tiene restringido el ejercicio de sus derechos, ya sea por razones 

fisiol6gica o legales. y aunque la ley le provee de persona que le represente. es 

la Procuraduría General de Pobres la que acude en defensa y protección de sus de-



rechos y bienes, por intermedio del Procurador General de Pobres o sus Agentes, 

tal como lo establece la Ley del Ministerio Público. 

Comentando la intervención del Ministerio Fiscal, como le llaman en España 

al MilÚsterio Público, dice el Abogado Fiscal, Francisco Delgado Iribarren, : 

ti La intervención del Ministerio Fiscal en asuntos de carácter civil. 
Si uno de los postulados y fines básicos de esta institución es vigilar 
por el estricto cumplimiento de las leyes, es innegable que allí donde 
se haga aplicación de sus preceptos y de sus normas debe intervenir 
acuciosamente el Ministerio Fiscal para evitar que prevalezcan errores 
o rutinas " que menoscaben el estricto y pulcro cumplimiento de la ley o 
perjudiquen los intereses de cualquier persona ausente del proceso o 
incapaz de defenderse por si mismo" 11 Revista de Derecho Privado. 
Publicaci6n Mensual. Para el estudio de las cuestiones prácticas de 
Derecho Español Civil, Mercantil, etc. Tomo XIX, página 338, Enero -
Diciembre 1932. -
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CAP 1 TUL O VII 

LA VENTA EN PUBLICA SUBASTA 

A) - EN EL JUICIO EJECUTIVO 

B) - EN LAS DILIGENCIAS DE UTILIDAD O NECESIDAD 
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La venta en publica subasta es la forma en que se dispone, por ministerio de 

ley, realizar la venta de bienes embargados a un deudor moroso, en caso de ejecución, 

promovida con documento que tenga fuerza ejecutiva, o por sentencia condenatoria que 

motiven ejecución, promovida ésta por persona natural, el Fisco. una Corporación 

Municipal, o una Institución de Crédito de tipo particular, aut6noma o semi-autono-

ma. 

El objetivo fundamental de la venta en pública subasta de 108 bienes embargados 

a una persona natural o jurídica, es lograr la concurrencia del mayor número de pos-

tores, a fin de que la venta produzca una suma que satisfaga la obligación reclamada 

y las costas del juicio; asr como procurarle un beneficio al deudor, despues que se 

haya pagado el acreedor o ejecutante. 

Al respecto dice el Dr. Humberto Tomasino en su tesis doctoral" EL JUICIO 

JUECUTIVO EN LA LEGISLACION SALVAOOREAA " • pagina 142. lo siguiente: 

" 11 lo ~ue se persigue con la venta de 108 bienes en publica subasta 
es ademas de tratar de pagar al actor, obtener para el deudor el me­
jor precio posible sobre sus bienes, y una de las formas que tienden 
a asegúrar ésto, es el lograr la concurrencia del mayor nUmero de 
posibles postores, haciendo anuncio a la venta n " 

El Capítulo presente se divide en dos partes que son: 

a) - La Venta en PUblica Subasta en el Juicio Ejecutivo 

Lo m§s importante de la venta en pUblica subasta, después de llenar todos los 

tramites que se señalan en los artículos pertines del C. Pro C., es lo relativo a 

la base del remate y al límite que se admitirá en las posturas. y es este último el 

que determinara si el deudor o demandado queda solvente o 110 de la obligaci5n que 

se le reclama. 

A decir verdad. desde que se hace el calculo que señalará el límite de las 

posturas se ve que el deudor o demandado,si . únicamente se ofrece el límite que fija 

la ley en el Art. 635 primera parte C. Pro C •• o de onformidad al Art. 606 inc. 

40., parte final., del miSIlíO C6digo, no quedará solvente. por.que la pérdida que ex-

perimenta con el valúo dado al bien o bienes es considerable. 

El Art. 635, parte primera del C. Pro C. establece: 11 n NO SE ADHITIRJ.N POS-

TURAS POR MENOS DE LAS DOS TERCE.RAS PARTES DEL VALUO fl '1 ; tomemos muy en cuenta 

que esas dos terceras partes del valúo dado a los bienes equivalen al 66.67% del 
, 

justiprecio dado al bien y no del valor real de este; que la pérdida que sufre el 
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deudor es el 33.33% del valúo y no del valor real. 

La situación anterior se ilustra con el siguiente ejemplo: 

Una persona posee inmuebles valorados en t500.000.00. sin tomar en cuenta las mejo­
ras efectuadas en estos, acciones pagadas por t50.000.oo y cédulas hipotecarias por 
tlOO.OOO.oo. De conformidad a su haber patrimonial solicita un crédito por t475.000.oc 
a una institución de cr€dito, ofreci~ndole todos los inmuebles como garantía. 

La Institución nombra peritos para que valúen los bi.nes y éstos en su informe les 
dan un valúo de t475.000.00, aplicando un porcentaje de depreciación del diez por 
ciento al valor de los bieDeS. Con base en el informe pericial la Institución con­
cede el crfdito por- t450.000.00, quedando gravados los inmuebles con primera hipo­
teca a su favor; especificando en el documento que el valúo de los bienes es la 
suma mutuada, cuyas dos terceras partes servirán de base para el remate, y que el 
deudor renuncia al derecho de apelar del decreto de embargo, sentencia de remate y 
demás resoluciones e incidentes apelables en caso de ejecución. 

El deudor es demandado ejecutivamente por la suma total del crédito, es decir, 
t450.000.00. se siguen todos los tramites y se pronuncia la sentencia correspondiente, 
en la que se condena al demandado a pagar el capital reclamado, intereses y costas. 
La sentencia queda ejecutoriada al no admitirse la apelación interpuesta por el de­
mandado, de conformidad a la renuncia del derecho de apelar por parte del ejecutado, 
tal como consta en el documento base de la acción. 

Se llenan todos 108 trámites de la subasta y se llega al momento de señalar el día 
1 hora para efectuar el remate, así como la cantidad que ha de servir de base, indi­
cándose que no se admitirán posturas por menos de las dos terceras partes del valúo, 
Art. 606 inc. 40. Pr., relacionado con el 635 Pr.; el valúo t450.000.00 y las dos 
terceras partes de este son t300.000.oo. 

El ejecutado sufre una p'rdida patrimo~ial que se descompone así: 

lo.) - t50.000.00 entre el valor de los bienes y el valúo convencional, 
20.) - t150.000.00 que es la diferencia entre el valúo de los bienes:t450.000.00, 

que es la base del remate, y las dos terceras partes de esta que son , 
t300.000.00. En total el ejecutado pierde la suma de «200.000.00, si en el 

momento del remate se presentan postores y no ofrecen más de las dos terceras partes, 
porque si ofrecen más, disminuye le pérdida; y en caso de no presentarse postores, 
pierde la misma suma, dado que el ejecutante puede pedir la adjudicación de les bie­
nes, Art. 639 inc. lo. Pr., en vez de que se saquen a nueva subasta. 

De conformidad a la situación y ejemplo antes planteado tenemos que concluir, 

que muy dificilmente el ejecutado paga sus deudas,como lógica consecuencia, se vuelve 

un deudor perpetuo en la mayoría de casos, y ~sto podemos constatarlo en cualquier 

tribunal al ver las piezas que informan un juicio ejecutivo. 

Algo más, se da en la practica que el día y hor~ señalados para efectuar el 

remate concurren muy pocos postores y algunas veces hay ausencia de gstos. excepto 

el ejecutante, a quien le favorece esta situación; aunque la intención del legisla-

dor es de que concurra el mayor número de postores, a fin de que la venta produzca 

la mayor cantidad de dinero, con la cual se pague la suma reclamada, intereses 

y costes y que pueda resultar un beneficio para el ejecutado, en la mayoría de los 

casos practicos es una utopía. 

El Art. 635 Pro se aplica cuando el valúo es pericial, es decir, el que se 
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hace por mandaco del Juea y a petición del ejecutante, en aquellos easos en que no 

exista el valúo convencional, Art. 606 iuc. 30. Pr •• porque ya para este último se 

aplica el Inc. 40. del aisao Artículo que diee: 

ti n La. part.. contratantes pueden estipular al precio que sirva de 
base a la subasta pÚblica de deterainados bienes en caso de ejecu­
ciGn, pero deberán hacerlo en escritura pGblica, en la que además 
conste que el Notario hizo saber al deudor los efectos consiguientes 
a la falta de cUll'pliaiento de su ob1i.gaciion. En tal caso. y para 
la yepta ,§b1iS., DO habra necesidad da valGo; pero los edictos ea­
rrespondientes eont~¡n el precio de la base estipulada, y el lí­
mite de las posturas será siempre las dos terceras partes, como en 
el pericial " " 

La base que se fija para el remate es tan importante, porque de ella depende 

la p€rdida patrimonial, en menor o mayor grado, que sufre el deudor o demandado, 

la que aumenta al señalar el líaite de las posturas adaijibles. 

Algo más, cuando se ordena subastar un bien, no se toma en cuenta, en ningún 

o~ento, la extenaiGn del inmueble a subastarse, la que en muchos casos .s tan 

grande que bastaría que se permitiera por nuestra ley la segregación de una parte, 

para que se cubra el valor reclamado y las costas. Pero nuestra ley 10 que autoriza 

es la subasca del bien o bienes, lo que a veces se hace por el reclamo de saldos que 

en ca.paración con el valor real de los bienes a subascarse o la extensión de estos 

resultan irrisorios. 

No debemos de ver con menosprecio el hecho de que el acreedor tiene la opor-

tuuidad de embargar codos los bienes del deudor, Canto muebles como inmuebles, en 

la busqueda de la satisfacción de la cantidad o cantidades que reclame; y esta 8i-

t uación querremos o no lleva invivito un verdadero despojo, aunque este lo encon-

tramos en una forma encubierta con el llamado derecho de prenda general que la ley 

l e concede al ejecutante. 

y aún más, el ejecutante tiene la gran ventaja de pedir, en caso de que no 

h~ya postores, la adjudicación de los bienes sacados a subasta, y esta adjudicación 

o "dena la ley que se haga por las dos terceras partes del valúo que sirvió de base 

para el remate, tal lo dispone el Artículo 639 Pro : 

" " SI NO HUBIERE POSTORES, EL E.JF..CtrrANTB PUlIDE PEDIR ~E SE LE DEN 
EN PAGO LOS BIENES EMBARGADOS POR LAS DOS TERCERAS PARTES DEL VALUO 
QUE SIR.VA DE BASE AL REMATE. 

Puede pedir tambi~n que se le entreguen 108 bienes ratees que 
no hayan podido rematarse por falta de postores para hacerse pago 
con sus frutos o arrendamientos. del principal. intereses y costas It " 
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La practica demuestra que el ejecutante jamás pide la entrega de los bienes 

para pagarse con sus frutos, sino que él sigue la vía .4s rapida y que l. produce 

mayores beneficios, &sta es, la adjudicación de los bienes del demandado. 

En ls época actual, la subasta de los inmuebles, tal como se efectúa, produce 

nn daño patrfmonial demasiado gravoso al bienestar económico de la familia, y todo 

el esfuerzo que hace el Estado para mejorar las condiciones socio-econemicas de la 

familia .~1 .. individuos se ve entorpecido porque, a veces, por sumas irrisorias 

se priva a la familia del único bien que poseen y que han adquirido a base de enor-

mes sacrificios. 

Si en algunas ~pocas en nuestro País se vio con poco interés 10 relativo al 

valor económico de -la propiedad inmobiliaria, para efectos de subasta, en la actua-

lídad esta escala de valoración ha cambiado enormemente, y hoy se puede decir que 

no es conveniente, para el bienestar económico nacional, que se sigan subastando,. 

inmuebles por las dos terceras partes del valúo. 

Comentando 10 relativo a la ADJUDlCACION en su obra 11 TEORIA Y PRACTICA DEL 

CODIGO PROCESAL CIVIL 'Y COMERCIAL DE LA NACION ", paginas 626 y 627, dicen los 

procesalístas argentinos Roca y Griffi, en el Tomo t, 10 siguiente: 

n 1f La base y el precio,de la adjudicación: si bien es cierto que 
el monto de la base de la venta no es un elemento final, sino sola­
mente un medio, la cosa se pone grave cuando el ejecutado no esta 
en condiciones d~ poder ofertar en la subasta o no cuenta con alguien 
que siendo real candidato a comprar lo aseg.re cpntra una adjudicaci6n 
a precio muy bajo. Por esta razón y las may amplias facultades que 
este Código otorga al juez ( además de las que también contiene al 
respecto el CC. ref. por ley 17.711 >, estimamos que cuando la valua­
ci6n fiscal resulta irrisoria con respecto al valor real del bien, el 
ejecutado podrí~ plantearlo. ofrecer rápida prueba en incidente. y 
plantear la necesidad de establecer otra base de venta más cercana a 
la realidad. Es claro que de considerarse el juez habilitado para 
proceder como 10 sugerimos deberá proceder cuidadosamente a fin de 
impedir que por vía de la reconsideraci6n de la base de la venta se 
dilatase el cumplimiento de la sentencia de remate o se perjudicars 
los derechos de los acreedores haciéndose gastos en remates fracasa­
dos ( temeridad artículo 594; remate fracasado, artículo 580 " 

La tesis antes expuesta, nos muestra la preocupación de los citados procesalis-

tas por la falta de oportunidades que tiene el ejecutado para poder defender los 

bienes en caso de ser subas tados • 

En otras legislaciones la venta en pUblica subasta se rodea de una serie de 

exigencias, las que de alguna manera benefician al ejecutado, pudi'ndose mencionar 

las siguientes: 
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EXIGENCIAS A LOS POStoRES: 

a) - Colombia. 

Código de Procestiaiuto Civil. Jos¡ Ottega Torres. 

" Art. 1045. Subrogado ' . Ley de 1936. Ar~. lo. La bue del remate en los jui­

cios ejecutivos o de venta o adjudicaei6~ de la cosa hipotecada o dada en plan-

da, ea la del setenta por ciento del avalúo, y para que una ersona pueda hacer 

posturas ea menester gue consigne el veinte Ror ciento del avalúo, porcentaje 

que. según el caso, se devuelve Íl'Jmediatamente a los licitadores vencidos, o se 

imputa al valor del reJ!late .0. si la subasta queda desierta por no cUU!plir el 

rematante la obligación de palar el precio dentro del termino que se fija en 

esta leY:t se destina: la mitad al pago de la deuda; una cuart~ parte, que in-

grasa al fisco nacional f y la otra cuarta parte se entrega a los acreedores a 

título de indemniuci6n a prorrata si fuere el caso " ". 

b) - Costa Rica. 

c6digo de Procedimientos Civiles • • 

Artículo 470 Inc. 20. : ti " PABA TOMAR PARTE EN LA. SUBASTA ,DBBBRAN LOS 

LICITADORES CONSIGNAR. PREVIAMKNTB, A LA ORDEN DtrL JUEZ, O DEPOSITAR EN EL ACTO 

. EN EFECTIVO O EN CHBQtJE CERTIFICADO, LA DECIHA PARTE DEL AVALUO DADO A LOS 

BIENES. Y SIN '!'AL REQUISITO NO SERAN ADMITIDOS. salvo: 10., qué el ejecutante 

o 8U personero, por escrito o de palabra, releve al postor de la obligación de 

prestar esa garantía; y 20 •• que el postor presente al Juez debidamente ende-

sado a f vor de éste. un cheque contra un Banco o casa bancaria, girado, sea 

por el mis postor. caso en el cual el cheque deberá estar c.ertificado o acep-

tedo. o por UD terc.er1> de responsabilidad conocida ti tt. 

u Articulo 476. - Verificado un remate en forma legal. el Juez 10 aprobara en 

el miamo acto y ordenari al rematario la c.ensignacion del precio, dentro da 

tercero día. Hecha. la consignación. mandara el Juez S8 entreguen loa bienes 

al comprador. y librará la correspondiente orden al deposit trio ti ff 

ti Artículo 478. - Si el rematat'io ne cOUbignare el precio en los tres días 

posteriores al r~te. una vez acusada la rebeldía, en una soIs resolución se 

tendr! por acusada ésta. la venta por insuficiente. y se condenara a ~quel a 

pagar 109 daños y perjuicios. 

En la misma resolución y s i el interesado 10 solicita, se hará nuevo señala-

~ento para verificar el remate. 
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El depósito del diez por ciento que prescribe el art!culo 470 se entregará 

en tal caso al ejecutante. el cual se tendrá por satisfecho de los daño9 y 

perjuicios con la mitad del depósito y abonará la otra mitad al crédito 

porque ejecuta u ti 

~) - E s p a ñ 8. 

Ley de Enjuiciamiento Civil. Pedro Aragoneses Alonso. 

de 3 de Febrero de 1881, revisada y puesta al día, con indicación de las dis-

posiciones que la modifican o complementan y amplias notas de doctrina y ju-

risprudencia. 

u 1.500. Para tomar parte en la s~basta deberan los licitadores consig­
nar previamente en la mesa del juzgado, o en el establecimiento destinado 
al efecto. una cantidad igual, por 10 menos, ellO por 100 efectivo del 
valor de los bienes que sirva de tipo para la subasta. sin cuyo requisito 
no serán admitidos. 

Se devolverán dichas consignaciones a sus respectivos dueños acto contí- · 
nuo del remate. excepto la que corresponda al mejo't" postor. la·. eual se 
reservara en depósito como garantía del cumplimiento de su obligaci6n. y 
en su caso. como parte del precio de la venta 11 " 

d) - e u a t e m a 1 8. 

CÓdigo Procesal Civil y Mercantil • 

.. Artículo 315, inc. 20. Sólo se admitiran postores que en el acto de'la su-

basta depositen el diez por ciento del valor de su oferta, salvo que el eje-

cutante los releve de esta obligación. Si fueren varios 108 bienes que se 

rematan, serán admisibles las posturas que por cada uno de ellos se hagan, 

separadamente. 

lnc. 30. Fincado el remate en el mejor postor, se devolverán a 108 demás los 

depósitos que hubieren hecho. ti 

It Artículo 317. Reseonsabilidades del subastador. - El subaetador esta obli-

gado a cumplir las condiciones a que se obligó en el remate, y si no lo hiciere, 

perderá en favor del ejecutante y con abono a la ~bligación porque se ejecuta ~ 

el depósito que hubiere hecho para garantizar su postura y ql.1edará, además, 

responsable de los daños y perjuicios que causare n l. 
)- Bondur<is . 

(''''dO d P d"" .. o;tgo e roce l.lIll.entos • 

.. Art. 490. - Para t Ollar par t e en la subasta, deberán los licitadores 
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depositar en el Juzgado el valor en efectivo de la postura, o presenta: 
garentra de fianza calificada por el Juez, sin cuyos requisitos no seran 
admitidos ti " 

O-México. 

Leyes y Códigos de México. Código de Procedimientos Civiles. Para el Distri-

to Federal y Territorial. 

ff Art. 574: Para tomar parte en la subasta deberán 108 licitadores con­
signar previamente. en el establecimiento de crédito destinado al efecto 
por la ley. una cantidad igual por lo menos al 10% efectivo del valor de 
los bienes, que sirva de base para el remate" u 

u Art. 588 Inc. 20. Si el comprador no consignare el precio en el plazo 
que el Juez señale. o por su culpa dejare de tener efecto la venta, se 
procederá a nueva 9ubasta como ai no se hubiese celebrado. perdiendo el 
postor el depósito a que se refiere el artículo 514, que se aplicará por 
vía de indemnización, por partes iguales. al ejecutante y al ejecutado" 

g) - C h i 1 e. 

Importante es citar 10 que al respecto se preceptúa en la Ley Chilena,ya que 

es ella la fuente de nuestro Código Civil; e interesante es conocer como ellos 

regulan la actuación del postor en la pública subasta; al respecto se lee en 

el Tomo V del" Manual de Derecho Procesal", página 220, del procesaHsta chi-

leno Mario C.sarino Viterbo lo siguiente: 

It " 969. - El Remate Público. Sabe1l1Os también que todo postor para tomar 
parte en el remate debe rendir caución suficiente, calificada por el tri­
bunal, sin ulterior recurso, para responder de que se llevará a efecto la 
co~pra de 106 bienes rematados, la que sera equivalente al die~ por ciento 
de la valoración de dichos bienes (Art. 494, inc. lo. C. P. C. ), salvo 
que las bases hubieren señalado una norma diferente " n 

Con una disposicion similar en nuestro Código de Procedimientos Civiles se 

pondría coto a la malicia de algunos postores. quienes concurren a las subastas, 

hacen su postura, y al no ser mejorada, el remate del bien se hace a su favor; pero 

llegado el momento en que deben de enterar lo suma ofrecida no lo hace; ésto motiva 

atrasos en el juicio, ya que se tienen que sacar a lluevo remate los bienes. previa 

petición del acreedor o el deudor, Art. 643 inc. 20. Pr., con la consecuencia para 

el subastador anterior de respondtlr por los daños, perjuicios y costas. 

Aunque en nuestra ley también se establece que si el postor no es persona cono-

cida o 3t"raigada a juicio del Jue~, no se admitirá la postura. salvo que el acreedor 

consienta, o se garantice el pago con persona abonada; tal lo preceptúa el Art. 636 

Pt-. que dice: 
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ti La venta se hará a la hora señalada, en el mejor postor, entendiéndose 
por tal el que ofreciere mayor cantidad; pero si llegada esa hora aún se 
hicieren posturas, se continuara admitiendo las que se hagan, hasta que 
no haya quien mejore la última que se hubiere hecho, despuéde repetirla 
el Secretario por tres veces. como en las ventas al martillo; pero si el 
postor no fuere persona conocida y arraigada a juicio del Juez, no se 
admitirá la postura, a menos gue el acreedor consienta en ella, o ee pre­
sente el dinero en el acto. o se afiance la entt'ega con persona abonada " ti 

; 

Sería muy saludable para nuestra ley contar con una disposición similar a la 

que comprenden, para el caso, los códigos de los países citados, con lo que se 

evitaría que los jueces se pongan a hacer consideraciones de tipo subjetivo sobre 

la responsabilidad del postor o pos~ores. 
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b) - La Venta en pm,lica Subasta en las Dilisencias de Utilidad o Necesidad 

Nuestra ley ordena en el Art. 267 C. que: ti ti NO SE PODRAN ENAJENAR NI HIPO-

TECAR LOS BIENES RAlCES DEL RIJO QUE VALCANMAS DE DOSCIENTOS COLONES. AUN PERTE­

NECIENTES A SU PECULIO PROFESIONAL, SIN AUTORlZAClON DEL .JUEZ, CON CONOCIMIENTO DE 

·CAUSA, y SIN QUE LA VENTA SE HAGA EN PUBLICA SUBASTA n n En la dispoaici5n refe-

rida se establece también. que debe hacerse en subasta pública la venta de los 

bienes raíces que forman el peculio profesional o industrial del hijoj este junto 

con el demente y el sordomudo, están incluidos en el termino general de incapaces 

que se usa en este trabajo. 

Si nos preguntamos. cuál es el PECULIO PROFESIONAL O DlDUSTRIAL del hijo?, la 

respuesta nos la da el Art. 255 inc. 30., la. parte del e.c., que se lee: n It LOS 

BIENES COMPRENDIDOS BAJO EL NUMERO lo. FORMAN EL PECULIO PROFESIONAL O INDUSTRIAL 

DEL HIJO tt ni es decir, que d~ conformidad al No. lo. del Inc. 20. del mismo ar-

tículo son: " .. LOS ADQUIRIDOS POR EL HIJO EN EL EJERCICIO DE TODO EMPLEO, DE TODA 

PROFESlON LIBERAL, DE TODA INDUSTRIA, DE TODO OFICIO " "; y agregaríamos, de todo 

comercio, tal se deduce de los números 20 •• 30 Y 40 del Art. 7, y del Art. 8 del 

C.Cm. 

Se confirma, aún más, el hecho de que la venta de inmuebles de incapaces es en 

pUblica subasta, cuando el Art. 414 C. lo establece en forma específica: " " LA 

VENTA DE CUALQUIER PARTE DE LOS BIENES DEL PUPILO ENUMERADOS EN EL ARTICULO PRECE­

DEh'TE. SE RARA E.N PUBLICA SURASTA CONFOPJofE EN EL CODICO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 

SE PRESCRIBE .. u. 

y el artículo 413 C., que es el artículo precedente a que se refiere el antes 

citado establece: 

ft 11 No sera licito al tutor o curador. sin previo decreto judicial, 
enajenar los bienes raíces del pupilo que valgan más de doscientos 
colones. ni grsvarloB con hipoteca o servidumbre. ni enajenar o 
e!Reñar los muebles preciosos. ni podrá el Juez autorizar esos actos 
sino por causas de utilidad o necesidad manifiesta. ExceptÚ&se el 
caso de que la venta de los muebles preciosos corresponda al giro 
ordinario de los negocios del pupilo. 

Se entiende por muebles preciosos aquellos cuyo valor excede de 
quinientos colones tt ti 

No debemos olvidar que la autorización que se pide al Juez puede ser para ven-o 

der o pena gravar con hipoteca o servidumbt:e los inmuebles del incapaz, 'J que sí no 

(~iste la sentencia no se puede realizar uno u otro acto. 

" 
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Pero el Art. 90. C. Cm. noa plantea una excepción de un gran significado. ya 

que permite que el incapaz de dieciocho años o más, en caso de estar facultado 

para ejercer el comercio. de conformidad a 10 que preceptúa el Artículo antes 

citado, pueden hipotecar los bienes inmuebles de su pertenencia, tal se lee en su 

texto 

" .. LOS MENORES A QUE SE REFIEREN EL ARTICUl~O ANTERIOR y LOS ORDINALES 
II, III Y IV DEL ARTICULO 7 11 PUEDBN HIPOTECAR LOS BIENES INMUEBLES DE 
SU PERT~NCIA. PARA SEGURIDAD DE LAS OBLIGACIONES QUE CONTRAIGAN COMO 
COMERCIAl'iTES Y, EN GENERAL, SE REPUTARAN COMO MAYORES DE EDAD PARA LOS 
EFECTOS LEGALES MERCANTILES, SIN ESTAR SUJETOS A LAS RESTRICCIONES DEL 
CODlOO CIVIL ti ti 

Lo expuesto en el párrafo anterior indica que en el caso en que el incapaz 

sea comerciante de 108 comprendidos en la calidad que señala el Art. 90. e.Cm., 

relacionado con loa Arts. 70. ordinales II~ 111 Y IV, y 80. del mismo Código, 

no es necesario seguir las diligencias de utilidad o necesidad a que se hace re-

ferencia en el presente trabajo. 

El Art. 817 inc. lo. Pro manda que: 

" 11 Acordada la autorización, si ~sta fuere para vender, se procederá a 
la venta en pública subasta ante el mismo Juez, observando las disposi­
ciones establecidas para la venta en el juicio ejecutivo, y previo el 
correspondiente avalúo de los bienes, hecho por peritos nombrados por 
el Juez, no pudiendo efectuarse la venta por menos de las dos terceras 
~B;rte6 del justiprecio de 108 bienes 1t " 

Sujetar la venta de Idenes inmuebles de incapaces que valgan más de doscientos 

colones a los trámites 4e la venta e.n pública subasta del juicio ejecutivo es co-

rrecto;s'Il'embargo mlt parece que debió incluirse una excepción que comprendiera 

una prohibici6n expresa. en el sentido de que no se aplicara, sobre el valúo gue 

sirve de base para el remate las dos terceras parte~ que se señalan en el Art. 635 

toc. lo. Pr., cuaqdo es tablece: " n No se admitirán posturas por menos de las dos 
f 

terceras partes del valúo n ti. 

La razón de la idea anterior es porque no es juato que al incapaz se le in-

fiera una pérdida patrimonial, al vender sus bienes inmuebles por las dos terceras 

partes del valúo que se les ha dado, tal.., como se le infiere al deudor moroso en 

caso de ejecución. Esto, querr8lllOs o no .. provoca un enriquecimiento sin causa a 

fa.vor del comprador. 

El legislador, al ordenar que la venta de los inmuebles de incapaces se hi~ie-

t"8 en subasta pública. lo que busco fue darle a dicha venta el aval legal; pero 
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llenándose todos los requisitos legales que ~ o~dena. 

Comentando la Venta en Remate Público que regula el C6digo de Procedimientos 

Civiles de Chile. el tratad!sta, Mario Casarino Viterho, en 9U " Manual de Derecho 

Procesal u; Tomo V. pagina 220, hace refer«ncia a las características que debe de 

reunir y dice: 

.. ti 762.- La Venta en Remate PUblico. Presenta las siguientes carac­
terísticas: 

a) - Es Judicial, porque se efectÚA ante y por intermedio del mi­
nisterio de justicia. 

b) - Es Forzosa, porque se efectúa aún en contra de la voluntad del 
deudor. . 

e) - Es Pública, porque pueden concurrir a ella 108 interesados que 
deseen, sin discriminación alguus; y 

d) - Es al Mejor Postor, porque se entenderá celebrada con el in­
·teresado que ofrezca la mayor suma .. n 

Si tomamos en cuenta, que las características referidas son las que debe 

reunir toda subasta pública, en el juicio ejecutivo, encontr.mos que en la venta 

en pública subasta de inmuebles de incapaces únicamente pod~os decir que ésta ea : 

ti judicial ". 11 pública ti y tf al mejor postor "; porque en ningiÍn momento opera 

la característica de que " es forzosa u; y no es forzosa porque no se realiza, o 

no se efectGa contra la voluntad del representante del incapaz: padre. tutor o 

curador, ésta se lleva a cabo" por causas de utilidad o necesidad máUifiesta tr, 

Art. 413 C.C. 

No deben de aplicarse las dos terceras partes sobre el valúo o justiprecio, 

porque coma ya se dijo antes~ es un atentado contra el 11 Bienestar Econ5mico 11 

del incapaz o incapaces, ya que la perdida que se produce tendrá una enorme in-

flueocia para su supervivencia. 

Algo más, de conformidad al texto del Art. 817 inc. lo. Pro el Juez tiene 

una eno~e liberalidad para sacar a subasta los bienes inmuebles de los incapaces, 

por el total del valúo, ésto, en búsqueda del mayor benefici~ para el incapaz o 

incapaces; pero a decir verdad! en nuestro tribunales dicha disposición se aplica 

con criterio restrictivo y 00 extensivo. 

Lo que no puede darse en la venea en públic subasta de inmuebles de incapa-

ces, es la venta de 108 biénes por menos de.las dos terceras partes del valGo; 

tal lo establece el Art. 817, ine. 10., paree final del C. de Pro cuando leemos: 
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It 11 NO PUDIENDO EFECTUARSE LA VENTA POR MENOS DE LAS DOS TEBCE.R.AS PARTES DEL 

JUSTIPRECIO DEL BIEN " 11 

En nuestro C6digo de Procedimientos Civiles se emplea el termino de .. JUSTI-

PRECIO n, t8Dto en la disposición antes citada. como en el Art. 606 inc. 30. del 

mismo; y en el It Diccionario Razonado de Legislación y Jurisprudencia " página 

1133, del maestro Escriche leemos la definici6n que dice: 

"JUSTIPRECIO. Es el justo valor de una cosa. ó la estimación hecha 
por peritos nombrados por las partes o de oficio por el Juez en caso 
de contestacion o disputa sobre el verdadero precio " " 

En la venta en pUblica subasta de inmuebles de incapaces. cualquier persona 

puede tomar parte, excepto: el tutor o curador, su cónyugue. sus ascendientes 

legítimos o ilegítimos, prohibición que se encuentra expresa en el Art. 431 C. 

cuando establece: 

.... Por regla general, ningún acto o contrato en que directa o indirec­
tamente tenga interes el tutor o curador, o su c6nyuge .- o cualquiera de 
sus ascendientes o descendientes legitimas, o de sus padres o hijos 
ilegítimos, o de BUS hermanos legítimos o ilegítimos, o de sus consan­
guíneos o afines legítimos hasta el cuarto grado iDclu8ive~ o de alguno 
de sus socios de comercio, podrá ejecutarse o celebrarse sino con auto­
rización del Juez. 

Pero ni- aún de este modo podrá el tutor o curador comprar bienes 
raíces del pupilo o tomarlos en arriendo; y se extiende esta prohibición 
a su cónyuge y a sus ascendientes o descendientes legítimos o ilegitimos 

.. . c;.;AI VADl r 

n , 
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e A P 1 TU L o VII 1 

RECOPILACION ESTADISTICA DE CASOS PRACTICOS DE VENTAS EN PUBLICA SUBASTA REALIZA­

DAS EN NUESTRO PAIS. y sus REPERCUSIONES EN LA ECONOHIA NACIONAL: 

A) - EN JUICIOS EJECUTIVOS 

B) - EN DILIGENCIAS DE UTILIDAD fJ ,mCESI~AD 
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TABLA DEMOSTRATIVA DE PERDIDA PATRIMONIAL OCASIONADA A LOS EJECUTADOS. AL REMATAR O ADJUDICAR SUS BIENES INMUEBLES,CON APLICACION 
pEL 10% COMO DEPRECIACION AL VALOR DE ESTOS, AL FIJARSE EL VALUO CONVENCIONAL. 

PERDIDA PATRIMONIAL DEL DEUDOR. 
VALOR DEL VALUO: 10% sI BASE REMATE 

BIEN. VALOR BIEN COMO 2/3 sIVALUO 1) Entre valor 2) Entre Valúo Bien Total Pérdida 
DEPRECIACION • ~rt.606 Ine. 40. 

r. y 635 Pro y Valúo. y Base Rema te • del deudor 

t500.000.00 t4S0.000.00 t300.000.00 t; 50.000.00 tlSO.OOO.oo t200.000.oo 

"400.000.00 11360.000.00 "240.000.00 n 40.000.00 "120.000.00 "160.000.00 

11300.000.0Q "270.000.00 "180.000.00 " 30.000.00 11 90.000.00 11120.000.00 

"200.000.00 "180.000.00 "120.000.00 " 20.000.00 " 60.000.00 " 80.000.00 

"160.000.00 "144.000.00 " 96.000.00 " lG.OOO.de.; " 48.000.00 " 64.000.00 

"150.000.00 "135.000.00 11 90.000.00 " 15.000.06 " 45.000.00 " 60.000.00 

"100.000.00 " 90.000.00 n 60.000.00 " 10.000.00 11 30.000.00 " 40.000.00. 

" 75.000.00 " 67.500.00 ti 45.000.00 " 7.500.00 ti 22.500.00 11 30. 000 • 00 . 

" 60.000.00 11 54.000.00 " 36.000.00 " 6.000.00 11 18.000.00 " 24.000.00. 

11 50.000.00 11 45.000.00 " 30.000.00 " 5.000.00 " 15.000.00 ti 20.000.00. 

" 45.000.00 11 40.500.00 If 27.000.00 It 4.500.00 11 13.500.00 " 18.000.00 . 

11 40.000.00 " 36.000.00 11 24.000.00 " 4.000.00 " 12.000.00. 11 16.000.00 

" 35.000.00 " 31. 500 • 00 11 21. 000.00 " 3.500.00 " 10.500.00 " 14.000.00 ' 

fI 30.000.00 " 27.000.00 " 18.000.00 11 3.000.00 " 9.000.00 " 12 • 000 • oo · 

11 25.000.00 It 22.500.00 " 15.000.00 . 11 2.500. oo. n 1.500.00. " 10.000.00 · 

c.c 
c.o 



tt 20.000.00 '1. 18.000.00 tt 12.000.00 t. 2.000.00 tt 6.000.00 "- 8.000.00 

" 15.000.00 11 13.500.ob " 9.000.00 " 1.500.00 11 4.500.00 fI 6.000.00 . 

" 10.000.00 11 9.000.00 " 6.000.00 " 1.000.00 " 3.000.00 11 4.000.00 

" 9.000.00 " 8.100.00· 11 5.400.00· " 900.00. " 2.700.00. 11 3.600.00 

., 
8.000.00 11 7.200.00 " 4.800.00 11 800.00 " 2.400.00 " 3.200.00 · 

11 7.000.00 " 6.300.00 " 4.200.00 " 700.00 " 2.100.00 " 2.800.00 

.. 6.000.00 " 5.400.00 · " 3.600. oo · n 600.00 " 1.800.00 11 2.400.00 

" 5.000.00 " 4.500.00 " 3.000. oo · tt 500.00 . " 1. 500.00 ' " 2.000.00 

" 4.000.00 ft 3.600.00 " 2.400.00 " 400.00. " 1. 200.00 " 1.600.00· 

" 3.000.00 " 2.700.00 · " 1.800.00. ti 300.00 " 900.00 ' " 1.200.00. 

ti 2.000.00 " 1.800.00. ti 11. aoo. 00 " 200.00 11 600. oo· " 800.00· 

" 1.000.00· 11 900.00 " 600.00 " 100.00. 11 300.00· " 400.00-

" 900.00 " 8l0.do. " 540.00. " 90.00· " 270. oo· " 360.00. 

" 800.00 " 720.00 11 480.00 " 80.00. " 240.00 . " 320.00. 

" 700. oo· " 630.00. " 420.00 11 70. oo· " 210.00. " 280. oC). 

" 600.00 " 540.00 11 360.00 " 60. oo . " 180.00 . " 240.00. 

" 500.00 ti 450.00. " 300.00. " 50.00. " 150.00. " 200.00· 

" 400.00. 11 360.00. " 240.00. 11 40.00' " 120.00. " 180.00. 

" 300.00 . ti 270.00 " 180.00 . " 30.00. I! 90.00. 11 120.00 · 

I! 200.00 11 180.00. " 120.00. " 20.00 · 11 60.00 . 11 80.00 · ...... 
O 

11 100.00' 90.00. " 6o.uo " 10.00. " '0.00 
11 40.oQ 

Q . 



BREVE MUESTREO DE CASOS PRACTICOS DE VENTAS EN PUBLICA SUBASTA EN JUICIO EJECUTIVOS. FUENTE: Juzgado Cuarto de lo Civil de S.S. 

Año y Valor de Saldo en G A R A N TIA 2 
caso crédito mora mzs. Has. As. Caso Metros Varaa 2 

1969 

1 t 41.000.00 (/.12.860.77 30 
10 

2 t. 3.000.00 f/. 3. 000. 00 
3 rt 600.00 tt 600.00 
4. t 26.400.00 t14.602.20 

1970 

1 t 10.000.00 t. 6.666.66 
2 rt 1. 000.00 rt 1. 000 .00 
3 't 1. 200.00 t 1. 200.00 
4 t 4.000.00 rt 4.000.00 
5 t 15.000.00 rtll.037.41 
6 't 1. 000. 00 t 1.000.00-

NOTA EXPLICATIVA 
Base del remate: Art. 635 Inc. lo. C. Pro C. 
Valúo Convencional: Art. 606 lnc. 40. C. Pro 
Valúo Pericial~ Art. 606 Ine. 30. C. Pro C. 
Abreviaturas empleadas: 

-.-
-.H 

14 82 -.-
4.678.20 

177.92-

238 
210 • 3{)0.60 
212 • 309.08 
202.17 
167.75 - 238.59 

105 -.-

C. 

Mzs. • manzanas; has, = Hectáreas; As. • Areas; Caso • Centiáreas 
l.R. • Inmueble Rústico 
r.u. - Inmueble Urbano 
Valúo P. ~ Valúo Pericial 
S • SUBASTADO 
A • ADJUDICADO: Art. 639 Ine. lo. C. Pro C. 

Valúo con- Valúo Base del 
vencional P. remate 

t 25.000.00 -.- t 16.666.67 
t 16.000.00 -.- tt 10.666.67 
t, 3.000.00 -.- tt 2.000.00 
t 600.00 -.- tt 400.00 
ft 26.400.00- -.- ~ 17. 600 • 00-

rt 10.000.00 -.- rt 6.666.66 
t 1.000.00 - ...... rt 666.67 
t- 1.200.00 -.- t 800.00 
rt 4.000.00 -.- 't 2.666.66 
rt 15.000.00 -.- rt 10.000.00. 
í 1.000.00 -.- rt 666.67 

+ a Sacado a subasta, no se pidió la adjudicación, sino que el ejecutante pidió el SOBRESEIMIENTO 
Art. • Artículo 
Ine. = Inciso 
C. Pro C. ~ Código de Procedimientos Civiles 
PERDIDA DEL EJECUTADO = Diferencia entre el Valúo convencional y Base del Remate. 

A SUBASTARSE 
en: 

SOBRESElDO 
11 

tt 2.000.00+ t, 
f/. 400.005 tt 
f/. 20.000.005 f/. 

rt 6.666.66A rt 
rt 666.67A t 
t 800.00A t 
rt 2.666.66 f/. 
rt lO.OOO.ooA t 
rt 666.67A t 

PERDIDA 
EJECUTADO 

1.R. 
1.R. 

1.000.00 1.R. 
200.00 1.R. 

8.800.00 1.V. 

3.333.34 - 1.U. 
333.33· 1.R. 
400.00 1.U. 

1. 333. 34 1.U. 
5.000.00' 1.U. 

333.33 I.R. 

1-" 
<:':) .-
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ANALISIS PORMENORIZADOS DE LAS Vt:NTAS EN PUBLICA SUBASTA REALIZADAS EN LOS 

.JUICIOS EJECUTIVOS CITADOS roMO EJEMPLOS. TOMANDO EN CUENTA n VALUO CONVENCIONAL 

y EL VALOR REAL APROXlMADO. 

!-Jt~O ____ ~l~9~6~9 

lo.) - Los inmuebles que se embargaron están situados en zona cafetalera del de­
partamento de San Miguel. 

ANALISIS DE CONFORMIDAD AL VALOR REAL: 

30 manzanas a 1/.3.000.00 cada una, más o menos •.•••• •.••••• t 90.000.00 . 
10 " JI t3.000.00 tr " " ti ............... 30.000.00 -
Valor real, aproximado, de 105 bienes •••••••.••••••..• ..•• t120.000.00 

Valúo extrajudicial, Art. 606 Inc. 40. C. Pro C.: 

30 manzanas ........ ...... " ...... t 25.000 .00 
••.•.•...••..•••••• " 16.000.00 10 " 

Pérdida, aproximada, de los deudores 

ANALISIS DEL JUICIO EJECUTIVO ENTABLADO EN CASO DE 

!iABERSE LLEGADO A LA SUBASTA: 

Saldo reclamado ..•••••••••••• t 12.860.77 -
a) - Valúo Convencional, Art. 606 Inc. 40. C. Pro C.: 

30 manzanas .•• •••.•••• •• t 25.000.00 -
10 .1 ............ ., •• 11 16.000 .00 . 

Base del remate, Art. 635 Inc. 10. C. Pro C. 
2/3 de rt 25.000.00 ••••• • t 16.666.67 

f/, 41.000.00. 
~ 79.000.00 + ó -

rt 41. 000 • 00 -

2/3 de tt 16.000.00 ...... " 10.666.61. t 27.333.34-
Pérdida de los ejecutados según valúo •••.••....•••••. rt 13.666.66 

b) - Base remate de inmuebles •.•••.•.•••••••.••••.•••••• f/, 27.333.34 
Saldo reclamado ••.•..••••.•.•.•.••.••.••.••••••.••• " 12.860.77 
DIFERENCIA A FAVOR DE LOS DEUDORES .•.• •• .•••••••••• ~ 14.472.57 

e) - Valor real. aproximado, de los inmuebles . • .•••.•••• tI20.000.oo 
Suma a subas te rse, Art. 635 Inc. le. C. Pr. C. ..... ti 21. 333.34 
Pérdida de los deudores ..••...•.•••••.•••••••••••.. rt 92.666.66 

d) - Valor real, aproximado, de los inmuebles ••••.•••••. tI20.000.00 
Suma en que se hubiesen adjudicado en caso de no 
haber postores, Art. 639 C. Pro C ••..•••.•••••.•••• t 12.860.77-
pérdida de los deudo res ..•.•.•••.••...••..••.•••••• ttl07 .139.23 

N O T A: Este juicio se sobreseyó, pero se cita por ser interesantes las 
distintas situaciones que se han analizado; pero lo más importante es la 
repercusión que está suhasta hubiesé tenido en el bienestar económico de 
los deudores, tomando en consideración que el segundo inmueble era sufici­
ente para que el saldo reclamado y las costas del juicio se pagaran; ya no 
digamos el exceso de garantía que representaban ambos inmuebles en relación 
con el saldo reclamado. 

Cuando se hace relación al valor de ~3.000.00 por manzana. se da aproxima­
damente. dado que en nuestro País la manzana sembrada de café en plena 
capacidad productiva llega a costar más de t3.000.oo. 

20 .) - El credito estaba garantizado con el inmueble relacionado, en el cual se 
encuentra construida una casa ; el inmueble referido esta situado 8 _ orilla 
de carretera pavimentada en la población Cuyultitan. 



ANALISIS DE LA SUBASTA REALIZADA: 

Suma reclamada ••••••••••••••. t. 3.000.00 
a) - Valúo Convencional, Art. 606 lnc. 40. C. Pro C •••• 

Base del remate, Art. 635 Inc. 10. C. Pro C. 
2/3 de 9!3.000.oo .... " .... " .......................... ... ". 
Perdida de conf ormidad a la has_t· del remate •••••• 

b) - De conformidad al Valor Real del bien: 
Por su ubicación se le da un valor real de •••••••• 
Base del remate, Art. 635 Inc. lo. C. Pro C. 
2/3 de i3.000.oo ...... to4I4I".4I4I4I •• 4I4I4I .. 4I4I4I.4I4I4I4I •••• 4I4I .. 

Perdida aproximada del deudor •..•.•••••.••..•••••• 
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t. 3.000.00 

tt 2.000.00 . 
i 1.000.00 

t. 8.000.00 

'/. 2.000.00 
tt 6.000.00 

30.) - El inmueble ~ubastado esta situado en Ayutuxtepeque, población situada muy 
próxima a la ciudad Capital, en ella se encuentra construído el Centro 
Urbano" José Simeón Cañas 11, cantón Zacamil 

Hemos de tomar en cuenta, que en las ciudades y pueblos próximos a la Capi­
tal, la tierra ha tenido una plusvalía muy grande y es imposible encontrar 
un metro cuadrado a t.0.50; con base en lo manifestado he optado por darle, 
en forma conservadora, y en la población mencionada, un valor de t.3.00 a 
cada metro cuadrado de los comprendidos en la garantía antes relacionada. 

ANALISIS DE CONFORMIDAD AL VALOR REAl. DEL BIEN: 

4.678.20 metros 2 a t3.oo cada uno .•. •••..••••••••••••••• ~ 14.034.60 
Valúo convencional. Art. 606 lnc. 40. C. Pro C., •.•••••. t 600.00 . 
Pérdida del ejecutado según el valor real •.••••••••••••. t 13.434.60 

~~ALISIS DE LA ,SUBASTA REALIZADA; 

a)· - Capi tal reclamado ........ lO ............................ . 

Base del remate, Art. 635 lnc. lo. C. Pro C.: 
2/3 de t600. 00 •• " ............................................... .. 

Perdida de conformidad 8 la base del remate .••••••• 
b) - Valor real aproximado •••.•..••...•••.•.••.•••...••• 

Rematado de conformidad al Art. 635 lne. lo. 
del C. Pro C. 
P¡rdida del ejecutarlo •.••...••••..•.•••.•••.••••••• 

t 600.00· 

'/. 400.00 · 
~ 200.00· 
t 14.034.60. 

'/. 400.00 
lt 13.634.60· 

N O T A: El único postor que hubo el día y hora de la subasta fue el eje­
cutante, quien ofreció la base del remate, quedando el bien subastado a su 
favor. 

40.) - La garantía de este crédito estaba constituida por un solar urbano y casa 
construlda en éste, inmueble que ~stá situado en Colonia La Rábida. El 
crédito fue concedido por una Institución Bancaria. 

Hemos de considerar que dichas instituciones conceden los creditos sobre 
un porcentaje del valúo dado al bien y no sobre su valor real; y éste ya 
representa un margen muy satisfactorio de utilidad en caso de ejecución. 

~~ALrSIS DE LA SUBASTA 

a) - CREDITO CONCEDIDO ...•••. t 26.400.00 
Valúo Convencional. Arto 606, lne. 40. Pr' J ••••.•••• (/. 26.400.00 ' 
Base del remate: Art. 606. lne. 40. fi.nal~ Pro 
Z!3 de t26.400.oo f/. 17.600.00 . 
Pérdida del ejecutado de conformidad a base del 
rema te ......... Ij 11 ••••• c; ••••••••••••• if' ............... . 

b) - Valúo convencional, Art. 606, lnc. 40. Pro •••••••. 
SUBAS1'll\OO ~~ ....... ti ........ ., ... l' .. ... ti .. 1t ....... '" ,. ... " ... . 

Saldo pendiente de pago ..• .• ••••.••.•.•.•..•••...• 

t 8.800.00-
(/. 26.400.00 
f/, 20.000.00 
f/. 6.400.02, 



ANALISIS DE CONFORMIDAD AL VALOR REAL: 

a) - Valor Real del bien: 
De conformidad a la zona en que está situado el 
inmueble. se calcula, aproximadamente. en ••••••••• 
Valúo Convencional, Art. 606, lnc. 40. Pro •••••••• 
Pérdida, aproximada. al obtener el crédito •••••••• 

b) - Valor real del bien (aproximado) •••••••••••••••••• 
Base del remate: Art. 606, lnc. 40., final, Pro .el. 

con 635 Pro 
2/3 de Q!26.400.oo .............. 111 ........ " ••• _ ••••••• 

pérdida del ejecutado de conformidad a la base del 
retna te ........................ " ..... 41' e .......... t • ., ..................... .. 

e) - Valor real del bien, (aproximado) •••.•••.••••••••• 
Subas tado en ................. " ................. ., ... ....... ....... ........ .. 
Pérdida del ejecutado de conformidad al valor real 
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rt 40.000.00 . 
f/. 26.400.00 
ti. 13.600.00. 
t 40.000.00 · 

ti. 17.600.00. 

ti. 22.400.00. 
t 40.000.00· 
ti. 20.000.00 . 
rt 20.000.00 

N O T A: Se entabló un nllevo Juicio Ejecutivo contra el mismo demandado, 
por crédito de rt4.000.00 concedido por una persona particular, el que se 
acumuló al de la Institución Bancaria; pero por ser preferente este último 
se le aboné el producto de la subasta. 

El ejecutado quedó debiendo: 

A la Institución Bancaria •..•.•.•.••..••.••••••••• 
Crédito de la persona particular ••••••••.••••..••• 

t, 6.400.00' 
é 4.000.00 ' 

T o tal ••••••••••••••••••.•.••.••.•••••••.•••••• t 10.400.00 

Al total anterior se le suman las costas procesales e intereses,re­
sultando un saldo mayor. 

El acreedor o ejecutante del crédito personal se presento como postor el 
día señalado para la subasta y a la hora señalada fue el único que hizo 
postura por ~ 20.000.00. El remate, se aprobo a su favor, pero no entero 
la suma ofrecida, y ésto motivo que se sacara nuevamente a subasta el in­
mueble antes relacionado. En esta segunda subasta se presentó un nuevo 
pOBtor y ofreció é 20.000.00, no siendo mejorada; este pagó directamente 
a la Instituci6n Bancaria y presentaron un escrito firmado conjuntamente, 
en el que pedían se tuviera por .bIada la suma y por aprobado el remate, 
lo cual así se resolvió. 

lo.) - El solar urbano y casa relacionado y en el cual se encuentra construida 
una casa, está situado en la 18a. Calle Poniente, Barrio Santa Anita. 

~ALISIS DE LA SUBASTA 

Crédito concedido •••••.•••... ~ 10.000.00 
a) - Valúo convencional, Art. 606, lne. 40. Pr., •••.••• 

Base del remate, Art. 606, lne. 40. final Pr.: 
2/3 de tIO.OCO.oo 
Pérdida del ejecutado de conformidad a la base del 
rema te ................ ~ ................ ., ....... ,. .... 111 .. 

b) - Valúo convencional, Art. 606 lnc. 40. Pro 
Adjudicado, Art. 639 lnc. lo. Pro 
Saldo pendiente de pago .•••••••••..••.•••••••••••• 
Saldo pendiente de pago ... Perdida del ejecutado. 

ft 10.000.00 

'1. 6.666.66· 

41 3.333.34 
f/. 10.000.00 
rt 6.666.66 · 
t. 3.333.34 



ANALISIS DE CONFORMIDAD AL VALOR REAL 

a) - Valor real del bien. (aproximado) ••••••••••••••••. 
Valuo convencional, Art. 606 Inc. 40. Pro 
P~rdida, aproximada, al obt~Tel credito 

b) - Valor real del bien (aproximado) •••••••.•••••••••• 
Base del remate: Art. 606 Inc. 40., final, Pro 

relacionado con Art. 635 Pro 
2/3 de ~lO.OOO.oo 
Perdida de conformidad a la base del remate 

e) - Valor real 4el ·bien, (aproximado) 
ADJUDICADO, Art. 639 Inc. lo. Pro 
Perdida del ejecutado de conformidad al valor real 
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f/. 20.000.00 
t 10.000.00 
~ 10.000.00. 

t 20.000.00 

6.666.66. 
13.333.34 

'/. 20.000.00 · 
~ 6.666.66 
t 13.333.34 

El ejecutado quedó debiendo t3.333.34 más las costas procesales e 
intereses. 

20.) - El inmueble que garantizaba el crédito está situado en lotificación pró­
xima a la población de Apopa. 

ANALISIS DE LA SUBASTA 

Crédito concedido ••.• •• •.••••• t 1.000.00, al 2 1/2% m. 

a) - Valúo convencio~al. Art. 606 lnc. 40. Pro f/. 1.000.00 
Base del remate, Art. 606, Inc. 40. final Pro 

relacionado con 635 Pro 
2/3 de tl.OOO.oo ••••.•••••••••.•.•..•••.••••.••••• f/. 666.67 
Pérdida del ejecutado de conformidad a la base del 
rema"te ......................... ti. .............. ., ........ . 

b) - Valuo convencional, Art. 606 Inc. 40. Pro 
ADJUDICADO, Art. 639 lnc. 10. Pr., 
Saldo pendiente de pago .••••..••••.•••••••••.••••• 
Saldo pendiente de pago - Perdida del ejecutado. 

ANALISIS DE CONFORMIDAD AL VALOR REAL 

a) -

b) -

Valor real del bien (aproximado)~ 
t5.oo cada vara cuadrada:210«ts.<:: - 300.60 ~'8.2 
Valúo convencional. Art. 606 lnc. 40. PI'. 
Perdida, aproximada, al obtener el crédito 
Valor real del bien (aproximado) ••••••.••••••••.• : 
Base del remate: Art. 606, Ine. 40. final, Pro 

relacionado con 635 Pro 
2/3 de ~l. 000. 00 .•••..•. • •...•••..•.•••••.•.•.•.• 
pérdida del ejecutado de conformidad a la base del 

1---'333.33 

f/. 

'/. 
t. 
t 

1.000.00 
666.67 
333.33 

1. 503.00. 

1.000.00 
503.00 . 

1. 503.00· 

666.67. 

rexu.a te ..... e .. " • ti .......................... " ....... .., • • • .. f/, 836. 33 
e) - Valor real del bien (aproximado) .••.•.•••.••••••• ~ 1.503.00 

ADJUDICADO, Art. 639 lne. 10. Pro t 666.67 
Pérdida del ejecutado de conformidad al valor real 'f/. 836.33 . 

J ; = 
El deudor quedó debiendo t333.33, más costas procesales e intereses. 

30 .) - El bien que garantizaba este credito esta situado en Mejicanos,cantón Zaca­
mil, próximo al Centro Urbano ti José Semeón Cañas ", 304.08 varas cuadradas 
de extensión; según su ubicación, la vara cuadrada no puede costar menos de 
tlS.oo, y aún más. 

ANALISIS DE LA SUBASTA 

a) - Capital reclamado •••..•. ~ 1 .200.00 
Valúo convencional, Art. 606 Ine. 40. Pro 
Base del remate, Art. 606 Inc. 40 •• final Pro 

relacionado con 635 Pro 

2/3 de tl.200.oo .......... 41 .......... 0. ••• • ..... . ••••• .. •• 

Pérdida de conformidad a la base del remet~ ~ ( 
~. l I 

rt L 200.00 ' 

tz 800.00 

~::t: ?1fD~'1 ~q 



b) - Valúo convencional, Arto 606, Inc. 40. Pro 
ADJUDICACION, Art. 639 Inc. lo. Pr., relacionado 

con 606 Inc. 40. Pro 
pérdida del ejecutado ............................ . 

ANALISIS DE CONFORMIDAD AL VALOR REAL 

a) - Valor real, aproximado, ••••••••••••••••••••••••••• 
Capital reclam.ado ........... 11 ................. <6 •••• 

Perdida del ejecutado ...........•......•...•.••.•. 
b) - Valor real, aproximado, •...••••••••••••••••••••.•• 

Base del remate, Art. 606, ln~. 40. final, Pro 
relacionado con 635 Pro 

2/3 de tl.200.00, ••.••••.•••••••••••••••••••••.••• 
pérdida del ejecutado ......•.••......•.•.•...•...• 

e) - Valor real, aproximado, .•••••••.•••••••.•••••••••• 
ADJUDICACION, Art. 639 Inc. 10. Pro relacionado con 

606 lnc. 40. Pro 
P~rdida del ejecutado .••.•..•.••••••••••.••••.•••• 

rt 
rt 
e 
t 

t. 
~ 
t 

rt 
'l 
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1.200.00 

800.00 · 
400.00 

4.561.20· 
1. 200.00 
3.361. 20 
4_561. 20 

800.00 
3.761. 20 
4.561. 20 

800.00 
3.761. 20 

El ejecutado quedó debiendo rt400.00, intereses y costas procesales. 

40 .) - La garantía del cr~dito era un solar urbano con casa construída, situado 
en Barrio Candelaria de San Salvador. Dada su ubicación este bien ten­
dría un valor mínimo de 'lIO.OOO.oo. 

ANALISIS DE CONFORMIDAD A LA SUBASTA 

Capital reclamado •••.•••• 'l 4.000.00 
a) - Valúo convencional, Art.606 Inc. 40. Pro ••••••.••• 

Base del remate: Art. 606 Ine. 40., final, Pro 
relacionado con 635 Pro 

2/3 de ~ 4.000.00 ••••••.•••••.••••••••••••.•••••• 
P~rdida de conformidad a la base del remate •••••• 

b) - Valúo convencional, Art. 606, lnc. 40. Pr., rela-
cionado con 635 Pro •••••••••• 

ADJUDICACION, Art. 639 lnc. 40. Pro •••••.•••••••• 
P¡rdida del ejecutado ..•••.•••••••••••••••.•••••• 
Pérdida del ejecutado - saldo pendiente de pago 

ANALIS 1S DE CONFORMIDAD AL VALOR REAL 

a) - Valor real, aproximado ...•....•••.•••..•••.••.•.• 
Capital reclamado ................................. . 
P€rdida del ejecutado •.•••••••••.•••••••••••••••• 

b) - Valor real. aproximado .••••.•.••.•••••••••••••••• 

c) -

Base del remate: Art. 606 lnc. 40. final Pro 
relacionado con 635 Pro 

2/3 de ~4.000.00 .. • .. .. • .. • .. • .. • .. • • ... • .. .. .. • • .. • • • • .. • • 6' ••• 

pérdida del ejecutado ............................................ .. 
Valor real, aproximado .~ ..........•.....•.••••••• 
ADJUDlCACION, Art. 639 lnc. lo. Pr., relacionado 

con 606~ lnc. 40. final, Pro 
Pérdida del ejecutado ••.••••.••••••••.••••••••••• 

f/. 4.000.00 

~ 2.666.66 
rt 1. 333. 34 

f/. 4.000.00. 
rt 2.666.66 
~ 1.333.34 -
rt 10.000.00 
rt 4.000.00 
f/, 6.000.00 
f/. 10.000.00. 

rt 2.666.66 . 
'l 7.333.34 
~ 10.000.00· 

rt 2.666.66 · 
rt 7.333.34 . 

El ejecutado quedó debiendo tl.333.34, intereses y costas procesales. 

50 .) - La garantía de este crédito estaba constituída por un solar y casa construi­
da en este, el cual se encuentra situado en la Colonia Santa Ursula. exten­
sión 167.75 metros cuadrados, igual a 238.59 varas cuadradas. El crédito 10 
concedió una Institución Bancaria por 'llS.OOO.oo garantizado con primera hi­
poteca sobre el bien; posteriormente le concedió otro por rtlO.OOO.oo, gra­
vando con segunda hipoteca el mismo bien. La Institución relacionada demandó 
únicamente por el primer crédito. 



ANALISIS DE LA SUBASTA 

Capital reclamado ••••••••• t 15.000.00· 
a) - Valúo convencional, Art. 606, Inc. 40. Pr., 

Base del remate, Art. 606, lnc. 40., final, 
relacionado con 635 Pro 

Pr., 

2/3 de f/,15.000.00 ..........................•...... 
Perdida de conformidad a la base del remate •••••.• 

b) - Valúo convencional, Art. 606 loe. 40. Pr., •••••••• 
ADJUDICACION, Art. 639 lnc. 10. Pro relacionado con 

606 Inc. 40. final, Pro ••••••••••••• 
Perdida del ejecutado .••••••••.••••••••••••••••••• 

Perdida· del ejecutado - saldo pendiente de pago. 

ANALISIS DE OONFORMIDAD AL VALOR REAL 

a) - Valor real, aproximado .•••.•.•••••••••••••••••••• 
Capital reclamado ................................ . 
Pérdida del ejecutado ••••.••••••.•••.••.••••••••• 

b) - Valor real, aproximado .•.••••.••••••••••••••••••• 
Base del remate, Art. 606 lnc. 40., final, Pr., 

relacionado con 635 Pro 
2/3 de t15.000.00 •••••• . ••.•••••••••.•.•••••••.•• 
Perdida del ejecutado ............................. . 

e) - Valor real f aproximado ••••••••••••.•...•••••••••• 
ADJUDlCACION, Art. 639, Inc. lo. Pr., relacionado 

con 606 lnc. 40. final Pro 
Perdida del ejecutado .•..•••••••••••••.••••••••• 
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t 15.000.00 

t 10.000.00· 
t 5.000.00· 
t 15.000.00 

t 10.000.00 
t 5.000.00 

rt 40.000.00 .. 
re 15.000.00. 
t 25.000.00. 
i 40.000.00. 

rt 10.000.00 · 
rt 30.000.00. 
~ 40.000.00 · 

t, 10.000.00 
rt 30;000.00· 

El ejecutado qued8 debiendo rt5.000.00, intereses y costas procesales, 
por la ejecución del primer crédito. 

ANALISIS DE CONFORMIDAD A LOS DOS CREDITOS CONCEDIDOS 

a) - Valor real, aproximado, •..••••••.•••••••.•.•••••• 
Valúo convencional, Art. 606 Inc. 40. Pro 
Primer crédito ...•••••. t 15.000.00 
Segundo crédito ••.•••••. ~ 10.000.00 
Pérdida del deudor •.••.••••••.•••.••.•••••••••••• 

b) - Valor real, aproximado ••••..•.•.••••.••.•.••.•••• 
Bases del remate, Art. 606 Inc. 40.) final, Pr., 

relacionado con Art. 635 Pro 
2/3 de t15.000.00 •.•.••• rt 10.000.00 
2/3 de tIO.OOO.oo ••••.••• t 6.666.67 
Pérdida de conformidad a la base del remate 

N O T A 

El ejecutado quedó dibiendo: 
1) - saldo del primer crédito rt 5.000.00 
2) - valor del segundo crédito .•• tIO.OOO.oo 

Total ............. llS. 000.00 

t 40.000.00 

rt 25.000.00 
tt 15.000.00 . 
i 40.000.00 . 

f/. 16.666.67 
rt 23.333.33 

A la suma de f/.15.000.00, se le suman los intereses y las constas pro­
cesales. 

6u.) - Crédito por ~1.000.00, al 2% mensual; garantía: un inmueble de naturaleza 
rústica. situado en la población de Apopa, extensión 105 Areas, (10.500 
metros cuadrados) 



ANALISIS DE LA SUBASTA 

Capital reclamado •••••• t 1.000.00' 
a) - Valúo convencional» Art. 606 lnc. 40. Pr., ••••••• 

Base del remate, Art. 606 lnc. 40 •• final, Pro 
relacionado con Art. 635 Pro 

108 

t 1.000.00 . 

2/3 de tI. 000.00 ••• ".............................. -.'/._.........,6,..,6~6,.....~6~1. 
Perdida de conformidad a la base del remate .".... :'==3:::3:=3:="=3=3. 

b) - Valúo convencional, Art. 606 lne. 40.~ final~ y 
635 Pr. .:;,.ft_-.;;.,66..,..6;.... • ...,..6..,..7 

Perdida del ej ecutado •••••••••••••••••.•••••••••• :::::1/.==3:3:3::.:::3=3. 
Pérdida del ejecutado .. saldo pendiente de pago. 

ANALISIS DE CONFORMIDAD AL VAL-OR REAL 

a) - Valor real, aproximado •.••••.••••••••.•••••••••.• 
Capi tal recl.amado .................................................. . 
Perdida del ejecutado •.•..•••••••••...•.•••.••••• 

b) - Valor real, aproximado, •••••••••••••••••••••••••• 
Base del. remate, Art. 606 lnc. 40., final. Pr., 

relaciona.do con 635 Pro . 
2:/3 de «1.000.00 ................ " .. " .. ,. ......... " .......... .. 
Perdida del ejecutado ••••..••••••••••.•••••••••.• 

c) - Valor real, aproximado •••••••••••.•••••.•.•••.••• 
ADJUDICACION, Art.. 639 Inc. lo. Pr., relacionado 

con Art. 606 lnc. 40., final, y 635 
Pro 

Perdida del ejecutado •.••...• ~ .•••••.•••••••••••• 

t 
1/. 
i 
~ 

1/. 
t. 
ft 

t 
t, 

4.000.00 ' 
1.000.00· 
3.000.00 
4.000.00 

666.61 
3.333.33. 
4.000.00 . 

666.67. 
3.333.33 · 

El ejecutarlo quedó debiendo e333.33, intereses del 2% mensual, y las 
costas procesales. 
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EJEMPLOS DE DILIGENCIAS DE UTILIDAD O NECESIDAD. PARA VENDER O GRAVAR 

ll'l11UEBLES DE INCAPACES I PROMOVIDAS EN EL JUZGAOO _.PlLOCIVlL DE SAN SALVADOR. 

y Clase del Bien. S U P E R F 1 C 1 E D E L 1 N M 
Urbano. Rústico. Mzs. Has. Areas. Caso Metros 

Cuadrados. 

11 368 • 
11 75 64.30 
" 410 
" 251.25 
11 

" 45 -11 174.37 
" 177 .05 
" 168 

11 1 87.36 
" 274.50 
" 440.58 

" 152.5 

U E B L 
Varas 
Cuadradas. 

526.55 

200 

64.39 

E . 

..... 
O 
c..o 



A ñ o 1 N M U E B L E S • 

Y Comprado en. \1 a 1 Ú o Val Ú o Val Ú o A hipotecar A subastar SUBAS1'ADO. 
C a a o. pericial. total. derechos. en. en. 

1 9 7 1 

1 It 13.690.30 t. -.- t. -.- t! ' 13.500.00 t. -.- t 9.000.00 rt 9.000.00 
2 11 u 11 " " 7.000.00 11 4.6,66.66 If -.- -.- -.- -.- -.-

I! Ir 11 I! 11 " ti -.- -.- -.- -." -.- -,- oo.-
3 .. 35.800.00 n If " " 20.800.00 " 13.866.67 11 -.- -.- -.- -.-
4 11 11 ff tt " 5.000.00 tl 3.333.33 " -.- -.- -.- -.- -,,_. 

1 9 7 2 

1 ti " ti 3.537.80 " 884.45 ti 11 589.64 " -.- -,- -.- -.-
2 11 3.500.00 11 !t " 3.000.00 tt U 2.000.00 " 2.000.00 -.- . -.-
3 .. 10.594.00 ti " 11 9.108.21 ti " 6.072.14 " 6.072.14 -.- -.- -.-
4 .. ,. ti ti 480.00 " 11 320.00 11 320.00 -.- -.- -.- -.-

1 9 7 3 

1 " 1.500.00 " " 11 3.000.00 11 11 2.400.00 11 1.600.00 -.- -.- -,-
2 tt 18.000.00 " " " " 10.000.00 11 6.666.67 t' -.- -.- -.- -.-
3 ti 36.602.94 ti " " 11 40.000.00 It 26.666.67 If -.--.- -.- -.-
4 " -.- tt -.- 11 69.475.00 11 " 29.237.20 11 19.491.41 ti -.- -.-
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ANALISIS DE VENTA EN PUBLlCA SUBASTA DE BIENES DE INCAPACES REALIZADAS 

EN EL JUZGADO CUARTO DE LO CIVIL DE SAN SALVADOR 

Los inmuebles que se relacionan en 106 ejemplos que se citan estan situados 

en la ciudad capital ó en ciudades proximas a ésta. 

A R O 1 9 7 1 

1) - Los tutores de dos menores, huérfanos, pidieron vender los derechos de 

éstos. consistentes en un sexto de cada uno. sobre un solar urbano y 

casa construida en éste, situado en zona próxima a los juzgados de San 

Salvador; los cuatro sextos restantes les corresponden a cuatro hermanos 

mayores. El bien fue adquirido en el año de 1964. SENTENCIA FAVORABLE. 

ANALISIS DE LA VENTA REALIZADA 

Art. 635, lnc. lo. C. de Pro C. 

Valúo derechos de las menores: 

1/6 clu .••••.•••...•.••• ~ 6.750.00 ••••• t 13.500.00 

Base del remate: 

2/3 de t 13.S00.00 ............................. 9.000.00 

P~rdida patrimonial de los menores •••••• t 4.500.00 

PERDIDA DE CADA MENOR .••• t 2.250.00 

A la hora señalada para la Venta en Pública Subasta sólo se presentó un 

postor, y fue la misma persona que había. comprado los derechos de los 

hermanos mayores. 

El dinero de la subasta lo entrego el comprador a los tut.ores de los me-

nores, habiéndole presentado escrito al Juez en que le hacían constar esa 

circunstancia y le pedían que tuviera por oblada la suma y que aprobara 

el remate. 

t 
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2) - 5 menores son propietarios, conjuntamente con la madre de dos inmuebles, 

uno de naturaleza rústica y otro de naturaleza urbana, ambos situados en 
el Barrio San Jacinto de San Salvador, en el último hay casa construida. 
La madre pide HIPOTECAR el inmueble rústico basta por ~7.000.00 con una 
Institución de Cr~dito. a fin de pagar saldo pendiente por la suma de 
~2.000.00 con la misma Institución, ya que ésta les amenaza con reclamar 
dicho saldo por la vía ejecutiva. 

Extensión del inmueble: 75 Areas 64.30 metros cuadrados, equivalentes a 
1 manzana 823 varas cuadradas. 

El inmueble urbano está hipotecado con persona particular en aJ.ooo.oo 
al uno y medio por ciento mensual. Extensión: 410 mts. 2 • tiene casa cons­
truida. 
LA SENTENCIA SE DIO FAVORABLE 

ANALISIS DE LA HIPOTECA AUTORIZADA EN CASO DE EJECUCION 
Art. 606 Inc. 40. C. de Pro C" rel. con Art. 635 C. Pro 

a) - A hipotecar 75 A., 64.30 mts. 2 en ••••••••• 
Valúo en caso de remate, suma mutuada: 
2/3 de t 7.000.00 ••••••••••••••.••••.••••• 
Pérdida familiar ......................... . 

't 7.000.00 ' 

't 4.666.67 
t 2.333.33. 

b) - Crédito con persona particular 
410 mts. 2 con casa construIda, HIPOTECADO en t 3.000.00 . 
En caso de subasta: 
Art. 606 lne. 40. C. Pr.·C., rel. con Art. 635 C. Pro 
2/3 de ~3.000.oo •.•.•.•••••••.••••.•••.•• 't 2.000.00 
Pérdida familiar •.•••.••••.•.••••••• ~ • • . • rt 1. 000.00 · 

Este inmueble está situado en la Colonia América. 

N O T A E X P L I C A T 1 V A 

caso a) 
Si 

barato que 
tomamos en cuenta que en San Salvador. la vara cuadrada, por 
sea 9U precio, esta no cuesta menos de '5.00 De 10 anterior 

colijo que la Instituci6n de Crédito ha recibido 1a9 ~~.iguiente8 garantías: 

a) -10.823 vs. 2 a t5.oo c/u •.•.•••..•••••.••.• 
Crédito concedido •••••••••.••.•••••.••••• 
Exceso de garantía ••••.••••••..•••••••••• 

b) - VALOR REAL DEL BIEN. APROXIMADO ••••••.•• 
Suma a subastarse en caso de remate! 
Art. 606 lnc. 40. C. de PI'. C. 
2/3 de suma muatuada • 2/3 de ~7.000.00 • 
Perd ida familiar .................. " .......... . 

c) - En caso de adjudicación: Art. 639 Inc. lo. 
C. Pro C. 

Valor real del bien, aproximado .••.••••.• 
2/3 de ~7.000.oo •••••••.••...•.•••.•••.•• 
Pérdida patrimonial ••••••..••••••.••••••. 

CASO B) : 

t ~4 .11i~oo. 
7.000.00 
Z.115.oo · 

rt 54- .115 .00 

• 
4.666.67· 
9.448.33 

rt 54.115.00 
1/. 4.666.67 
t 1.9.448. 33· 

El crédito concedido por la persona particular recibió una garan­
tía de 410 metros cuadrados sobre los cuales hay una casa construídaj haré 
un cálculo aproximado de la garantía que ha recibido el acreedor, as! como 
de la pérdida del deudor en caso de remate o de adjudicación. 

a) - 410 mts. 2 a 1/.25.00 c/u aproximadamente •••• · 
Valor aproximado de casa construida •••••• 
Valor de la garantía .••••.••..•••••.••••• 
Crédito concedido ..••••••••••..••••••..•• 
~ceso de garantía .• ~~ ..••....•... ~ ..•. ~. 

ti. 10.250.00 
t 7.000.00 
~ 17.250.00 
rt 3.000.00 
t 14.250.00 



b) - VALOR REAL DEL BIEN HIPOTECADO .••••••••••• . 
Suma a 8ubastarse en caso de remate: 
Art. 606 lnc. 40. C. de Pro C. 
2/3 de suma mutuada - 2/3 de ~3.000.00 
p'erdida familiar en caso de subasta ••••••• 

e) - En caso de adjudicación, Art. 639 Inc. lo. 
C. Pr. C. 

Valor del bien, aproximado •••••.••••••••• 
Adjudicación al acreedor 
2/3 de (/.3.000 ti 00 ......................... . 

~ 17.250.00 

t. 2.000.00 
, 15.250.00 

t. 17.250.00 

t. 2.000.00 
i 15.250.00 
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En ambos casos encontramos que los acreedores recibieron una garantía superior 
en cinco veces al valor del crédito concedido. 

La sentencia en el caso 11 a " fué favorable 

)-Este ~ reviste la siguiente importancia: la petición la hace la madre de 
una menor legítima. de 19 años de edad, quien tiene la representación legal. 
La menor, a base de su trabajo ha formado su peculio profesional de más de 
~15.000.00, en efectivo; ella devenga un salario de t500.00 mensuales; de su 
peculio profesional ha tomado t.l5.000.00 y los ha entregado como prima a una 
empresa constructora de viviendas, a fin de adquirir una casa en la zona de la 
ti Colonia Miramonte ". La empresa constructora le ha hecho tradición y entre­
ga de la casa vendida; pero es necesario gravar con primera hipoteca el bien 
referido, a fin de responder por el saldo pendiente que asciende a t.20.800.00. 

Una Institución Bancaria ha ofrecido conceder el crédito en caso de ser favo~ 
rable la sentencia, .por la cual se faculte a la madre que grave con primera 
hipoteca el bien propiedad de la menor, a favor de la institución bancaria que 
ha hecho el ofrecimiento formal de conceder el crédito. El valor de la cuota 
a pagar por el crédito a la Institución Bancaria se deducirá del sueldo de la 
menor. 

LA SENTENCiA FUE FAVORABLE 

La casa propiedad de la menor tiene un valor real de t35.800.00 

ANALISIS DEL GRAVAMEN HIPOTECARIO AUTORIZADO EN CASO DE EJECOCION 

Nos presenta dos situaciones: 

l a.) Crédito concedido .••...•••.•.••••••••••••••••••• rt 20.800.00 
Suma a subastarse el bien en caso de remate: 
Valúo convencional t. 20.800.00, de conformidad 
al Art. 606 Ine. 40 . C. Pro C. 
Aelieación Art. 635 lne. lo. C. Pro C. 
2/3 de i 20. 860.00 ...................... " .............. .. 
Pérdida patrimonial de · la menor ••.••••••••.••••• 

2 a.) VALOR REAL DEL BIEN .•••.•••••••••••.•••••••••••• 
Suma a subastarse, Art. 635 Inc. lo. C. Pro C. 
Perdida real de la menor •..•.••••••••••••••••.•• 

rt 13.866.67 
rt 6.933.33 

t. 35.800.00 
f/, 13.866.67 
rt 21.933.33· = i • 

Nuestro Código Civil y Procesal Civil hacen referencia al ' PECULIO PROFESIONAL 
O INDUSTRIAL en las siguientes disposiciones legales: 255 Inc. 30. y lo espe­
cifica en el No. lo. del Ine. 20. del mismo Art. 265, 266 Y 267 del C.C.; 16 
Ine. 10. No. 20 . del C. Pro C. 

De l o preceptuado por el Art. 255 Inc. 30. y No. lo. del Inc. 20. de dicha 
di spos ición digo que PECULIO PROFESIONAL O INDUSTRIAL de un hijo es: el formado 
por los bienes adquiridos por el hijo en el ejercicio de todo empleo. de toda 
profesión liberal, de toda industria, de todo o~. 
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4) - Los padres piden hipotecar solar urbano en el cual se encuentra construída 
una casa, siendo esta la vivienda de la familia. ~~icación del bien: a 
600 metros del nuevo Mercado Central de San Salvador. Motivos: aum.entar 
capital de operaciones de negocio familiar. No se da extensión del bien. 

LA SENtENCIA SE DIO FAVORABLE; límite de gravamen tS.OOO.oo 

a) - ANALISIS DE LA HIPOtECA AUTORIZADA EN CASO DE EJECUCION • 

A hipotecar en ..•••.•.••••••••••..•.•••••• t 
VALUO EN CASO DE REMATE: suma mutuada. 
Art. 606 inc. 40. C.Pr.C., 2/3 de ~S.OOO.oo t 
Pérdida patrimonial de los menores ••••••• t 

5.000.00 

3.333.34 
1. 666.66 

b) - Análisis de conformidad al valor real, aproximado 
Valor real del bien" aproximado •••••••••• t 30.000.00 
Valúo en caso de remate: Art. 606, lnc. 
40.. PI'. • ............ " ....................... ". ~_ 5 .. 000 .. 00 

Pérdida de conformidad al valúo •••••••••• t 25.000.00 

e) - Valor Real del bien, aproximado •••.•••••• ~ 30.000.00 
Base del remate. Art. 606 inc. 40. final Pro 
2/3 de ~S.OOO.oo ••••••••••••••••••••.••••• t 3.333.34 
Pérdida de los menores en caBO de subasta t 26.666.66 

1 9 7 2 

1) - El padre de un menor, 15 años de edad )pide autorización para venderle al 
Gobierno de El Salvador el derecho que el referido menor tieneconjun2amente, 
con dos hermanos mayores y el padre. sobre un solar urbano de 45 mts. J equi­
valentes a 64.39varas2, dado que interrumpe el paso de una arteria de circun­
valación de la. Capital. en el bien referido se encuentra construída una casa 
de bahareque. 

El valúo del innn~ble lo realizó la Dirección General de Presupuesto. 

Valúo: 2 
Extensión terreno: 45 mta. 2 = 64.3~ vs. 2 a t20.oo e/v 
Construcción: casa bahareque, 45 mts ~50.oo c/u 
Total ..................... '" ...... I'f .................. * • ti ~ • 5 •• 11 ...... iII • 

Sentencia favorable. 

~ 1. 257.80 . 
f/. 2.250.00 
L .. 3;537.80 

No hubo subasta, la venta de todos los derechos la hicieron extrajudicial­
mente al Ministerio de Obras Públicas. 

A..~ALlSIS DE LA SI11JACION EN CASO DE HABERSE SUBASTADO EL DERECHO DEL MENOR. 

a) - Derecho del menor .. 41 ••• '! 11' ........... ti ....... ~ •••••••• ~ .. i. rt 884.45 
1/4 de ~J.537.80 
A subastarse: Art. 635 Pro re!. con 811 ine. lo. Pro 
2/3 de t884.45 .. it-oli" ........ .................. -=- ........... . 

P€rdida del menor . __ ....... iIo •• ~ o. ..... '" ........ ~ ., .......... .¡¡ 4> •• 

2) - La l!1!idre pide vender derecho de un menor, consistente. en 1/4 de 1/2 de 174.37 ,,¡ 

mts. 2, en el solar hay casa cons t rolda; el menOl", la madre y dos hermanos 
mayores son propietarios conjuntamente. Todo el bien costó, originalmente 
f/,3 . 500.00. 

La ven!~a la pide por ser imposible que puedan vivir dos familiar en el 
mismo bien; dado que la otra mitad le corresponde a otra persona. quien 
vive en el mismo bien con su ramilia. · 

SeDtencia fuvorable. 



ANALISIS DE LA VENTA • 

Valúo dere'cho ., ......... ,. ..... * ......... '" •••• M ..... , • • • • • rt 
Venta en Pública Subasta: Art. 635 Pr. 2/3 de ~3.000.00t 
Perdida del menor ....... ............ " ...... .... ' .•.••• * • • • .. t 
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3.000.00 
2.000.00 
1.000;00 

Sólo hubo un postor , y fue la persona propietaria de la otra mitad 
del bien. esta habia comprado los derechos de la madre y de los hermanos 
mayores. 

3) - Se pide vender derecho de un menor, consistente en 1/2 de 1·17 .05 mta. 2 , 
solar en el que esta construída una casa, y que le fue adjudicada a la 
madre conjuntamente con su hijo por el l.V.O. en tlO.594.oo. 

4) -

Razones para vender el derecho: para mejorar las condiciones de crianza 
y establecimiento, con el producto, comprar casa en. otro sitio. La madre 
vendió su derecho. 

SENTENCIA FAVORABLE. 

ANALlSIS DE LA VENTA: 

Valúo derecho del menor •••.•••••••••••••••••••••••••• t 
Venta en pGblica subasta: Art. 635 Pro 2/3 de t9.l08.2lt 
Pérdida del menor .. " .............. ........ *' •• '" • • • .. • • • ~ 

9.108.21 
6.072.14 
3.036.07 

s610 hubo un postor • la misma persona que compró el derecho de la 
madre. 

La llládre de dos menores pide, por medío de apoderado, autorización para 
vender los derechos de éstos, consistentes en 115 a c/u sobre 168 mes. 2; 
los menores, conjuntament.e con la madre y dos hermanos mayores son propie­
tarios del bien. Razones para pedir la venta: por 1\0 ten.er recursos para 
poder educarlos y alimentarlos por lo que se ha llenado de deudas; con el 
producto atender las necesidades de ~stos. 

ANALISlS DE LA VENTA EFECTUADA 

Valúo derechos de ~nores ..•.•.•••.. • •••.•••••••••••. t 
1/5 c/u sI 168 ruts. 

480.00 

Venta en pública subas~! Art. 635 Pro 2/3 de t480.00 .::,t_--.-;3='"'2:;-:0~._0 __ o 
Pérdida de los menores •••.••.•..•••••••••••••••••••• i 160.do 

"'-'""""",=-":""::'00= 

La pérdida es mayor si tomamos en cuenta los honorari&s del apoderado. 
La madre y los hermanos mayores también vendieron sus derechos. 

1) - La madre pide autorización para vender los derechos de 4 hijos sobre un 
solar de naturaleza urbana. en el cual se encuentra. construida una casa; 
siendo este el único bien que poseen y en el cual habitau. 

Edad de los menores: 20, 19. 17 Y 12 años de edad 
LxtensiótÍ del bien: .1 Area 81.36 mts. 2 con casa construída en este. 
Razones para pedir la . venta: por ser muy pobres y carecer de renta.s para 
poder educarlos y alimentarlos. 

LA SENTENCIA AUTORIZO LA VENTA. 
:;o -- -; -Se cumplio coo el tramite indicado en el Art. 817 C.PrwC. 



ANALISIS DE LA VENTA EN PUBLICA SUBASTA REALIZADA. 

Situaciones que se presentaron: 
a) - Valúo dado al bien por peritos ••••••••••••••••••••••• ~ 

Suma a subastarse. Art. 635 lnc. lo. C.Pr.C. 2/3 de 
e3. 000 . 00 .,. •••••••••••••••••••••.•. 40 ,. • .. • • • • • • • • • • • .. • ~ 
Pérdida patrimonial de los menores ••••••••••• • •••••• t 

116 

3.000.00 

2.000.00 
1.000.00 

La anteior es la apreciación personal s la venta realizada, de confor­
midad a la. di.,.id Me legales correspondientes, Arts. 817 y 635 Inc.10.C.Pr.C. 

D 1 L 1 G E N C 1 A S DEL TRI B U N A L. 

b) - Valúo dado al bien por peritos •••.•••••••••••••••••• 
Suma a subastarse, Art. 635 lne. 10.C.Pr.C. 
2/3 de tl.OOO.oo •••.••••••••••••••••••••••••••••••• 
pérdida patrimonial de los menores ••••••••••••••••• 

e) - Valúo dado al bien por peritos •••• . •••••.•••••••••• 
Suma a 9ubastarse, Art. 635 Inc. lo. C.Pr.C. 
Aplicaron 2/3 sobre t2.400.oo ..•••••••••••••••••.• • 
Pérdida patrimonial de los menores •••••.••••••••••• 
S • 8uboató en ~l.~OO.oo. 

NOTA EXPLICATIVA DE LAS TRES SITUACIONES: 

t. 3.000.00 

t 2.400.00 
t 600 . 00 

t 3.000.00 

t 1.600.00 
i 1.400.00 

a) - Es la correcta de conformidad al t~to del Art. 635 Ine. 10. C.Pr.C. 

b) Sería la posici6n justa si en nuestra legislación se aplicara en forma 
extensiva el texto del Art. 817 Inc. lo. C.Pr.C., fundamentalmente en la 
parte final de este lne. cuando dice: tt NO PUDIENDO EFECTUAR LA VENTA 
POR MENOS DE LAS OOS TERCERAS PARTES DEL JUSTIPRECIO DE LOS BIENES. 11 

Digo que sería la posici6n correcta, porque de la parte final del inciso 
antes citado considero que se deduce lo siguiente: una facul~d que la 
ley da al Juez, de no vender los bienes de los incapaces por menos de las 
dos terceras partes del avalúo dado al bien o bienes por los peritos. 
Pero en ningún momento, creo, el legislador le prohibe al Juez fijar como 
base para el remate t una cantidad mayor a las dos terceras partes del jus­
tiprecio dado al bien o bienes. 

c} - En esta tercera situación, estimo, se produjo un error judicial, porque 
indebidamente se aplicó, por segunda vez, el texto del Art. 635 lnc. lo. 
del C. de Pr.C. Digo error, porque se calcularon, nuevamente, las 2/3 
partes sobre la suma que ya se había indicado era la base de las posturas. 

Valúo del bien •••••••••.•••.•.••••••••.•••••••••••••• ~ 3.000.00 
En el cartel en que se señala día y hora para el remate y a la vez se 
indica la base sobre la que se admitiran las posturas. 
Base del remate: 
2/3 de '2.400.00 .•..•..••.••••••••••••••••••.••••• • • t 1.600.00 
Esta falla se hubiese evitado, si el Agente Auxiliar del Procurador de 
Pobres, en el fiel cometido de su atribución, de conformidad al Art. 95 
lnc. lo., literal ti e ti de la L.9. del M.P., hubiera leído, detenidamente, 
las diligencias y.al notar el error a que me refiero, interponer ante el 
Señor Juez la petición, que en el estricto cumplimiento de su cometido, 
debió presentar; a fin de evitar el daño que se ocasionó con la aplicación 
equivocada de la disposición antes citada del C. de Pr.C •• y cuya conse­
cuencia fue, lamentablemente, una mayor perdida para los menores y un ben­
ficio extralegal del comprador. 
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El Texto del Art. 95, Inc. 10. de la L.O. del M.P. se lee: 

11 n Todo Jueó'!, Tribunal, o Funcionario avisara al Procurador Gene­
ral de Pobres o al Fiscal General de la República, en su caso, de 
los juicios o procedimientos civiles. comerciales, criminales o 
administrativos ya iniciados o que se iniciaren, en los casos 
siguientes: 

e) - De los que en general interesen a personas que hayan de 
ser representadas por otra, por no tener capacidad legal 
para comparecer en juicio o que de alguna manera afecten 
el interes pGblico. "" 

2) - El padre pide autorización para hipotecar derecho de un menor del cual este 
es propietario conjuntamente con 3 hermanos mayores de edad, correspondiéndole 
al padre el usufructo. Extensión del bien 274.50 metros cuadrados, en este 
se encuentra constru!da una casa. en la que habitan el padre junto con sus 
hijos, el inmueble referido está situado en la Colonia "El Bosque" y fue com­
prado en tla.OOO.oo. 

Se hipotecaron los derechos de todos incluyendo el derecho de usufructo 
del padre, suma a hipotecar tIO.OOO.oo, destino del dinero: para efectuar 
reparaciones en el mismo bien. 

Area construrda 48.42 mts. 2 

SINTENCU. tiYORABLE • 

ANALISIS ~EN CASO DE EJECUCION: 

a} - Crédito . . ............. 41 .............. .,........... t 10.000.00 
Base del remate: Art. 606 lnc. 40. Pr., rel. con 
635 Pr. 
2/3 de tlO.OOO.oo ..................................... . 
Pérdida familiar ........................................... 

b) - Valor del Bien 
Suma a subastarse: Art. 606 inc. 40. Pro re!. con 
635 Pr. . .............. t! ............ ~ ........... ., .............. . 

2/3 de tIO.OOO.oo •••.•••.•••••••••••••••••••••• 
Perdida ......................................................... . 

e) - Valor del bie.ll ............................... f ......... . 

Inversión .................... " .............. __ ............... . 
Valor real ..... . ......................................... . 
Suma a subastarse: Art. 606 Inc. 40. Pro rel. 

con Art. 635 Pr ••••••.•••••• 
Pérdida f m.iliar . '" ...... e ................................ . 

d) - Derecho del menor ••••.•••• ~ •••••••.••••••••..• 
1/4 de tI8.000.00 
Suma a subastárse1e en caso de ejecución 
2/3 de 1/4 de ~6.666.67 •••••••••••••.•••.••••• 
Pérdida del menor .••••••••••.••••.••••••••.••• 

e) - Derecho del menor 
1/4 de ~18.000.oo 

.................................... ~ .... 
Inversión del menor: 
1/4 de (/.10.000.00 :. ............... I' ......................... . 

Valor renl derecho del menor ••.••..•••.••..••• 
Suma a subastarsele en caso ejecución: 
Art. 606 lne. 40. Pro rel. con Art. 635 Pro 
2/3 de 1/4 de t6. 666. 67 ••••••••••••••••••••.•• 
Perdida del menor en caso de subasta •• ti ••••• " • 

t. 6.666.67 
i 3.333.33 

t. 18.000.00 
~ 6.666.67 
~ 11.333.33 • 

" 18 . 000.00 
rt 10.000.00 
t 28.000.00 

t. 6.666.67 
~ 21. 333. 33 

t. 4.500.00 

~ 1.111.12 
t 3.388.88 

t. 4.500.00 

~ 2i 5QO!OQ 
t. 7.000.00 

" 1.111.12 

~ 5.888.88 

I BIBLIOTECA CENTRAL 
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3) - El padre pide autorización para hipotecar derechos de dos hijos menores, 

19 y 12 años respectivamente. 

Derecho de cada menor 1/7 sobre terreno urbano y construcción situado 
en Colonia Centro América. 

Extensión del bien: 440.58 mts. 2 en este se encuentra construída una 
casa tipo residencial. 

Se pide la autorización para hipotecar conjuntamente los derechos del 
grupo familiar, a favor de una institución bancaria que les ha concedido 
un crédito por ~40.000.00; destino del crédito comprar solar y construir 
casa que sera propiedad de los menores. 

SENTENCIA FAVORABLE. 

ANALISIS EN CASO DE EJECUCION: 

a) - Crédito concedido •••.••••••••••••.••••••••••••• t 40.000.00 
Subasta: Art. 606 inc. 40. rel. con Art. 635 Pro 
2/3 de t4 O • 000 ti 00 ••. 'ti • • • • • • • • • • • • ............... . 

Pérdida familiar ....... 4o .......... 41 •••••••••••••• 

b) - Valor del inmueble a hipoteearse •••••••••••••• 
Suma a subastarse, Art. 606 ine. 40. Pro rel. 

con Art. 635 Pro 
2/3 de t40.000.oo ............... ., ..........•..... 
pérdida familiar .......... * ..................... . 

e) - Valor del bien ••••••••..••••••••••••• ••••••.•• 
Adquisición nuevo bien •.•••.•••••••••••••••••• 
To tal inmueble a .................................. . 
En caso de ejecución: 
Ambos bienes serían embargados y sacados a su­
basta, dandose.el siguiente resultado. 
Suma a subastarse 
Art. 606 ioc. 40. Pro rel. con Art. 635 Pro 
2/3 de t4 O • 000 ... 00 .............................. . 

Perdida familiar ...•. ~ ...•.••.•.•....••••..... 

t 26.666.67 
~ 13.333.33 

q, 36.602.94 

~ 26.666.67 
~ 9.936.27 

. ti. 36.602.94 
t 40.000.00 
i 76.602.94 

~ 26.666.67 
~ 49.936.27 

4) - El esposo de una menor de 17 años pide, en su calidad de representante legal 
de ésta, Art. 370 C. se le autorice a hipotecar un bien de la referida menor, 
consistente en 150.5 manzanas; las razones que se expusieron fueron que era 
necesario obtener un crédito a fín de poder pagar impuestos sucesorales; dado 
que el Fiscal de Hacienda había presentado la demanda ejecutiva correspondiente, 
exigiendo el pago de t29.237.20 a que ascendían los impuestos reclamados. 

# En la partición el derecho de la menor se valúo en t69.475.00. 

Se le dió curso a la diligencias y en resolución se ordenó dar el aviso 
al Pro~urador de Pobres; el Agente Auxiliar se presentó despues de examinados 
los tes tigos . 

El inmueble se encuentra situado sobre la carretera Troncal del Norte, 
en una importante zona agrícola. 

El pago de los impuestos fue hecho por un pariente del esposo de la menor, 
habiéndose producido una subrogación, Art. 1480 No. 5C., tal como consta en 
autos. 

La sentencia se di6 favorablemente. 

Hemos de tomar muy en cuenta, que el precio por manzana en la zona en 
que está situado el inmueble de la menor es de tl.OOO.oo c/u o más; de lo ex­
puesto ten~os que el valor real del bien es de tlSO.500.00, aproximadamente. 
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ANALISIS EN CASO DE EJECUCION 

a) Crédito ............... e •• ...... • • ... ... .... .. • ••• ...... .... • ... ~ 29.237.20 
Ap1icacion del Art. 635 Pro en caso de subasta 
2/3 de t29.231.20 •••....••.•.•••••••••••••••••••• 
Pérdida ........................................................ .. 

~ 19.491.47 
_ 9.745.73 

La perdida equivale al saldo que la menor quedaría debiendo, a 
lo que se le agrega las costas e intereses. 

b) ValoT del inmueble, según escritura pUblica •.•••• t 69.475.00 
Aplicación Art. 635 Pro para efectos de subasta 
2/3 de t29.237.20 •.•...•••.••••..•••••••••••••••• t 19.491.47 
Pérdida ................... " ........................ f/, 49.983.53 

e) Valor real del inmueble ••••••••.••••••••••••••••• t150.500.00 Ó + 
150.5 mz. a tl.OOO.oo c/u, o más. 
Aplicación del Art. 635 Pro para efectos de subasta 
2/3 de ~29.237.20 .•••.•••.....•••.•.••.••••••.••• é 19.491.47 
P~rdida de la menor.............................. e131.008.53 

.Sotenemos que la p~rdida económica de la menor es grande; pero 
tambien es grande la perdida material que sufriría, dado que le 
serían subas tadas las 150 .. 5 manzanas ,de conformidad al Art.. 635 
Pro 

En nuestra ley no existe la posibilidad de poder segregar 
una parte, con cuyo valor se podría cubrir la deuda, intereses 
y costas; no existiendo esta posibilidad, la subasta se realiza 
por la totalidad del bien o bienes embargados. 

Del dominio pUblico es el hecho de que la propiedad en nuestro 
País tiene una plus valía muy significativa, la cual aumenta pro­
gresivamente, como consecuencia de la inversi5n que el Estado rea­
liza en obras de infraestructura. 

El ejemplo planteado produce la siguiente hipótesis: si toma­
mos en cuenta que al arrendar 100 manzanas del inmueble citado, a 
un precio mínimo de tlSO . oo cada una, se hubiese producido una 
renta de t15.000.00 anualmente. De lo expuesto tenemos que en 3 
años se hubiesen producido ingresos de é45.000.00, aproximadamente, 
suma suficiente para cubrir la obligaci6n reclamada y sus anexos; 
quedando la fuente . generativa de ingresos intacta. 



A ñ o 

r;JEMPLOS DE pILIGENCIAS DE U!¡LIUAP O NECESIpAD. PARA VENDER O GRAVAR 
~EBLeS DE INCAPACES, PROMOVIDAS EN ~~ JUZGADO DE LO CIVIL DE ZACATECOLUCA. 

y Clase del Bien· § U f E R f 1 C 1 E ~ E 1 1 N 
caso. Urbano· Rústico· Mzs. Has. Areas. Caso Metros 

M U 

Cuadrados. • 

1 9 6 O 

1 " 480· 
" 88 
1\ l · 
ft 18 
ti 4 1/2 ... 3 1.5 
ti 98 
" 70 
11 127 
11 6)· .. 135· 
ti 2 1 64 
11 9 . 41 87 36 
" 3 • 210 

11 256 
11 613 
n 140 

.~ 9 6 1 

1 tt 

11 54 "" 3.780· 
11 15 . 8 1.050· 
" 8 . ... 560· 
IJ 44. - 30· 80· 
" 22. 45-
tf 16. 1.120 

E B L E • 
Varas 
Cuadradas • 

950. 

i-o' 
t~ 
O 



A ñ o Clase del Bien • S U P E R F 1 C 1 E DEL 1 N M U E B L E. 
Y Urbano. Rústico. Mzs. Has. Areas. Caso Metros Varas 

e a s o • Cuadrados. Cuadradas-

1 t.D 

1 11 415 
2 fI 282 

1111 

1 11 9 80 
" 
ti 11 35 
'1 33 

2 " 12 ... 840 
" 8 e r vid u m b r e 

:; " 300 

1 9 6 4 

1 " 282 
2 u 79 49 

-/ 
1 9 6 5 

- ~ 
<: ro 

1 " 40 n r .o 
'!.: O 
"J .¡ 1 9 6 6 , fTJ 
J O 
R l> 1 It 8 8 62 
~ O 
[jl 'TI 
~ ;~ 1 9 7 O 

. ., 
:;o 

1 " 66 30 e » I .-. 
2 ti 5 60 N 

~ 



A ñ o 
y 

e a s o· 

1 9 6 O 
1 

196 1 

1 

1 9 6 2 

1 
2 

a 
b 
e 

eh 
d 
e 
f 
g 
h 
i 
j 
k 
1 

11 
111 

n 

a 

comprado en· 

t 
11 

" 
" 
" .. 
" 
ti 

" 
" 
" .. 
u 

ti 

" 
" 

" 

11 

n 

-.-
-.-
-.-
- .. -
-.-
-.-
-.-
-.--.--.--,-
-,-
-.-
-.--.--.-

1.500.00 

1.000.00 
2.000.00 

1 N M 

Val Ú o 
Pericial. 

ti. 
" 
" 
" 
u 

It 

ti 

" 
" 
" .. 
" 
11 

" 
11 

" 

" 

11 

11 

3.000,00 
1.562.00 
1. 774,00 

320.00 
5.590.00 
1. 740,00 
1.242.00 
2,254.00 
1.118.00 
1. 864.00 
3.578.00 
3.500.00 
1.100.00 
2.000.00 
3. 400.00 
2.484.00 

-.-

1.500.00 -.-

u E B L E 
Val Ú o 
Total. 

rt -.-
lO -.-
11 -.-
" -.-
ti -.-.. -.-
l' -,-
11 -.-
" -.-
11 -.-
" -.-
" -,-
" -,-
11 -,-
ti -.-
" 36,525,99 

" -,-

" -,-
11 -.-

s . 
Val Ú o 
derechos. 

t -,-
n -.-
" -.-
" -.-
11 -.-
" -.-
11 -.-
" -,-
\1 -.-
1 ~ -,-,. -.-
" -.-
" -.-
11 -.-
11 -.-
1112.175.33 

-.-

" -.-
" -.-

A hipotecar 
en. 

rt -.-
" -.-
" -.-
" -,-
11 -.-
" -.-
" -.-
11 -.-
H -.-
11 -.-
" -.-
" -.-
11 -.-
" -.-
11 -.-
" -.-

11 5.000.00 

-.-
" 3.000.00 

A subastar 
en, 

t -.-
" -.-
tt -.-
" -.-
" -.-
" -.-
" -.-
11 -.-
ti -.-
" -.-
" -.-
" -.-
ti -,-
11 -.-
ti -.-
ti 8.116.89 

" 2.666 . 67 

" 1.000.00 
ti 2.000.00 

SUBASTADO. 

rt -.-
It -.-
" -.-
11 -,-
11 -.-
" -.-
ti -.-
" -.-
" -.-
" -.-
" -.-
" -.-.. -.-
" -.-
u -.-
11 -.-

" -.-

11 1. 000.00 
" -.-

~ 
N 
tv 



A ñ o 1 N ti U E B 
y comprado en . Val Ú o Val Ú o 

e a s o • Pericial. Total. 

1 9 6 3 

1 t, 4.000.00 t. -.- t -.-
H ti " -.- -.- -,-
I! 500.00 11 " -.- -.-
" 1.000.00 " 11 -.- -,-

2 " " 4,550.00 " -.- -.-
" n 2.200.00 " 6.750.00 -.-

3 n 12.000.00 It " 21. 000.00 -.-
1 9 6 4 

1 " 2.000.00 " " 12.000.00 -.-
2 " " It 1. 800.00 -.- -.-

196 5 

1 11 300.00 " " 1.500.00 -.-
1 9 6 6 

1 " " ti 7.440,00 -.- -,-
1 9 7 O 

1 " " 11 -.- -,- -.-
2 " " " 6.000.00 -.- -.-

L E S. 
Val Ú o A hipotecar 
derechos. en· 

,. -.- t -,-
" " -.- -.-.. " -.- -.-
" It -.- -.-
" " -,- -,-
it 6.750.00 " -.-
"21. 000.00 " -.-

"12.000.00 It -.-
.. 1. 200.00 tt -.-

" 1. 200.00 " -.-

" 4.960.00 Il -,-

" 11 400.00 -.-
" 4.500.00 " -.-

A subastar 
en· 

t -.-
" -,-
" -.-
11 -,-
" -,-
"4.500.00 
14.000.00 

"8.000.00 
"1. 200.00 

" 800.00 

"3,306.66 

" 266.67 
"3.000.00 

S U B A S T A D O. 

t -.-
" -.-
11 -.-
" -.-
" -.-
11 4.500.00 
"14.000.00 

tt -.-
" 1. 200.00 

tt 3.025.00 

11 3.306,66 

.. -.-
" 3.000.00 

~ 
N 
W 
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ANALISIS PORMENORIZADQ DE VENTAS EN PUBLICA SUBASTA DE INMUEBLES 

DE INCAPACES, EFECTUADAS EN EL JUZGADO DE LO CIVIL DE ZACATEOOLUCA, 

DE OJNFORMIDAD A CUADROS DE PAGINAS NUMERO 120 • 12} .-

P E R 1 O D O: 

No. de Caso 

1 9 6 O 

A El O: 

1 9 7 O • 

1 9 6 O 

1) - La madre de un menor de 11 años de edad, pide t por medio de apoderado, au­
torizaci6n para vender los derechos del menor, equivalentes a 1/3 del haber 
sucesora!, compuesto de inmuebles rústicos y uno urbano; en los rústicos se 
encuentran varios cultivados de café con capacidad productiva. RAZON BASICA 
DADA AL JUEZ: por no poder atenderlos. Unicamente presentaron solicitud, 
no lo impulsaron hasta la sentencia. 

ANALISIS EN CASO DE HABERSE AUTORIZADO LA VENTA: 

ValGo derechos del menor •••••••••.•••••••• ~ 12.175.33 
Base del remate, Art. 635 lnc. lo. C. Pro C. 
2/3 de t12.175.33 •..••••••.•.•••.••••••••. t a.zló.BJP 
Perdida patrimonial del menor si se hubiesan 
subastado los bienea •••••••••••••••••••••• t 4.058." • 

A N o: 196 1 

1) - La madre de un menor pide se le autorice hipotecar el derecho de éste, 
c.onjuntamente con sus hermanos mayores los derechos que tienen sobre un 
solar urbano con casa constru!da, situado a 300 metros del centro comer­
cial de Zacatecoluca. Total de la hipoteca CINCO MIL COLONES. 

RAZONES EXPUESTAS: atender gastos de altmentanci6n y educación del menor, 
en plantel educativo fuera de Zacatecoluca, asi como gastos de atenc~ón de 
inmuebles rústicos propiedad del menor y sus hermanos mayores. 
La sentencia fue favorable . 

Hipo teca ........... lit ............................... ,. •• f/, 
Base del remate en caso de ejecuci6n: 
Art. 635 Inc. lo. C. Pro C., 2/3 de t5.000.oolt 

Pérdida familiar en caso de remate ••••.•••• ~ 

5.000.00-

2.666.67-
2.333.33-

AN,y.ISIS QE GQNfORHIDAP AL VALOR REAL DEL BIEN HIPOTECADO 

a) - Valor real del bien ••••.••••••••••••• 
Valúo convencional Art. 606 Inc. 4.Pr. 
Pérdida famil i ar con relación al cré-
dito obtenido ." .... ft .... " " •• ., ............ .. 

b) - Valor real del bien ••••••••••••••••• 
Base del remate en caso de ejecución: 
Art. 635 Inc. lo. C. Pro C' I 2/3 de 
(5. 000. 00 ..... .. ............................ ~ lit .. 

Pérdida familiar en caso de remate •• 

rt 15.000.00 
rt 5.000.00-

t 10.000.00 
; 

f/, 15.000.00 

t 2.666.67· 
'.l2.;3~L33 -

El valor real del bien l o relacion6 la madre en su petición al Juez, 
siendo el que cons t aba en declaración de impuesto sobre la renta. 
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Tómese muy en cuenta los demás inmuebles que se relacionan en el cuadro 
de fojas 120 , y sobre los cuales el acreedor podrá perseguir el saldo 
que no se alcanza a cubrir COD el valor que se obtendría en caso de ser 
subastado. Podemos notar la enorme desproporci5n que se da entre el valor 
de la garantía y el valor de la suma mutuada; y algo más, la ventaja que 
le plantea al acreedor de perseguir otros bienes para pagarse el saldo que 
no se cubre con el valor de la subasta. 

A R O: 1 9 6 2 

1) - La madre pide autorización para vender un solar urbano con casa constru:Lda, 
situado contiguo a la Alcaldía de San Rafael Obrajuelo; era el único bien 
que poseía la menor. Razones~pue8tas: poder atender 108 gastos de edu­
cación de la menor, a nivel de Plan Básico, poner una tienda, porque úni­
camente ocasiona gastos e impuestos, y por ser muy baja la renta que pro­
duce. El abuelo de la menor hizo venta del inmueble relacionado a favor 
de ~sta en 1951 por ~1.000.00. SEN'l'ENCU FAVORABLE. 

ValGo del bien ••••••••••••••••••••••• ~ 1.500.00 
Base del remate: Art. 635 lnc. lo. 

c. Pro C. 
2/3 de ~1.500 .00 ••••••••••••••••••••• 
P~rdida patrimonial de la menor •••••• 

t, 1. 000. oo' 
~ 500.00 . 

Sólo hubo un postor; el valor en que se subastó el bien 10 entregó a la 
madre de la menor, tal como consta en escrito firmado por dicha señora y 
en el que pide ee tenga por oblada la suma y por aprobado el remate. 

2) - La madre pide autorización para hipotecar solar urbano y casa construída 
en este, el cual ea propiedad de dos menores de 15 y 9 años de edad. El 
bien les fue donado a los .enores por su padre y en él residen junto con 
su madre. La sentencia autorizo hipotecar el bien en t,3.000.oo. 

ANALISIS EN CASO DE EJECUCION 

Suma mu tuada • ••..•.. .• • . . • . . • . . . . • . . . •. t 3.000 .. 00-

Base del remate: Art . 606 ruc o 40. C. 
Pr. c.: 

2/3 de ~3.000.oo ••••••••••••••••••••• 
Pérdida patrimonial de los menores ••• 

t. 2 • 000. 00 . 
t, 1.000.00-

El bien tiene un valor real de ~12.000.00 y se encuentra próximo al centro 
comercial de Zacatecoluca. 

ANALISIS DE CONFORMIDAD AL VALOR DEL BIEN HIPOTECADO: 

Valor real del bien ••• •• ••••••••••••• 
Base del remate en caso de ejecución: 
Art. 606 Inc. 40. C. Pr o C. t relacio­
nado con Art . 635 Pro 
2/3 de ~J. OOO.oo •• • •..•• & • ••• • •••• • •• 

P€rdida patrimonial en caso de remate 

t 12.000.00-

f/. 2.00,0.00 . 
t 10.000.00. 
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ANo 196 3 

1) - El padre de dos menores de edad, de 19 y 17 años respectivamente, pide 
autorización para vender los derechos correspondientes a cada menor, un 
cuarto para cada uno, sobre los inmuebles relacionados en el cuadro de 
fojas 121 - , por ser éstos rurales y no poder atenderlos, y a la vez 
poder pagar obligaciones adquiridas para mantener negocio del cual se 
han sscado los gastos de mantención y educación de los menores, así como 
para responder por las mismas ci~cunstancias de 109 hermanos mayores. 
La sentencia fue favorable y no se eiguio adelante con los tramites de 
la subasta; tal como lo estatuye el Artículo 817 del C. Pro C. 
Los inmuebles relacionados están situados en la zona costera, cuyas tie­
rras son de gran rendimiento agrícola. 

2) - El tutor de dos menores de edgd, de 20 y 18 años, respectivamente, pide 
vender 109 derechos de los menores, consistentes en: 1/5 mas 1/2 de 1/5 
a cada uno, los cuales heredaron de la madre. RAZONES: poder pagar 
impuestos sucesorales; honorarios de abogado que ha tramitado diligen­
cias de: aceptación de herencia, nombramiento de tutor, de utilidad y 
necesidad; y tambi'n por no poderlos trabajar y así poder comprar en otro 
lugar. LA SENTENCIA AUTORIZO LA VENTA: . 

Valúo derechos menores '/.6.750, cada uno. 

Cuando todo estaba listo para la venta en pGblica subasta llegó a su ma­
yoría de edad uno de los menores; ésto motivo se suspendiera la venta en 
pUblica subasta, y el Juez en un nuevo auto ordeno la venta, únicamente 
de los derechos del menor que quedó. 

Valúo de derecho del menor ~ 
Base del remate: Art. 635 Inc. 10. C.Pr.C. 
2/3 de ~6.750.00trematados en ••••••••••••• e 
pérdida patrimonial del menor •.•••••••••• t 

6.750.00 ' 

4.500.00-
2. 250.O'p 

3) - La madre pide vender los derechos de cinco menores sobre solar urbano en 
el cual se encuentra construida uoa casa. situado a 300 metros del cen­
tro comercial de Zacatecoluca. 
Edad de los menores: 15, 13. 10, 7, Y 6 años de edad respectivamente. 
El bien se compró en t12.000.oo en el año de 1955. • 
Monto del capital sucesoral dejado por el padre a favor de los menores: 
t82.S00.oo 

Razones expuestas al Juez: 

Para pagar impueatos sucesorales. honorarios de abogado y dos legados de 
dinero; los que hacen un total de e9.275.93. 

La sentencia autorizó la venta. En su oportunidad 
Se ordeno proceder a la venea e.n pública subasta. 
por peritos de profesión: carpintero, y zapatero 

VALUO DEL BIE.N ••••••••••••••••••• ~ • • • • • • t 
Base del remate: Art. 635 lnc. lo. e.Pr.C. 
2/3 de «21.000.00 •••.••.•.•••••••••.•••• 
Pérdida patrimonial de los menores •••••• 

e 
it 

se declaró ejecutoriada. 
El inmueble se valuo 

en t21.000.oo. 

21.000.00-

14.000.00' 
7.000.00-

El d~a y hora señalados para el remate no hubo postores, ante eata situa­
ción se procedió a señalar nuevo día y hora, tal como lo establece el Artí­
culo 638 C. Pro e.. A este nuevo señalamiento se presentaron dos personas 
haciendo la postura conjuntamente por la base señalada para el remate, es 
decir, t14.000.oo; no hubo otros postores. 
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Opinion personal: en este caso lo más conveniente hubiese sido hipotecar 
el bien, a fin de mantener intacto el haber patrimonial de los menores y 
así garantizarles 9U subsistencia dentro de un mínimo grado de comodidad 
al llegar a su mayoría de edad. 

El valor real del bien es de aproximadamente t 30.000.00 . 
Esto tomando en cuenta que un bien próximo a 
un centro comercial jamás pierde valor; sino 
que tiende a aumentarlo de conformidad a la 
plusvalía que cobra progresivamente. 

Suma en que se subasto, de conformidad al Art. 
635 Inc. lo. C. Pro C. ••••••••••••••••••• ~ 14.000.00. 
P~rdida real de los menores en su patrimonio i 16.000.00 

:::: r:=z=:::..r:::=.:.::u:t.t:: 

A S O 1 9 6 4 

1) - La madre de dos menores, de 16 y 14 años de edad, pide autor~zaci5n para 
vender un solar urbano en el que se encuentra construída una casa. En 
este inmueble residen la madre y 109 hijos referidos. 

RAZONES EXPUESTAS AL JUEZ: evitar que sea subastado, ya que sobre este 
existe un gravámen hipotecario por ~2.000.oo y no desea que sea subasta­
do en las dos terceras partes de la suma mutuada. 

En el caso planteado tenemos tres situaciones: 

a) - Gravamen hipotecario •••••••••••••••••••••• t. 2.000.00 . 
Base del remate, Art. 606 Inc. 40.C.Pr.C. 

relacionado con Art. 635 
C.Pr.C. 

2/ 3 de rl2. 000 • 00 ••••••••• •••••••••••••••• 

Pérdida patrimonial de 108 menores ••••••• 
rt 1. 333. 34 
i 666.66 · 

b) - Valúo del bien ••••••••••••••••••••••••••• ~ 12.000.00· 
Es el mismo inmueble relacionado en caso 
No. 2 de 1962 de página 121 t fue valuado en 
~12.000.00 
Suma a subastarse. Art. 606 lnc. 40. C.Pr.C. 

relacionado con Art. 635 
C.Pr.C. 

2/3 de t2.000.00 •••••••••••••.••••••••••• 
Perdida patrimonial de 10& menores ••••••• 

~ 1.333.34· 
f/, 10.666.66· 

Son las situaciones que se hubiesen planteado al haber sido ejecuta­
dos por el acreedor. 

e) - VEt-t'TA POR UTILIDAD O NECESIDAD SOLICITADA: 

Valúo dado por peritos al bien ••••••••••• 
Base del remate. Art. 635 lne. 10.C.Pr.C. 
2/3 de tl2.000.oo .••••••••••••••••••••••• 
Perdida patrimonial de los menores ••••••• 

~ 12.000.00· 

~ 8.000 .. 00-
t 4.000.00 

La sentencia en este caso fue favorable. no se llevo a cabo la ven­
ta, pero se hace el analisis en caso de haberse efectuado esta. 

BIBLIOTECA CENTRAL 
U .... '\lF:Acan ...... _~ _. _ ••• ~. __ _ 
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2) - La madre pide por medio de apoderado, vender los derechos de tres meno­

res de edad, cuyas edades son: 19, 16 Y 13 años, consistentes en un 
séptimo a cada menor del inmueble detallado en cuadro de página 121 
el cual forma parte de otro de mayor extensión. It El inmueble esta cul­
tivado de café cosechero y de platío con regular estado de conservación", 
dijeron los peritos nombrados; y valuaron los derechos de los menores en 
t.l.8000.00. 

RAZONES PARA PEDIR LA VENTA: por no poderlo atender. 

La sentencia se di6 favorable a la petición presentada. 

Se ordenó la venta en pública subasta de conformidad al Art. 817 C. Pro C. 

VALUO DERECHOS DE MENORES ••••••••••••••••• 
Base del remate: Art. 635 Inc. lo. C.Pr.C., 
2/3 de tl.800.oo .................. 5 •••••••• 

Pérdida patrimonial de los menores •••••••• 

Solamente hubo un postor. 

t 1.800.00 

~ 1.200.00· rematados 
~ 600.00. 

El valor de la subasta lo recibió la madre directamente y presentó escri­
to al Juez, pidi~ndole tuviera por oblada la suma y aprobara el remate; 
lo que se resolvió en la forma pedida por la madre. 

Extensión del inmueble total: 5 Ha, 56 A Y 49 Ca. • 7 }izs., 66 A, sobre 
el cual están 108 derechos de: la madre y tre8~nos mayores, quienes 

vendieron sus derechos en la forma conveniente para ellos. 

ADo 1 9 6 5· 

1) ~ El tutor de los menores, por medio de apoderado, pide vender derechos de 
nenores, cuyas edades son: 17, 16, 14 Y 4 años de edad respectivamente, 
cada uno tiene derecho a 1/5 del inmueble detallado en página 121 ._ 

RAZONES EXPUESTAS AL JUEZ: ti porque no tienen otro recurso economico y 
no es posible una explotación provechosa u. 

El bien referido está situado a orillas de la Carretera del Litoral. a 
quince minutos de la ciudad de Zacateco1uca. 

SENTENCIA FAVORABLE. Se orden.ó la venta de conformidad al Art. 817 del 
C. de Pro C. 

Los peritos valuaron los derechos de los menores en ~1.200.00 . 

VALUO DERECHOS ••••.•••••••••••••.••••••••• t 1.200.00. 
Base del remate: Art. 635 lnc. lo. C.Pr.C. 
2/3 de "1.200.00 : ............... ........ . .. ~ 800000. 
P~rdida patrimonial de lQs menores de con- ~--~~~~ 
formidad a la base del remate ••.••.••••••• ~ 400.00. ---'"""'""' ....... ..;. 

La perdida demostrada es de conformidad al Art. 635 1 1 C P C nc. o •. r .• ; 
pero se presentó la siguiente excepción: 

VAI..UO DEL BIEN ..... ... ..................... .. ... . 
Base del remate: t 800.00; 
Suma ofrecida por el único postor ••••••••• 
U t i 1 i da d a favor de los menores 

t. 1. 200.00. 

~ 3.025.00. 
t. 1. 825.00. 
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El día y hora señalados para la subasta sólo se presentó un postor . 
La cantidad ofrecida por el rematario en la subasta la recibió directa­
mente el tutor de los menores y presentó escrito haciendo constar esta 
circunstancia, en el que también pedía se tuviera por oblada la suma y 
se aprobara el remate; habiendose resuelto en la forma pedida. 

A íil O 1 9 6 6 

1) - La madre de dos menores pide vender los derechos de éstos. los que con­
sisten en un tercio a cada uno sobre el inmueble relacionado. pagina 121. 
Edad de los ~enores: 3 años y 1 año 10 meses de edad, en su orden. 

RAZONES PARA PEDIR LA VENTA: "por no poder atenderlos. con el producto 
de la venta comprar uno más próximo al lugar donde vive n. 

El inmueble se encuentra cultivado, parcialmente, de café; está situado 
en zona cafetalera. 

SElfrBNCLA FAVORABLE. Se ordeno la venta en pública subasta, tal como lo 
establece el Artículo 817 C. Pro C. 

Valúo de los derechos de los menores •••••• é 
Suma a subastarse, Art. 635 lnc. lo. C.Pr.C. 
2/3 de «4 .. 960.00 .... *. ....................... .t¿ 
P~rdida patrimonial de los menores •••••.•• t 

4.960.00' 

3.306.66. Subastado 
1.653.34. 

La cantidad ofrecida por el rematario la recibió la madre, directamente 
del primero; presentó escrito haciendo constar esta circunstancia, pi­
diendo se apruebe el remate y se tuviera por oblada la suma, lo cual así 
se resolvió. 

El día y hora señalado para la subasta sólo hubo un postor; y éste fue 
la ~i8ma persona que había comprado el tercio que le correspondía a la 
madre de los menores. 

A ~ O 1 9 1 O 

1) - El Agente Auxiliar del Procurador de Pobres en representación de la madre 
de tres menores, siguió diligencias para hipotecar los derechos de estos 
sobre inmueble urbano de propiedad de ellos, 1/3 para cada uno; en el -
inmueble se encuentra construida una casa tipo mediagua. en la cual viven 
la madre y sus tres bijos. 

Inmueble situado a 800 metros del centro comercial de Zacatecoluca. 

LA SENTENCIA FUE FAVORABLE. Suma 8 hipotecar é400.oo . 

Destino del crédito pars poder efectuar reparaciones en el bien. 
~ISIS DEL CREDITO OBTENIDO EN CASO DE EJECUCION: 

Cr~dito hipotecario •••••.•••.•••••••••. • •• ~ 
Base del remate en caso de ejecución: 

400.00 · 

Art. 606 Inc. 40. C. Pro C., 2/3 de ;'400 .. 00 .:.;._-....;;;.26_6;;..;:.~6..:..7· 
pérdida patcimonial de : ló. aenDT 8 en caso 
da a ~ subastado el único bien que poseen •• =t=====1=3:3=.:3:3=. 

Opinión personal: en este caso estimo que al haberlo seguido el Agente 
Auxiliar del Procurador de Pobres 10 hizo contrariando el espíritu de 105 
Artículos 93 y 95 letra " e .. de la L. O. del M. P. 
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2) - La madre pide autorización para vender derechos de tres hijos menores, 
edad de ~stos: 19. 14 Y 13 años de edad. les corresponde 1/4 a cada uno, 
el cuarto restante le corresponde a un hermano mayor. 

RAZONES EXPUESTAS AL JUEZ: que por su condición de mujer sola no 10 puede 
atender, por quedar a larga distancia de la casa, y al no poder atenderlo 
se está desvalorizando; que necesita dinero para hacer producir los otros 
terrenos heredados, as! como para poder seguir diligencias de partición, y 
poder educarlos. 

LA SENTENCIA FUE FAVORABLE. Se ordenó la venta de conformidad al Artículo 
817 C. Pro C. 

Los peritos nombrados valuaron 108 derechos de los menores en t4.500.oo 

Valúo derechos de menores •••••••••••••••• t 
Base del remate: Árt. 635 Inc. lo. C. Pro C. 
2/3 de t4. 500. 00 ••••••••••••••••••••••••• t 
Pérdida patr~onial de los menores .•••••• t 

4.500.00 

3.000.00 
1.500.00 

Subastado 

El día y hora señalado para la venta sólo se presentó un postor. la misma 
persona que había comprado el derecho del hermano mayor. 

La remataria entregó directamente el valor por el que se subastó el bien 
a la madre de 108 menores; presentaron escrito conjunto pidiendo se apro­
bara el remate y se tuviera por oblada la suma; se resolvió en la forma 
pedida. 
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CAPITULO ~ 

e o N e L u S ION E S y e R 1 TIC A s 

Siendo que la parte central de este trabajo es la yenta en pUblica subasta 

de inmuebles de incapaces, las conclusiones y críticas que se hacen se circuns­

criben en su mayor parte a ésta: 

e o N e L ti S ION E s: 

la. No existe por parte de nuestros tribunales un minucioso cuidado en la tra­

mitación de estas ventas; dado que, muchas veces, en la tramitación de las 

Diligencias correspondientes, no se le da estricto cumplimiento a las dis­

posiciones legales contenidas en la Ley Orgánica del Ministerio Público, 

tales como los Arts. 93 y 95 de dicha ley. 

2a. Al dar cumpltmiento a la ley, en forma estricta. no debe importar el tiempo 

que haya de utilizarse en su tramitación, siempre y cuando no haya un ex­

ceso que llegue a motivar un retrazo en pronunciar la sentencia correspon­

diente, y que pueda redundar en un perjuicio al incapaz. 

3a. En nuestros tribunales al subastar inmuebles de incapaces, pGr razones de 

utilidad o necesidad, se aplica todo el trámite señalado para la venta en 

pUblica subasta del juicio ejecutivo. La aplicación de dicho trámite es 

correcta; pero debería darse la siguiente excepción: al señalarse la base 

del remate no debe de hacerse ninguna disminución al vslúo dado al bien o 

bienes para admitir posturas; es decir, no debe aplicarse el Art. 635 Pr., 

primera parte, cuando dice: ti No se admitirán posturas por menos de las 

dos terceras partes del valúo II~ sino que de conformidad al Art. 817 inc. 

lo., parte final. Pr., el Juez debería de señalar que se admitirán pos­

turas t omando como base el valúo de los inmuebles, sin hacer ninguna dis­

minución; o la cantidad que su ilustrado criterio estime conveniente, ya 

que el artículo ultimamente referido le permite cierta potestad para ha­

cerlo . 

48. Al subastars e los bienes de los deudores morosos por las dos terceras par­

tes del valúo, o por el saldo más un tercio de este. se produce un daño a 

la economía nacional., dado que por sumas irrisorias, a veces, se subastan 

valiosas propiedades. 
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5a. La institucionalización que se ha dado en nuestro País de las siguientes 

cláusulas contractuales: 

a) - La no admisibilidad de la apelación del decreto de ~bargo. sentencia 

de remate y demás providencias dictadas en el juicio. 

b) - El derecho del ejecutante a nombrar el depositario de 108 bienes em­

bargados; o ser '1 el depositario, cuando se trata de las institucio­

nes autónomas; y la relevación al depositario nombrado de la obligación 

de rendir fianaa. 

c) - El señalamiento del valGo dado a 108 bienes para que sirva de base en 

la subasta, o el del importe de la deuda y un tercio más de ésta como 

base del rema te. 

Las situaciones antes referidas esta contenidas en la9 siguientes leyes 

especiales y que comprende: 

a) - ~s tres clausulas referidas: 

Art. 107, números 3, 4 Y 5: Ley del Crédito Rural y 8U Reforma 

Art. 120, tt 30. ,40. Y 50.: ti 
n Banco Hipotecario 

Art. 112: .............. ~ • 4 ••••••• " de la Financiera Nacional de la Vivienda 

y de las Asociaciones de Ahorro y prés­

tamo. (unicamente para la Financiera) 

Art. 82, números 30.,90. y 50. Ley de Creación del Instituto Salvadoreño 

de Fomento Industrial, "INSAFI". 

Art. 242, números 10.,20. y 30. Ley de Instituciones de Crédito y Organismos 

Auxiliares. 

b) - Unicamente la forma de las cláusulas" a n y "b u: 

Art. lOS, .. 

c) - E X C E P e 1 .0 N 

Ley del Fondo Social para la Vivienda 

U c" y "d": . Ley de la Financiera Nacional de la Vivienda 

y de las Asociaciones ~e Aborro y Préstamo. 

(unicamente para las Asociaciones) 

La compredía el Art. 115 letra Itñ" de la Ley del Instituto de Colonización 

Rural, que preceptuaba; 11 ti LAS RESOLUCIONES QUE SE PRONUNCIEN Y LAS SEN-

TENCIAS DEFINITIVAS NO ADMITIR&~ MAS RECURSOS QUE LOS DE CASACION. CUANDO 
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PROCEDIERE DE ACUERDO CON LA LEY RESPECTIVA, Y EL DE RESPONSABILIDAD " ". 

Esta Ley, de conformidad al quehacer jurídico nacional. ha sido sustituída 

por la Ley del Instituto Salvadoreño de Transformación Agraria. 

Llamasele institucionalización, porque es el legislador quien las ha intro-

ducido en nuestro medio legal, y ha admitido que se niegue, anticipadamente, el 

derecho de defenderse que tiene todo indivíduo de conformidad al Art. 164 Cn., 

cuyo texto se lee: 

1t 11 Ninguna persona puede ser privada de su vida, de su libertad, 
ni de su propiedad o posesiSn sin ser previamente oída y vencida 
en JU1C10 con arreglo a las ~~; ni puede ser enjuiciada dos 
veces por la misma causa. " ti 

Es decir, se está violando la GARANTIA DE AUDIENCIA a que tiene derecho toda 

persona. 

Algo más, de conformidad a las leyes especiales citadas, se esta marcando 

una desigualdad jurídica entre la persona natural y la persona jurídica; sien-

do esta última la que goza de un~ivilegio legal, poniendo en franca desigualdad 

a la persona natural; y esto es contrario al Art. 150 Cn., que establece: 

tt " Todos los hombres son iguales ante la ley It It 

De conformidad a las leyes especiales antes citadas, las personas jurídicas 

en su condición de acreedorar,g~ de una enorme ventaja procesal con relación a 

la persona natural, en condición de deudora, porque all~sona natural. por ley, 

se le impone la pérdida de 8US derechos y recursos en materia procesal, y la 

persona jurídica, por ley, goza de todas las ventajas procesales. 

La pérdida de derechos y recursos procesales que la persona natural sacri-

fíes, no sólo está en contra de los Arts. 164 y 150 Cn •• sino que también atenta 

contra el Art. 220 Cn. que preceptúa: 

It " Los princl.pl.os, derechos y obligaciones establecidos por esta 
Constitución no pueden ser alterados por leyes que regulen su 
ejercicio. 

La Constitución prevalecera sobre todas la leyes y reglamentos. 
El interés público pntmara sobre el interes privado " rt 

6a. En nuestras leyes, falta una regulación que reglamente la venta de títulos 
valores que hayan heredado 108 incapaces, los cuales en determinados casos, 
pueden constituir un patrimonio más valioso que el inmobiliario. 
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7a. El Art. 241 de la Ley de Instituciones de Crédito y Organ{smos Auxiliares, 

establece: 

" ti La tramitación del juicio ejecutivo estara sujeto a las reglas 
especiales siguientes: 

1) No se admitirá apelación del decreto de embargo, sentencia de 
remate ni demás providencias apelables dictadas en el juicio, 
cuando así se hubiere pactado. 

2) La sociedad ejecutante tendrá al facultad de designar al depo­
sitario de los bienes embargados. 

3) Para la subasta de los bienes embargados se tomará por base el 
valúo dado a los bienes en el instrumento respectivo y, en su 
defecto, servirá de base el importe de la deuda y un tercio 
más, sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 638 Pro 

No se admitirán posturas por valor inferior a las bases indi-
cadas 11 " 

y el Art. 253 del mismo cuerpo legal preceptGa: 

lt " Quedan dero ades las dia osiciones le ales o re lamentarías 
que contrar en la pres~nte Ley y en especial los decretos si­
guientes: 

1) Ley sobre Bancos de Emisión aprobada por Decreto Legislativo 
del 29 de Abril de 1899, publicado en el Diario Oficial No. 
110, Tomo 46 del 12 de Mayo de 1899. así como sus reformas 
y adiciones sucesivas; 

2) Reglamento de la Ley sobre Bancos de Emisión. decretado el 
15 de Mayo de 1913 y publicado en el Diario Oficial No. 114. 
de 15 de M.ayo de 1913; 

3) Ley de Ahorro Voluntario, aprobada por Decreto Legislativo 
del 2 de Mayo de 1928, publicado en el Diario Oficial No.130, 
del 6 de. Junio del mismo año, as! como sus reformas sucesi-
vas JI 11 

De conformidad al inciso final de la primera disposición encontramos se ha 

dado una reforma. tácita a los Artículos del C. de Pro que B continuación se el 

detallan: 

Art. 606 ine. 40., parte final cuando establece: 

ti JI Y el límite de las posturas será siempre . las dos terceras 
partes. como en el valúo pericial" 11 

Art. 635 primera parte cuando se lee: 

n 11 No se. admitirá postura por menos de las dos terceras partes 
del valúo n 11 
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la.) - La facilidad conque nuestra Ley permite que se vendan 109 inmuebles de 

los incapaces, ha ocasionado que dicbas ventas redunden en perdidas pa-

trimoniales de ~stos. tal como se ha demostrado anteriormente. 

2a.) - El poco inter's que muestran los Agentes Auxiliares del Procurador Ge-

neral de Pobres. cuando intervienen en la venta de inmuebles de inca-

paces por razones de utilidad o necesidad, o en el trámite para grava~ 

dichos i~uebles. por la8 mismas razones, quienes de conformidad a las 

atribuciones que les señalMlas disposiciones pertinentes de la Ley 

Orgánica del Ministerio Público deben de velar por los intereses de 

los incapaces. 

Los Agentes Auxiliares mencionados, no hacen uso, en las referidas 

diligencias, de todos los recursos que les franquean las leyes; re-

cursos que al ejercitarlos evitarían que se vendiesen 108 bienes 

de los incapaces por valores que no están acordes con el valor real. 

3a.) - La falta de cumplimiento. a veces. de 10 establecido en los Arts. 93 y 

95 de la L.O. del M.P. por parte de nuestros tribunales, ha motivado que 

algunas diligencias se concluyan sin la intervención de los Delegados 

del Procurador General de Pobres; y en otros el aviso a que se refiere 

la L.O. del M.P. se da en tiempo inoportuno. 

El Art. 93 de la L.O. del M.P. · ... comprende una prohibición expresa cuando 

diee: 

" 11 Sin la presencia del Procurador General de Pobres o de sus 
Delegados, en su caso, no pueden celebrarse consejos de familia 

. ni tramitarse diliaencias en que se trate de vender o gravar las 
propiedades de los incapaces o de etnancipaciSn de los menores " tt 

Abn más, se ha dado el caso en que Agentes Auxiliares del Procurador 

General de Pobres han tramitado diligencias para gravar inmuebl. de 

incapaces (menores); habiéndose concedido la autorizaci5n; 'sto de-

nota que se dio contra ley expresa, es decir, la Ley Orgánica del 

Ministerio PUblico. 

La int:ervención del Procurador General de Pobres o de sus "Delegados" 

es la de acudir en defensa de 108 intereses de los incapaces, cuando 
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a iniciativa del representante legal de éstos se tramitan las correspondien­

tes diligencias para que el Juez les autorice a vender o gravar 108 bienes 

de los incapaces. Pero la Ley Orgánica del Ministerio pGblico en ningún 

tnomento autoriza que cUcho Funcionario o sus ItDelegados tl tramiten dichas 

diligencias. 

48.) La no intervención del Juez, en el control de la inversión que se hara de 

la cantidad que se ha percibido con la venta en pGblica subasta o con el 

gravamen de los bienes del incapaz o de los incapaces, sean estos bienes 

inmuebles que valgan más de doscientos colones, o muebles que valgan más 

de quinientos colones, de conformidad al Art. 413 C. 

La situación anterior deja un enorme vacío, cual es el desconocimiento 

de si se dio el uso debido a los fondos percibidos con la venta o el 

gravamen de 108 bienes del incapaz o incapaces, de conformidad a la 

petición presentada al Juez respectivo. 

5a.) La facilidad con que nuestra Ley permite que se vendan los bienes auebles 

de los incapaces; los cuales, en determinados casos, pueden llegar a ser 

más valiosos que los inmuebles; tal sería la herencia de títulos valores 

por parte del incapaz o incapaces, juntamente con inmuebles. 

Para ilustración planteo el siguiente ejemplo: 

El haber sucesoral de un incapaz está formado as!: 

Un solar urbano •••••••••••••••••••• • t 5.000.00 

un predio rústico ••••••••••••••••••• t 2.000.00 

Títulos valores: 

100 cédula hipotecarias de ~lOO.oo c/u ••••••••• ~lO.OOO.oo 

50 Bonos CEL de tlOO.oo c/u •••• ~.~ •••••••••••• 5.000.00 

50 Acciones pagadas de ~lOO.oo c/u •••••••••••• 5.000.oot20.000 . 00 

T o tal ~27.000.00 

El ejemplo planteado demuestra que el valor de los títulos valores ea supe­

rior a los inmuebles. 

De conformidad a nuestra Ley, la venta de los inmuebles del incapaz, 

plantea mayores exigencias que la venta de 108 muebles; los cuales como 

se ha dicho pueden representar un valor mayor que el de 108 inmuebles. 
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Referente a la situaci6n planteada anteriormente dice Don Luis Claro Solar: 

" 11 2181. - La salvedad establecida con respecto a tf 105 muebles 
preciosos o que tengan valor de afección .. , contempla evidente­
mente aruebles corporales, puesto que 8610 a ellos son aplicables 
los calificativos indicados. No se refiere, por lo mismo , a 
108 cr6ditos, ni a 108 valores mobiliarios en general. 

Por consiguiente, si el patrimonio del pupilo esta formado por 
acciones de Banco o sociedades anónimas, bonos del Estado, letras 
o bonos hipotecarios. ete., el tutor o curador puede enajenarlos 
sin tener que solicitar la autorizaci6n del Juez, aunque se trate 
de valores considerables, mientras que no puede vender por sí solo 
un predio cualquiera del pupilo del más insignificante valor. Se 
debe este defecto del C6digo a una falta de previsión de SU8 re~ 
dactores del desarrollo gue estaban llamados a tener los valores 
usobiliarios. El Código Frances tiene el mismo defecto a que había 
llamado la atención sus comentadores, y poco tiempo despues de su 
promulgaci6n la ley de 24 de Marzo de 1806 prohibió al tutor ven­
der, sin autorización del Consejo de Familia, las inscripciones de 
rentas a cargo del Estado. pertenecientes al pupilo. que excedie­
ran de cincuenta francos de renta y la misma disposición era apli­
cada en 1813 a las acciones del Banco de Francia de propiedad del 
pupilo. Los redactores de nuestro Códiao, no fijaron, s inemb argo , 
su atención en estos hechos, y mantuvieron .la libertad de acción 
del tutor ° curador, dejando encregado a la voluntad de este un 
elemento del patrimonio que ha adquirido un desarrollo tan consi­
derable u n 

El comentario crítico que hace Don Luis Claro Solar del C6digo Civil Chileno 

es aplicable a nuestro Código Civil, por ser este una transcripción, con ciertos 

aambios, del primero; y por otra parte, en abono de esta conclusión citamos la 

opinión de la comision revisora de nuestros c6digos, del año 1943, en lo relativo 

a la venta de bienes muebles de 108 incapaces. 

ti n Art. 249. - A juicio de la Comision es necesario adicionar con 
un segundo inciso este art!culo. prohibiendo la venta de los bienes 
muebles del menor que valgan más de dos mil colones. Es explicable 
que cuando el señor Bello hiciera su anteproyecto del Código Civil, 
prestara secundaria atención a los bienes muebles; debido a que "en 
aquel entonces, sólo eran valiosos los bienes/inmuebles; pero en la 
'poca actual, que se distingue por el considerable auge que han al­
canzado las industrias y el comercio, sucede lo contrario, o por 10 
menos es tan digno de protección como la otra clase de los bienes 
del menor. Las acciones bancarias y las acciones de compañías de 
todo género y.los títulos al portador en general, pueden tener tanta 
importancia como los mejores inmuebles. ti " pag_ 2S 

La comisión recomendó también,que se agregara un segundo inciso 
al Art. 267, en los siguientes términos: 

u Los bienes nruebles que valgan más de dos mil colones tampoco 
podrán ser enajenados o dados t'n prenda~ in autorización del 
juez con conocimiento de causa " PS$. 58 

Don Luis Claro Solar. ob-cit., Tomo IV, paginas 338. 339. -
* Anteproyecto de Revisión de los Códigos, Civil. Penal y de Ilstrucción Criminal 

con su exposición de motivos. 1943, piginas 25 y 58. 
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6a) - En nuestro País, la p~rdida patrimonial que sufre el incapaz,con la venta 

de sus bienes en pGblica subasta, por razones de utilidad o necesidad, es 

grande, ya que al aplicar a esta venta el A%t. 635 inc. lo. Pr., primera~~ 

parte , la pérdida de un tercio del valúo de sus bienes, equivalente al 

33.33% no es justa; no existe una razón valedera para que el incapaz sufra 

esa pérdida. 

7a) - El lapsus que. se comete en nuestro País al promulgar algunas leyes espe-

. ciales, y que consiste en que no consta en el texto del Decreto correspon­

diente que se ha oido la opinión de la Hono~able Corte Suprema de Justicia, 

tallo establece el Art. 61 Cn. 

El caso mas notorio se ha planteado con la Ley Orgánica del Ministerio 

Público, la que de conformidad al texto del Decreto 603 del año de 1952 de 

su creación y publicado en el 0.0. del 18 de Marzo de 1952, no consta que 

se oyó la opinión de la Corte Suprema de Justicia. Esto ha ocasionado que 

algunos Jueces nieguen la intervención a los Agentes Auxiliares del Procu­

rador General de Pobres. en los juicios civiles en que han querido inter-

venir. 

Otras leyes en que no se ayo la opinión de la Corte Suprema de Justicia 

son: 

1 - Ley de Creación del Instituto Salvadoreño de Fomento Cooperativo. 

2 - Ley de Impuesto sobre la Renta. 

3 - Ley de Vialidad. 

4 - Ley de Creación del Fondo de Garantía para la Pequeña Industria. 

S - Ley de Cédula de Identidad Personal. 

6 - Ley de Fomento de la Pesca Marítima de Altura y Gran Altura. 

7 - Ley Orgánica de La Universidad dé El Salvador. 

8 - Ley de Creación de la Junta Monetaria. 
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la) - Réformar el procedimiento que actualmente regula la VENTA. EN PUBLICA SUBAStA 

de inmuebles de incapaces, especificamente, en la base que sirve de base pa­

ra el remate, no aplicando, por ningún motivo, lo que establece el Artículo 

635 inciso 10. del C. de Pro C. 

No debe permitirse que el incapaz o incapaces sufran una pérdida patrimonial 

que esté en contra de su n BIENESTAR ECOl~MlCO n, tal como ba quedado demos­

trado en el Capítulo VIII. La pérdida patrimonial que han sufrido y sufri­

raran los incapaces, cada vez que ae vendan sus bienes en pUblica subasta, 

por razones de UTILIDAD O NECESIDAD, se debe a una mala interpretación del 

Art. 817 del C. de Pro C. por parte de los tribunales, dado que han venido 

aplicando muy restrictamente el texto del lnc. lo. de la citada disposición. 

De conformidad al Inc. lo. del Art. 817 C. Pro C., se deduce que el deseo 

de,l legislador fue que se pudieran vender 109 inmuebles de los incapaces, 

aplicando el procedimiento del Juicio Ejecutivo. en lo que respecta a la 

venta en pUblica subasta; con la excepción que al señalar la base del rema­

te no se aplicara la regla del rnc. lo. del Art. 635 de dicho Código, sino 

que el Juez debe tomar, como base para el remate, el valúo que los peritos 

hayan dado al bien o biene8;o la cantidad que a su criterio represente el 

verdadero justiprecio, sin ser éste menor que el valúo dado a los inmuebles; 

tal es el texto de la parte final del inc.iso 10. del }.,l!t. 817 C. Pro C. que 

dice: tt NO PUDIENDO EFECTUARSE LA VENTA POR MENOS DE LAS OOS TERCERAS PARTES 

DEL JUSTIPRECIO DE LOS BIENES ti. 

Permitir que con la subasta de los inmuebles de incapaces se les ocasione 

una pérdida patrimonial. es estar contrariando el espíritu del Art. 163 lnc. 

lo. de la Cn. que dice: iI TODOS LOS HABITANTES DE El. SALVADOR TIENEN DERE­

CHO A SER PROTEClOOS EN LA CONSRRVACION y DEFENSA DE SU VIDA. HONOR, LIBER­

TAD. TRABAJO, PROPIEDAD Y POSESIONo n 

. 2a) - Que previo a la admi.8ión de la petición de los tutores. o curadores de 108 

incapaces, o por 109 apoderados judiciales para obtener la autorización 

que les permita gravar o vender los inmuebles de los incapaces~ se dé es­

tricto cumplimiento a los artículos 93 y 95 de la Ley Orgánica del Minis­

terio Público. Sancionando~ bajo pena de nulidad~ la omisión del aviso al 

Procurador General de Pobres. 
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Es necesario que exista una sanci6n muy fuerte a la omisi6n del aviso antes 

referido, porque, en algunos de 108 casos consultados hubo omisi6n del avi­

so al Procurador General de Pobres; o si se di6 se hizo en tiempo inoportu­

no y no al inicio de las diligencias. 

Algo más, el Art . 81 inc . 10. L. O.M.P. contempla fuertes sanciones contra 

el Agente Auxiliar o Agentes Auxiliares que no cumplan con las 6rdenes e 

instrucciones en el desempeño de su cargo. Lamentablemente, en todos los 

casoS de ventas de inmuebles de incapaces citados anteriormente, la inter­

venci6n de los Agentes Auxilia~s en la defensa de los intereses de los 

incapaces ha sido negativa. Y ba sido negativa, porque a 10 que se han 

concretado, en unos casos, ha sido presentar al eecrito para que se les 

tenga por parte: a) - al inicio de las diligencias; b) - después que se 

han examinado 109 testigos y c) - cuando ya se ha dictado la sentencia 

correspondiente; y despúés, ya no han efectuado ninguna otra gesti6n en 

defensa de 109 intereses del incapaz o incapaces. 

39) - Después de dado el aviso referido en el número anterior, debe ordenarse, 

obligatoriamente, un estudio socio-económico del incapaz o incapaces, el 

que debera ser elaborado, conjuntamente, por trabajadores sociales de la 

Procuraduría General de Pobres y del Consejo Salvadoreño de Menores. de­

bido a que ambas instituciones velan por el bienestar de 108 incapaces; 

tal como está comprendido en el atribución la. del Art. 23 en relación 

con los Arts. 93 y 95 letra e) de la L.O.M.P. para la primera y en el 

título 11 del Código de Menores para la segunda. La no realización del 

estudio referido debe sancionarse con pena de nulidad. 

El estudio en referencia permitira. que se establezca si en realidad e.s ne­

cesaria la venta del bien inmueble del incapaz o incapaces; a la vez daría 

la oportunidad de conocer la calidad del bien inmueble o inmuebles que se 

trata o tratan de vender o gravar, as! como las constyucciones y mejoras 

que en el inmueble se hayan realizado; a la vez el estudio permitiría co­

nocer el valor real del bien, valor que a decir verdad no es el que se 

demuestra con los dictmaenes periciales. 

4a) - La inspección que ordena el Art. 816 en su iuc. lo. C. Pro C. debe de ser 

de imprescindible realizaci6n por parte del Ju.ez. a fin de que con base 
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en ésta y la información que le proporcione el estudio socio-económico del 

incapaz o incapaces dé su fallo; estas pruebas serían la base fundamental 

para autorizar o negar la ven~a o el gravamen solicitado; tomando en cuenta 
¡. 

la trascendencia en el futuro econ5mico del incapaz o incapaces. debido a 

que la prueba testimonial puede adolecer de ciertos defectos. tales como el 

desconocimiento que los t.estigos tengan de la situación del inmueble o de 

su valor real. 

Esta inspección. deberían de pedirla, en todos los casos que se presenten 

los Agentes Au..'tiliare.s del Procurador General de Pobres, cuando el Juez no 

la ordene de oficio, de conforudad al Art. 368 C. de PI'. C., qu.e permite 

que la inspección se realice de oficio o a petición de parte; así se ob-

tendría la prueba más im.po~uante de. conformidad al Art. 415 No. '~o. C. de 

Pro C., cuando hace referencia a la preferencia de las pruebas. Este 

orden se invierte en las ventas o gravamenes de inmuebles de incapaces, 

dado que de conformidad al Art. 816 Inc. lo. C. Pro C. priva la prueba 

testimonial, tal se deduce del texto de dicha disposición cuando leemos: 

It It lU JYiz :recibirá la erueba gentro de ocho dl.as y examinara las cuentas 

del guardador para conocer el estado de 109 negocios del pupilo, I cuando 

lo crea conveniente i practicará una inspección ocular en el inmueble que 

se trata de vender o gravar 11 ti. La inspección referida no debe de ser 

potestativa. sino que Obligatoria, porque lo que está en juego es el "BIE-

NESTAR ECON~nCo ti del incape o incapaces. 

Es tan importante que el Juez se forme su propio criterio, para dar áu fallo 

en las diligencias referí.dae. que el procesalista RUGO AI.CINA dice en el 

Tomo 111, p!gina 653 de 9u-rratado Teórico Practico de Derecho Procesal Ci-

vil y Comercial~ al referirse a la "IMPORTANCIA 11 de la 11 INSPECCION OCULAR n 

10 siguiente: 

ti ti a.) No seriaD necesarias nuevas considerac;i.onaa para poner de 
manifies to la importancia que el reconocimiento judicial tiene para 
la decisión del litigio; ya por el conocimiento directo de los 
hechos que el jue2 se hallará en condiciones, de fallar con, plena 
conciencia de los nli.allos. Pero es que hay otro aspecto que es su­
mamente interesante l'esal:L(U' por su influencia Bob~e la eficacia 
de la prueba, y es-sue la .ins2~cci6n judicial ~uede servir para 
v'tlorar..l?.,para combatir ~tros UI,edios de prueba •. ABr, mediante ella 
podra demostra17se el err.or o la fabedad de un testigo o que son 
!:Quivodadas las conclusiones de los peritos en su dictamen. " n 

BIBLIOTECA CENTRAL 
UNIVERSID .... D DE El.. SALV .... DOR 
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De lo anterior .. eó~ qw la iDtpeeciób q_ basa el. juez en las ventas de 

inmuebles de incapaces, debe ser obligatoria y no potestativa. 

Es tal la importancia de la inspeeción que en el Art. 992 Ine. lo. del 

P. C. Pro C. se establece: "siendo la inspección y el avalúo de los bienes 

absolutamente necesarios It t1 

Ss) - Que se revise, detenidamente, lo relativo a la VENTA EN PUBLICA SUBASTA en 

el Juicio Eje~utivo. porque ha sido por medio de este procedimiento con el 

que se han ocasionado, por tantos años, los mayores perjuicios económicos 

en nuestro País; y se continuaran ocasionando, si por parte de nuestro le­

gislador no se da una reforma jurídico-econ6mica, que tienda a actualizar, 

de conformidad a las exigencias modernas, nuestro Código ,de Procedimientos 

Civiles, en lo relativo al valúo y a la venta en pública subasta, especial­

mente en la base del remate. 

Estos perjuicios devienen, porque no tenemos una fuente precisa que nos dé 

la información sobre el valúo oficial de los inmuebles, dejando la aprecia­

ci6n del justiprecio del inmueble, en unos casos, a voluntad del acreedor. 

tal como lo permite el Art. 606 Inc. 40. C. Pr. C. 

En su pureza jurídica, la disposición citada nos da la idea de un verdadero 

acuerdo de vollmtades entre acreedor y deudor, pero a decir verdad, su es­

píritu ha sido violado por la práctica; volviéndose en una verdadera cláu­

sula de adhesión que sujeta la voluntad del deudor a la del acreedor, ya 

que las condiciones las impone éste último antes de conceder un crédito, 

pudiendo ser tula institución de créd:.j.to o una persona particular. 

Lo que se da propiamente, es un beneficio a favor del acreedor, de donde 

tenemos que parafraseando,a III inversa, el princ.ipio de " INDUVIO PRO REO " 

del Derecho Penal. con el cual se trata de favorecer al reo t se puede 

decir que lo que se da con el Juicio Ejecutivo, dadas las renuncias que se 

dan de conformidad al Art. 20. C. Pro C. es un benefic~o 8obre-seguro a 

favor del acreedor. 

Debemos tener presente~ que las personas que dictaminan sobre el valúo de 

un inmueble, en el caso de las instituciones que explotan el crédito ins­

titucionalizado en el País, son empleados de éstas y mdY difícilmente 

podrán dictaminar, con un criterio ecuánime, lo que en realidad vale un 
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inmueble que se ofrece para garantizar un crédito. 

El dictamen desde su origen da la ventaja a la institución, dado que los 

peritos tienen que dar su informe con un margen anticipado para 'sta, el 

cual se amplía enormemente cuando se llega a la subasta. 

y en el caso de que el acreedor sea persona natural, tene~os el mismo fe-

nómeDO. 

En nuestro País, basta aventurar una suma de dinero que esté representada 

cuatro o más veces por el valor real del inmueble dado en garantía. y a 

la hora de la subasta, si na bay postores, se pide la adjudicación y así 

se obtiene casi regalado un inmueble valioso. o si hay pastorea ,lo com­

pran por sumas irrisorias, tal se ha. demostrado anteriormente. 

6a} - En nuestra ley se debe prohibir, bajo pena de nulidad, que se dé a los 

bienes inmuebles afectos a cualquier relación jurídica que genere ejecución, 

un valúo inferior al que se señale en la ficha catastral, de conformidad 

al Título IV de la Ley de Catastro, cuando hace referencia al " ASPECTO 

FISCAL ti, Arts. 20 y 21 de dicha ley. 

Se debe establecer, especificamente. que los peritos. sean de la calidad 

que sean, no podrán emitir un dictámen que represente un valor del inmue­

ble que sea inferior al dado en la f loba catastr.al.y que sea este valúo 

sin ninguna disminución el que deba servir de base para la subasta. 

7a) - Efectuar un estudio socio-económico de la morosidad crediticia en el País, 

y sus repeEcusiones en el bienestar económico del pueblo, en caso de eje­

cuci6n, tomando en cuenta para realizarlo: 

a) - Los juicios ejecutivos y diligencias de reconocimiento de firmas pro­

movidos en nuestros tribunales; así como los cumplimientos de senten­

cia que motiven ejecución. 

b) - Los diversos juicios ordinarios ya sentenciados y a través de los 

cuales se haya probado la existencia de una obligación y cuya satis­

facción tenga que ser en dinero. 

e) - La morosidad por falta de pago en: 

1) - Las instituciones que explotan el crédito institucionalizado en 

el Paia, de conformidad a su cartera crediticia. la cual puede 
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estar conetituída. tal es el caso de los bancos, por: los crédi­

tos propiamente dichos, sobregiros en cuentas corrientes, des­

cuento de Letras de Cambio o Aceptaciones Nego~iables, incluyendo 

tambien las letras de cambio al cobro provenientes del exterior y 

que amparan las importaciones de nuestros comereiantes; mora por 

falta de pago por el uso de cajas de seguridad, etc. 

2) - La ~xistente en los registros contables de las empresas mercan­

tiles que tienen por finalidad la venta de muebles e inmuebles; 

incluyendo lasque. ~.D a prestar servicios, ya sean médicos, 

profesionales o tecnicos, etc. 

3) - La proveniente de impuestos que se deben al Fisco y a las Munici­

palidades. 

4) - La originada de obligaciones con instituciones aut5nomas o semi­

aut6nomas, tales como: 1.S.S.S., 1.V.O., I.S.!.~ondo Nacional 

de la Vivienda, Fundación Pro Vivienda Mínima. etc. 

El estudio en referencia puede ser realizado por el Banco Central de Reser­

va, con la colaboracion de: la Superintendencia de Bancos y otras Insti­

tuciones Financieras. la Superintendencia de Sociedades y Empresas Mercan­

trIes, por las Direcciones Generales de Contribuciones Directas e Indi­

rectas y por la Dirección de Aduanas. 

8s) - Establecido el estado de la morosidad crediticia a nivel nacional, se ten­

dría un cuadro aproximado del endeudamiento del pueblo y con base en ~sta 

el Estado puede crear,por medio del Banco Central de Reserva una línea de 

crédito, cuya finalidad específica sería la de refinanciar a largo plazo, 

con períodos hasta de 15 años y con intereses favorables, aquellas obli­

gaciones morosas de las personas que ~aD8ido ejecutadas y cuyos recursos 

económicos sean modestos. Tal es el caso de los trabajadores en general, 

pequeños y medianos agricultores, así como pequeños y medianos comerciantes 

e industriales; quienes al ser ejecutados y efectuarse la subasta pierden 

el Gnico bien que en muchos casos es la casa en que viven con su familia» 

o el único inmueble que produce lo necesario para cubrir las necesidades 

familiar~s, y que muchas veces les ha costado muchos años de sacrificio el 
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La garantía del crédito refinaneiaclo sería el bien objeto del embargo y 

para cubrir la cuota de C4pital El intereses del crédito concedido, el deudor 

extendería una ¿rden de de.scuen~~ auto!l!ilitico de su sueldo, en caso de ser 
~~" 

etnpleado de empresa pdvada t autónoma o semi-autónoma" de conformidad al Art. 

138 C.T.; y si fuése empleado público podrá dar la misma autorización. de 
I 

conformidad al Art. 30. del D. L.No. 267 del 22 de Febrero de 1963, publí-

cado en el D.O. del 26 de Febrero del mismo año. 

Hemos de tener presente: que el tiempo máxiao que ta.rda un profesional J un 

trabaja.dor; un pequeño o mediano comerci~ulte, agricultor o industrial, en 

pagar una casa del tipo que sea y de conformidad a sus recursQs es de 15 a 

20 años, y así poder ser propietario de su vivienda. El financiamiento se 

hace de conformidad a las líneas de crédito que para la construcción de 

viviendas crea el Estado,. en diversas formas t planificadas de conformida.d 

al espíritu del Art. 148 en .• en cuyo inciso lo. se lee: 11 tf SE DECLARA. 

DE ¡!ITERES spq . .A:L LA CúNSTRUCClON DE VIVITh'DAS if 
It t Y en la parte primera 

del inciso 20. de la mism.a disposición se preceptúa: " tt EL ESTADO PROCU-

RA.ltA QUE EL MAYOR I>iUMERO DE FAMILIAS SALVADORdAS LLEGUEN A SER l?'ROPIETA-

RIOS DE SU VIVIENDA " ., 

Así COI'110 el Estado se preocupa que el mayornÚlnero de familias lleguen a 

poseer su vivienda, asl' también d.e conformidad a.l Art. 141 Cn. que debe 

de impulsar la If PEQUfu'lA PROPIEDAD RURAL tt I tal es el texto de la disposi-

cióo citada que dice: !I 11 EL ESTADO FOMENTARA EL PESARROLLO DE LA PEQUERA 

PROPIEDAD RURAL. FACILITARA AL PEQUENO PRODUCTOR ASISTENCIA TECNICA, CRE­

OITOS y OTROS MEDIOS h"'ECFSAlUOS PARA EL ~~:JOR APROVECRAMIElrrO DE sus TU:-

RRAS n n 

Este programa socio-económico lo emprende el Estado con la promulgacióu t 

previa, del correspondiente ordenamiell~to jurídico que garantit;a esa ejeeu-

eiOD.. La construcd.ón de viviendas lo Mce por lnedio de instituciones 

autónomas) tales como: el In.'Jtituto de Vivienda Urbana.!> al que lametl.table-

mente se le ha restringido sus planes de inversión en la Capital; la Fi-

naociera Nacional de la Vivienda~ que actúa él. través de las Asociaciones 

de A:.horro y Préstamo ; el Fondo N~id,onal de la Vivienda. Fomsnta el desa-' 

rrollo de la pequeña px'opiedad rural a través, del Instituto Salvadoreño di;: 
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Transformación Agraria, antes r.e.R., Banco de Fomento Agropecuario (antes 

.Ai:hld.o.istrac~ d.e Bienesta,. Campesino) t o por medio de lrneas especiales de 

crédito creadas por el Banco Cental de Reserva, previa recomendación de la 

Junta t'JOuetaria. 

Pero todo el esfuerzo jurídico y socio-económico del Estado. en la búsqueda 

de que el régim.en e:con6mic:o responda al principio de .. JUSTICIA SOCIAL ", 

tal C:O&no lo preceptÚA el Art. 135 en .• cuyo tuto se lee: fl El régimen eco­

n6mico de.be responder esencialmente a principios de justicia social, que 

tiendan 8. asegurar a Lodos los hahitantes del país una existencia digna del 

ser humano". se ve truncado cuando econtramos que por medio de la venta en 

pública subasta se materializa una escandalosa p~rdida patrimonial, que 

produce daño al bienestar económico del pueblo; y al ser aplicada a la 

venta de los bienes de 108 incapaces por razones de utilidad o necesidad, 

dicha pérdida tiene trascendencia en la vida de éstos. 
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